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Introducción 
Esta investigación surge motivada por estudiar los escenarios transicionales en los que 

han participado los habitantes de Zipacoa a raíz de los hechos de violencia con ocasión y 

en contexto del conflicto armado colombiano, los cuales ocurrieron en ese corregimiento 

entre los años 2000 y 2004, donde hubo unos repertorios de violencia caracterizados por 

dos masacres, homicidios selectivos y el desplazamiento forzado de la población civil en 

más de una ocasión. 

Con la llegada de la justicia transicional a Colombia, estos hechos fueron conocidos y 

abordados por el proceso penal especial de Justicia y Paz reglado en la ley 975 de 2005 y 

el proceso administrativo de reparación colectiva reglado en la ley 1448 de 2011. En estos 

dos escenarios transicionales, al conocer los crímenes ocurridos en Zipacoa, se hicieron en 

clave de reconocer y proteger los derechos de verdad, justicia, reparación y garantías de 

no repetición de las víctimas de esos hechos. 

La participación de las víctimas en estos dos escenarios fue central.  

Por un lado, en el escenario transicional de Justicia y Paz, los relatos que reconstruyeron 

los hechos, junto al análisis de contexto elaborado por la Fiscalía General de la Nación y 

las versiones de los victimarios al interior de este, construyeron un relato de verdad 

enfocado a determinar la responsabilidad penal de los máximos responsables de esos 

crímenes. Un escenario construido bajo las reglas de la verdad judicial. 

Por el otro, en el escenario transicional del proceso administrativo de reparación 

colectiva, las narrativas que reconstruyeron los hechos, junto al análisis del diagnóstico del 

daño, construyeron un relato de verdad enfocado en establecer las medidas de reparación 

que permitirían la reconstrucción del tejido social de la comunidad. Un escenario 

construido bajo los parámetros de la reparación integral. 

En cada uno de los mencionados existe una preocupación por el esclarecimiento de los 

hechos, por investigar sobre el pasado violento. De esta manera, estos escenarios son el 

presupuesto para garantizar una verdad que dignifique a las víctimas. Garantizar el 

derecho a la verdad en contextos de transición a la paz, supone un compromiso de los 
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mecanismos transicionales de hacerse cargo del pasado violento. Sin embargo, en 

escenarios transicionales, el derecho a la verdad, además de ser un fin en sí mismo, 

también implica generar las condiciones en las que se haga un reconocimiento público de 

una serie de hechos que en principio solo fueron conocidos por quienes los sufrieron. 

El reconocimiento público de atrocidades produce conflictos donde el pasado es traído al 

presente, usado de acuerdo a intereses, emociones y razones entre víctimas, victimarios y 

espectadores, por ocupar el lugar en donde se enuncia la verdad. Los escenarios 

transicionales median estos conflictos por medio de una serie de reglas, instituciones y 

metodologías que les permiten reconstruir un relato en el que además del deber de ser 

veraz, también debe dignificar y permitir crear las condiciones para la transformación del 

sufrimiento de las víctimas. De esta manera, cada uno de estos escenarios aplican unos 

mecanismos específicos de administración del pasado. 

Bajo estos presupuestos, este trabajo hace un análisis de los usos del pasado que se han 

gestado en los escenarios transicionales para el esclarecimiento de los hechos violentos 

que ocurrieron en el corregimiento de Zipacoa entre los años 2000 y 2004. Este 

documento presenta un estudio de los escenarios transicionales en los que han 

participado las víctimas de Zipacoa, a partir de las intervenciones y testimonios que estas 

tuvieron, así como los documentos y fuentes que registraron su participación. 

Para esto se diseñó un proyecto de investigación que estuvo conformado, entre otros 

elementos, por una pregunta, unos objetivos y el diseño de una metodología para el 

trabajo en el que se recolectó y analizó bibliografía relacionada con los hechos de Zipacoa; 

bibliografía relacionada con las formas jurídicas y los procesos de criminalización que se 

han usado en la experiencia de la transición colombiana, entrevistas y conversaciones a 

personas de Zipacoa que han participado en esos escenarios, así como la socialización de 

los resultados que arrojó este proyecto y que están contenidos en este documento. 

El trabajo se ha organizado en cinco capítulos. El primero, denominado “Aspectos 

Preliminares” tiene por objeto ubicar al lector con el planteamiento y formulación del 

problema de investigación, los objetivos que se diseñaron para esta, la justificación y la 
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metodología con la que se desarrolló. De esta manera, en este capítulo se evidencian los 

alcances y los presupuestos metodológicos con los que se desarrolló este trabajo. 

El segundo capítulo delimita los presupuestos de lo que este trabajo entiende por “usos 

del pasado”, relacionándolo con las categorías de “escenarios transicionales” y el 

concepto de “memoria colectiva” desarrollado, articulándolos a los registros 

documentales y testimoniales de los hechos de violencia que ocurrieron en Zipacoa entre 

los años 2000-2004.  

El tercero identifica las formas jurídicas que la justicia transicional colombiana ha usado 

para nombrar/denominar/etiquetar hechos de violencia, haciendo énfasis en las figuras 

de “masacre” y “crimen de lesa humanidad” como formas privilegiadas en los escenarios 

transicionales para judicializar los hechos del conflicto armado, particularmente en el caso 

Zipacoa.  

En el cuarto capítulo se describen los relatos elaborados y los usos políticos de estos, en el 

proceso penal especial de Justicia y Paz que judicializaron los crímenes que ocurrieron en 

Zipacoa en contextos y con ocasión al conflicto armado. Para ello se usó la decisión judicial 

del 20 de noviembre de 2014 elaborada por el Tribunal de Justicia y Paz, en la que juzgan a 

los máximos responsables de la violencia sistemática y generalizada que hubo en Zipacoa, 

mostrando cuáles fueron las formas y el tipo de relato con el que se reconstruyeron los 

hechos, las voces que participaron en estos y los criterios con los que se dio cierre judicial 

a esos eventos.  

Por último, en el quinto capítulo, se muestran las narrativas que las víctimas y 

sobrevivientes de Zipacoa han construido en torno a los ejercicios de esclarecimiento 

histórico realizados en su proceso de reparación colectiva.  

De esta manera, el trabajo pretende evidenciar los usos políticos del pasado que los 

escenarios de justicia transicional han registrado y reconstruido en torno a la violencia 

sufrida por los habitantes de Zipacoa. Escenarios elaborados bajo los signos de verdad, 

justicia y reparación, motivados en hacer una ruptura con el pasado violento, pero que al 

mismo tiempo, al abordar solo eventos de violencia directa, y dejando en suspenso la 
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violencia estructural y cultural, se muestra la continuidad del sufrimiento colectivo de los 

zipacoeros y las respuestas inconclusas de la justicia transicional frente al conflicto 

armado colombiano. 
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Bonga de Zipacoa. Fotografía:Rafael Bossio. 
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Capítulo 1. Aspectos preliminares 
 
 

No existen, pues observaciones objetivas, 
sino sólo observaciones situadas socialmente en (y entre) 

los mundos del sujeto observador y el observado. 
Los sujetos, los individuos, raramente tienen la capacidad de dar 

una explicación completa de sus acciones o intenciones;  
todo lo que pueden ofrecer son reconstrucciones 

y relatos respecto de lo que hicieron y por qué. 
Ningún método es capaz de captar todas las sutiles variaciones  

de la experiencia humana corriente. 
 

Norman Denzin e Yvonna Lincoln 
(La Investigación Cualitativa como disciplina y como práctica) 

 

 

 

En este capítulo se describirán aspectos relacionados con el planteamiento del problema, 

la formulación del problema de investigación, el objetivo general y los objetivos 

específicos, la justificación y la metodología que se usó para hacer esta investigación. Al 

respecto las siguientes aclaraciones. 

Para el planteamiento del problema, la pregunta, los objetivos y la justificación, se usó 

como guía el texto “El proyecto de investigación. Comprensión holística de la metodología 

y la investigación” de Jaqueline Hurtado de Barrera, específicamente los capítulos 5, 6, 7 y 

8. Los contenidos de esos capítulos fueron orientadores para la escritura de la propuesta 

respecto a los elementos mencionados, aclarando que no se usó la propuesta 

epistemológica Holística que defiende Hurtado. Por otro lado, la elaboración de esta 

propuesta primeramente contó con el acompañamiento de la profesora Rosa Jiménez 

Ahumada, quien venía haciendo un trabajo de base con los habitantes de Zipacoa en 

colaboración con la Unidad para las Víctimas. Para la elaboración final de la propuesta, 

esta fue acompañada por el profesor Rafael Acevedo, que sugirió una mirada en la que se 

incluyeran herramientas propias de la historiografía para el análisis de la información. 
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Respecto a la hipótesis, esta no fue incluida de manera explícita en la propuesta que fue 

presentada a la dirección del programa de maestría. Fue incluida después de la revisión 

del concepto de los pares en el que se incluye un ítem especifico como “hipótesis”. Por 

esas razones fue incluida. Sin embargo, el trabajo metodológicamente se ha elaborado 

bajo la tesis de autores que entienden que la investigación cualitativa con sus múltiples 

epistemologías, la formulación de una hipótesis es más cercana a una investigación con 

enfoque cuantitativo, pues en el campo de la investigación cualitativa el uso de una 

hipótesis está en constante transformación de acuerdo a la información recolectada, las 

lecturas del investigador y la biografía de este (Denzin y Lincoln, 2012. P 62). 

Respecto al punto de la metodología y todos sus sub-ítems, se usó como guía el “Manual 

de Investigación Cualitativa” Vol. I, Vol. III y Vol. IV, de Norman Denzin e Yvonna Lincoln. 

Sin embargo, eventualmente para la escritura de la propuesta en el ítem de Temas, 

Participantes, Acciones Principales y Técnicas, se usó el texto de Metodología de la 

Investigación de Hernández Sampieri, Fernández-Collado y Baptista Lucio, específicamente 

los capítulos 14 y 15 en lo relacionado con el Análisis de Datos Cualitativos y los Diseños 

Etnográficos, respectivamente. 

1.1. Planteamiento del problema 
Zipacoa, un corregimiento del municipio de Villanueva ubicado al norte del departamento 

de Bolívar, a finales de los noventa del siglo pasado, se convirtió en un territorio afectado 

por la espiral de violencia del conflicto armado colombiano. Como en muchas zonas 

rurales del país, la comunidad fue víctima de masacres, desplazamientos forzosos de 

manera colectiva, además de otros crímenes de carácter sistemático que los escenarios 

transicionales han calificado como de lesa humanidad, ocasionados principalmente por 

grupos paramilitares. Ello generó que padecieran los efectos de estas atrocidades: 

estigmatización, quebrantamiento del tejido social, pérdida de la capacidad para producir 

la tierra, miedo, desconfianza, entre otros. 

Para los grupos armados organizados al margen de la ley, el corregimiento era una zona 

estratégica que posibilitaba diferentes actividades ilícitas. La presencia constante de estos 

grupos, así como los combates entre estos y la fuerza pública, convirtió a sus pobladores 
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en sujetos vulnerables y sin condiciones para el goce efectivo de derechos. En el marco del 

conflicto, quien tuviese el control de Zipacoa, podía transitar sin mayor problema hacia la 

cabecera municipal de Villanueva, así como los municipios de Santa Rosa, Clemencia, 

Arjona, San Estanislao, Turbaco, Repelón, entre otras veredas y corregimientos. 

Ilustración 1. Ubicación de Zipacoa en relación con la Ciudad de Cartagena y los municipios 
de Turbaco, Santa Rosa y Villanueva. 

 
Elaboración: Adaptado de Open Street Maps (2020) 

 
Los habitantes de Zipacoa conocieron los efectos del conflicto armado con la llegada de 

grupos paramilitares al territorio. A pesar de que desde la década de los ochenta había 

presencia de actores armados, los repertorios de violencia masiva en el territorio 

estuvieron presentes con homicidios selectivos, dos masacres, múltiples desplazamientos 

forzados individuales y colectivos, así como hostigamientos entre la fuerza pública y 

grupos armados ilegales. 

Estos repertorios de violencia, si bien fueron mencionados de manera menor por la prensa 

local en la época en que ocurrieron, solo fueron conocidos en la esfera pública nacional 

cuando se instalaron los mecanismos de justicia transicional. Las versiones libres de 

exparamilitares, además de ser registradas en la escena judicial, fueron circuladas por la 

prensa nacional. Así mismo, los repertorios también fueron dados a conocer por los 
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testimonios de quienes los vivieron y sobrevivieron con los escenarios de reconciliación 

creados por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 

La llegada de la justicia transicional colombiana, con la aplicación de leyes y políticas 

enfocadas en garantizar el derecho a la vedad, la justicia, la reparación y las garantías de 

no repetición de las víctimas, abrió toda una serie de escenarios, en los que interactúan 

una pluralidad de actores con intereses y roles diversos. Los habitantes del corregimiento 

de Zipacoa, tuvieron la oportunidad de participar en un escenario que fue creado en el 

marco de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (ley 1448 de 2011). La ley contempló 

unas herramientas robustas para garantizar que las víctimas fueran reparadas. 

Entre otras, la ley contempló la posibilidad de que comunidades como la de Zipacoa 

fueran reparadas colectivamente por medio de un mecanismo administrativo conocido 

como la Reparación Colectiva. Este se consolida con un reconocimiento que otorga la 

Unidad para las Víctimas, por medio de un acto administrativo y un plan que contiene 

medidas de reparación, enfocadas a la reconstrucción del tejido social. Para el diseño de 

estas medidas la ley contempla una serie de etapas en las que se encuentran las víctimas 

que participan en el proceso, funcionarios de la Unidad para las Víctimas y eventualmente 

la participación de actores que son gestores o impulsadores de estos procesos. 

En Zipacoa la ruta para su reconocimiento como sujeto de reparación colectiva inició a 

finales del 2012, después de que un grupo de personas que vivían en la zona rural del 

corregimiento y que habían sido víctimas de la masacre ocurrida en el mes de agosto del 

año 2000, enviaran una carta dirigida a la Presidencia de la República para que fueran 

reparados por esos hechos. Después de haber superado cada una de las fases de la ruta, el 

corregimiento de Zipacoa fue reconocido como sujeto de reparación colectiva el 22 de 

julio de 2014. 

En el marco de ese escenario transicional, una de las fases de la ruta contempló una serie 

de encuentros para elaborar un documento que lleva el nombre de “Diagnóstico del 

Daño”. En este, aplicando una serie de metodologías participativas, se hizo un diagnóstico 

que responde las preguntas ¿qué pasó?, ¿a quién?, ¿cuándo?, ¿cómo?, y ¿dónde?, entre 
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otras. Las respuestas a esas preguntas están enfocadas a establecer el sustento de la 

medida de reparación a implementar. De esta manera, este ejercicio de esclarecimiento 

histórico abre las puertas a que las víctimas puedan participar con sus testimonios, el cual 

en este escenario asegura el compromiso de transformar y dignificar la experiencia de 

sufrimiento que esta carga. 

Otro escenario transicional en el que se gestionan procesos de esclarecimiento y 

conocimiento de los hechos es en el Proceso Penal Especial de Justicia y Paz. En este 

escenario las víctimas también tienen la oportunidad de hacer conocer sus testimonios. 

Sin embargo, uno de los sentidos de este escenario es determinar la responsabilidad penal 

de los máximos responsables de los crímenes cometidos. De esta manera, el uso de los 

testimonios de las víctimas entra a interactuar con una serie de pruebas en las que se 

contrasta con los análisis de contexto elaborados por la Fiscalía, las versiones libres de los 

exparamilitares y las imputaciones de macrocriminalidad declarada por los magistrados. 

Los habitantes de Zipacoa participaron en ese escenario a inicios del 2014. En las 

audiencias donde estuvieron -las cuales se realizaron en el Coliseo de Combate de la 

ciudad de Cartagena-, pudieron participar e interpelar a los exparamilitares que dieron las 

órdenes o que tenían un control de mando sobre los victimarios que ejecutaron los 

crímenes. La decisión judicial fue fallada el 20 de noviembre del 2014 por el Tribunal 

Superior de Bogotá de Justicia y Paz. Los testimonios que allí se recogieron sirvieron para 

establecer la reparación judicial que acompaña la condena. 

Tanto el escenario del proceso de reparación colectiva como el del proceso penal especial 

de Justicia y Paz, a pesar de contar con personas que compartieron la misma experiencia 

de atrocidad y sufrimiento, la instalación de esos relatos en esos escenarios hace que el 

sentido con el que se ha elaborado responda a los intereses en donde se ubica. El pasado 

es traído al presente y se usa de acuerdo a los intereses específicos de quien se apodera 

de este, de tal manera que genera toda una serie de situaciones en las que el deber de 

conocer los crímenes por parte de las instituciones que promueven estos escenarios (las 

cuales hacen parte del Estado) queda en suspenso, haciendo que la verdad de las 
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atrocidades de la guerra y su proceso de esclarecimiento eventualmente sea negada, 

tergiversada o justificada. 

Toda esta serie de dilemas relacionados con los crímenes atroces y sus implicaciones en 

contextos de transición a la paz (conocimiento, justicia, negación de la responsabilidad, 

reparación integral y oportuna, impunidad, etc.), mantienen en suspenso el conocimiento 

de la verdad al que tienen derecho las víctimas. Esta suspensión hace que el pasado que 

se tiene no sea consistente, y por lo tanto limitado a los escenarios donde se elaboran. 

La interacción de las víctimas en cada uno de estos genera efectos al interior del campo 

transicional, los cuales trastocan los límites de sentido entre las rupturas y continuidades 

de los hechos de violencia relacionados, en contexto y con ocasión al conflicto armado 

colombiano, implicaciones que no se limitan al problema de la responsabilidad de los 

crímenes o el cumplimiento de las medidas de reparación. 

1.2. Formulación del problema 
Frente a estas consideraciones es oportuno preguntar: 

¿Cuáles han sido los usos del pasado elaborados en los escenarios transicionales que han 

registrado los hechos de violencia ocurridos en el corregimiento de Zipacoa (Villanueva, 

Bolívar) entre los años 2000-2004? 

1.3. Hipótesis 
Los usos del pasado que se han elaborado en los escenarios transicionales que han tratado 

los hechos de violencia ocurridos en el corregimiento de Zipacoa entre los años 2000-

2004, no han satisfecho las peticiones de las víctimas relacionadas con el derecho a la 

verdad. 

1.4. Justificación 
Las indagaciones que se hagan en torno a una investigación como esta, obliga a conocer 

cómo la justicia transicional ha hecho el registro de esos crímenes, así como la interacción 

de esas narrativas tanto por los agentes que tienen la responsabilidad de implementar las 

medidas judiciales, como los que implementan las medidas de reparación administrativa. 

De ahí la importancia de ubicar los usos que hacen las víctimas/sobrevivientes de Zipacoa 
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de cara a los significados construidos de los hechos de violencia en los escenarios 

transicionales que los trataron. 

Así mismo, este trabajo es pertinente pues permite hacer acento en el ejercicio de 

activismo político y resistencia de personas que han sufrido la violencia del conflicto 

armado a partir de la participación en escenarios transicionales, no solo hacía sus 

intereses como sujetos de derechos, sino también su participación en el diseño de 

mecanismos para la transición a la paz. 

Indagar en torno a esta polivalencia de la verdad, sin pretensiones de caer en lecturas 

posmodernas de la realidad, permitiría establecer las implicaciones en torno a los estados 

de conocimiento, desconocimiento y negación sobre los hechos de violencia ocurridos en 

Zipacoa. En ese sentido, este trabajo se ubica en lo que se conoce como Estudios Críticos 

de las Transiciones, concretamente en la línea de “Etnografías de la ley”, asumiendo que 

el ejercicio de indagación para entender fenómenos de violencia colectiva implica darle un 

sentido al pasado, haciendo visible las tensiones entre los ejercicios de memoria de 

quienes guardan relación con el daño y las estrategias institucionales en las que se 

administra el pasado. 

De cara al caso de Zipacoa, este trabajo pondrá en evidencia las rupturas y continuidades 

propiciadas por los mecanismos institucionales de la transición y la forma en que las 

víctimas han reaccionado frente a ella. Por ello, a pesar de hacer un análisis relacionado 

con el pasado reciente de sus habitantes, no es posible ubicarlo en lo que recientemente 

se ha conocido como ejercicios de memoria, pues su objeto se enfoca en comprender y 

explicar las experiencias de actores que están dentro del campo de la justicia transicional, 

frente a los procesos de investigación y esclarecimiento de los hechos, los cuales se 

pueden evidenciar, entre otros, en los testimonios de los victimarios, que bajo la etiqueta 

de “versión libre”, se recolectan en el proceso penal especial de Justicia y Paz; en el 

registro realizado con metodologías participativas, en la que víctimas y sobrevivientes del 

conflicto describen los hechos que sufrieron para la elaboración de un “diagnóstico del 

daño”, insumo estructural del Plan Integral de Reparación Colectiva de la Unidad para las 
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Víctimas; en los registros de estos eventos, que bajo la forma de noticias circulan en la 

esfera pública; y por último, en las representaciones que los sobrevivientes hacen en el 

marco de estos escenarios y cómo son usadas frente a sus demandas colectivas. 

Por lo tanto, esta investigación contribuyó al interior de la construcción social de los 

imaginarios sobre la guerra y la paz en Colombia, creando las condiciones de posibilidad 

de un verdadero acercamiento con miras a un proceso de reconciliación y de clarificación 

social de la historia del conflicto armado. De esta manera, la forma en cómo se diseñó y 

desarrolló esta investigación, permitió la directa participación de las comunidades al 

interior de los procesos de autoconciencia y construcción de un nuevo porvenir, en el cual 

la experiencia de la guerra y la barbarie hayan podido ser asimiladas y superadas. 

1.5. Objetivos 
Objetivo General 

 Analizar los usos del pasado elaborados en los escenarios transicionales que han 

registrado los hechos de violencia ocurridos en el corregimiento de Zipacoa 

(Villanueva, Bolívar) entre los años 2000-2004. 

Objetivos específicos 

 Identificar las formas jurídicas con las que se han denominado hechos de violencia 

relacionados con el conflicto armado en la justicia transicional colombiana. 

 Describir los relatos elaborados en el proceso de Justicia y Paz que judicializaron 

los crímenes conocidos como la masacre de Zipacoa. 

 Determinar las narrativas que las víctimas y sobrevivientes de Zipacoa han 

construido frente a los ejercicios de esclarecimiento histórico realizados en el 

proceso de reparación colectiva. 

Tabla 1. Matriz de pregunta de investigación, objetivos, categorías de análisis y 
descriptores 

TÍTULO Y PREGUNTA DE 
INVESTIGACIÓN: 

EL CONOCIMIENTO DE LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD EN ZIPACOA Y LOS 
USOS DEL PASADO EN CONTEXTOS DE TRANSICIÓN A LA PAZ. 

¿Cuáles han sido los usos del pasado elaborados en los escenarios transicionales que 
han registrados los hechos de violencia ocurridos en el corregimiento de Zipacoa 
(Villanueva, Bolívar) entre los años 2000-2004? 
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OBJETIVO GENERAL Analizar los usos del pasado elaborados en los escenarios transicionales que han 
registrados los hechos de violencia ocurridos en el corregimiento de Zipacoa 
(Villanueva, Bolívar) entre los años 2000-2004. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS PREGUNTA /SOSPECHA CATEGORÍA DE 
ANÁLISIS 

DESCRIPTORES 

O1 
Identificar las formas jurídicas con las 
que se han denominado hechos de 
violencia relacionados con el conflicto 
armado en la justicia transicional 
colombiana. 

¿Cuáles han sido las formas jurídicas 
con las que se han denominado 
hechos de violencia relacionados con 
el conflicto armado en la justicia 
transicional colombiana? 

 
 
Formas Jurídicas 
 

 Crimen de lesa 
humanidad. 

 Masacre. 
 Crímenes atroces. 

 

O2 
Describir los relatos elaborados en el 
proceso de Justicia y Paz que 
judicializaron los crímenes conocidos 
como la masacre de Zipacoa. 

¿De qué manera se han elaborado 
los relatos elaborados en el proceso 
de Justicia y Paz que judicializaron 
los crímenes conocidos como la 
masacre de Zipacoa? 

Usos políticos 
del pasado 
 
Crímenes 
(hechos de 
violencia) 

 Proceso penal 
especial Justicia y 
Paz. 

 Análisis de Contexto. 
 Testimonios/ 

Intervenciones. 
O3 
Determinar las narrativas que las 
víctimas y sobrevivientes de Zipacoa han 
construido frente a los ejercicios de 
esclarecimiento histórico realizados en 
el proceso de reparación colectiva. 

¿Cuáles han sido las narrativas que 
las víctimas y sobrevivientes de 
Zipacoa han construido frente a los 
ejercicios de esclarecimiento 
histórico realizados en el proceso de 
reparación colectiva? 

Usos políticos 
del pasado 
 
Esclarecimiento 
histórico 

 Proceso de 
reparación colectiva. 

 Daños registrados. 
 Testimonios. 
 Medidas de 

satisfacción 
Fuente: Elaboración propia 

1.6. Metodología 
1.6.1. Enfoque de investigación 
Esta investigación hizo uso de un enfoque cualitativo, pues a partir de ciertas prácticas 

materiales e interpretativas y con el compromiso de transformar los posibles conflictos 

donde se hizo este trabajo, se propició un esfuerzo por evidenciar aquello que en principio 

no es evidente (Denzin & Lincoln, 2012). En ese sentido, a partir de los hechos de violencia 

que ocurrieron en Zipacoa entre el año 2000 y 2004, se estudiaron los escenarios 

transicionales que tuvieron por objeto hacer verdad, justicia y reparación, en las personas 

que sufrieron individual y colectivamente esos hechos, en función de sus intereses, 

actitudes y roles dentro de esos esos escenarios, a partir de los significados que estos 

mismos le dieron, sin negar que todos estos se construyeron a través de las prácticas 

interpretativas del investigador. 
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Haciendo uso de los presupuestos del proceso de investigación cualitativa de Norman 

Denzin e Yvonna Lincoln, el paradigma interpretativo1 en el que se situó esta investigación 

fue el de los “Estudios Culturales”, pues este se caracteriza por ser multifocal, en el que se 

usan “los métodos de manera estratégica, es decir, como recursos para la comprensión y 

producción de resistencias en estructuras locales de dominación” (2012. P 88). De esta 

manera, al investigar la participación de las víctimas en los escenarios transicionales, 

observando los usos del pasado que se construyen en estos, se buscaron determinaciones 

estructurales de acuerdo a su condición como sujetos y los efectos experienciales que 

tuvieron al participar y contemplar la reconstrucción y usos políticos de los hechos de 

violencia tratados en los escenarios transicionales. 

Tabla 2. Paradigma interpretativo usado para la investigación 
Paradigma/Teoría Criterios Forma de la Teoría Tipo de narrativa 
Estudios Culturales Prácticas culturales, 

praxis, textos sociales, 
subjetividades 

Crítica social Teoría cultural como 
crítica. 

Fuente: (Denzin y Lincoln, 2012. P 87) 

1.6.2. Estrategia o diseño de la investigación 
A efectos de esta investigación se entiende por diseño de la investigación2, como la 

selección flexible de pautas, “que conectan los paradigmas teóricos con estrategias de 

investigación”, pero que también se articula con los métodos para la obtención de 

material empírico, conectando al investigador con “determinados lugares, personas 

grupos, instituciones y cuerpos de material relevante para la interpretación, incluyendo 

documentos y archivos” (Denzin y Lincoln, 2012. P 89). 

En ese sentido, para esta investigación se empleó un diseño etnográfico en el que se dio 

prioridad a la descripción de significados y prácticas que los habitantes de Zipacoa 

hicieron respecto a los hechos de violencia que sufrió y que fueron tratados en los 
 

1 Denzin y Lincoln entienden por paradigma interpretativo “la red que contiene [las] premisas epistemológicas, 
ontológicas y metodológicas” que el investigador tiene como presupuesto para hacer su trabajo. Respecto a la relación 
entre investigador e investigación estos sostienen: “toda investigación es interpretativa; en alguna medida, es el 
resultado de las creencias y los sentimientos del investigador sobre el mundo, sobre la manera de estudiarlo y de 
comprenderlo. Algunas creencias pueden darse por entendidas y permanecen invisibles, como puras suposiciones, 
mientras que otras, por el contrario, son muy problemáticas y controversiales” (Denzin y Lincoln, 2012. P 84). 
2 Para Denzin y Lincoln el diseño de la investigación es “la fase en la que se involucra el interés focal en el problema para 
investigar, los propósitos de la investigación y la cuestión de qué información puede dar las respuestas más apropiadas 
al problema de investigación y qué estrategias resultan efectivas para obtener esa información” (P 89). 
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escenarios transicionales de Justicia y Paz y el Proceso de Reparación Colectiva, de tal 

manera que se pudiese analizar los usos políticos del pasado que se hacen en cada uno de 

estos. 

El corte del diseño fue el crítico, enmarcándose en lo que el campo de la investigación 

cualitativa conoce como Etnografía Crítica (Denzin & Lincoln, 2012). Esta perspectiva, 

tiene como eje propiciar espacios de emancipación en el que sea posible cuestionar 

saberes y prácticas ideológicas, teniendo como presupuesto: 

 El uso de formas alternativas de Saber: el abandono del ideal de producir 

conocimiento imparcial y objetivo, apelando a múltiples epistemologías como la 

introspección y los ejercicios de memoria. 

 El compromiso ético sobre la neutralidad valorativa: la imposibilidad de elaborar 

una investigación libre de valores. 

 La investigación colaborativa: la consolidación de espacios en la elaboración, 

verificación y aceptación de la información construida. 

Así mismo, dentro de los limites metodológicos permitidos por la etnografía crítica, esta 

investigación se diseñó y elaboró con los presupuestos del programa de los Estudios 

Críticos de las Transiciones de Alejandro Castillejo Cuellar bajo el “campo problemático” 

de lo que él llama ‘etnografías de la ley’. Los trabajos que se hacen bajo este programa no 

tratan sobre los cuestionamientos sobre si hubo o no transición a la paz en Colombia, o 

sobre la caracterización de las políticas y estrategias de construcción de paz. El programa 

de los Estudios Críticos de las Transiciones implica  

Entender el entramado que, asociado usualmente a procesos de posviolencia, se 
pone en marcha en momentos históricos concretos -incluso como el colombiano- 
donde dichos procesos conviven con diversas formas de violencia creando nuevas 
socialidades, nuevas subjetividades, nuevas dialécticas entre fracturas y 
continuidades, entre el pasado y el presente-que-se-hace-porvenir. Es sobre esta 
zona de yuxtaposiciones, donde se intersecan varias esferas de poder, donde es 
necesario situar la mirada crítica de una investigación social realmente integrativa 
que busca entender el escenario transicional (el que emerge de la aplicación de 
una serie de conceptos y de prácticas) a la luz de su propia teleología, operante 
simultáneamente en diversas esferas. 
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En ese sentido, esta investigación sitúa la experiencia que tuvieron los habitantes de 

Zipacoa que sufrieron hechos de violencia, respecto a los significados e interpretaciones 

relacionados con la reconstrucción del pasado elaborado en los escenarios transicionales 

donde participaron, pretendiendo mostrar la dialéctica entre fractura y continuidad de las 

atrocidades y sufrimientos que experimentaron, así como los usos políticos resignificados 

en esos escenarios. 

1.6.3. Temas que aborda la etnografía 
Realizar una investigación que trabaje sobre escenarios transicionales, implica indagar 

sobre lugares e instituciones que están mediados por leyes y procedimientos que son 

impulsadas por una multiplicidad de actores (víctimas, postulados, jueces, fiscales, 

abogados defensores y funcionarios que hacen parte del complejo aparato transicional). 

Así mismo, además de estos escenarios formales que son reglados por la ley, los actores 

convergen en un sinnúmero de escenarios informales que lo complementan. 

En ese sentido, los temas que abordó este ejercicio etnográfico estuvieron relacionados 

con el lugar de los habitantes de Zipacoa que sufrieron hechos de violencia en contextos 

del conflicto armado y que esos hechos los gestaron en los espacios sociales y las 

relaciones de intersubjetividad producidas en el marco de los escenarios transicionales de 

Justicia y Paz y el Proceso de Reparación Colectiva. De esta manera, la etnografía hizo un 

esfuerzo por dar cuenta de los relatos que allí se reconstruyeron y los usos políticos que 

estos tuvieron. 

 Los hechos de violencia en contexto del conflicto armado que ocurrieron en 

Zipacoa y las formas jurídicas que se han usado para etiquetarlos. 

 Los usos políticos del pasado que se hicieron de esos hechos en el marco del 

proceso penal especial de Justicia y Paz. Énfasis en el análisis de contexto de la 

sentencia de 20 de noviembre del 2014, Tribunal Superior de Bogotá Sala de 

Justicia y Paz; el análisis de macrocriminalidad de esa sentencia; y las 

intervenciones de las víctimas en el incidente de reparación. 

 Los usos políticos del pasado que se hicieron de los hechos de violencia en el 

marco del proceso de reparación colectiva de la Ley para las Víctimas. Énfasis en el 
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proceso de alistamiento; la elaboración del diagnóstico del daño; y el diseño del 

Plan de Reparación Colectiva. 

1.6.4. Participantes 
El tipo de muestra utilizado fue el de Cadena o Muestra por Redes (Hernández Sampieri, 

Fernández Collado, & Baptista Lucio, 2014), el cual, al llegar al campo, se identificaron 

actores clave. Al ser incluidos en la muestra, se indagó sobre el conocimiento de otros 

actores que tuviesen relación en torno a los temas abordados, de tal forma que se tenga 

un contexto significativo sobre los significados de los actores en relación a los hechos de 

violencia y los relatos y narraciones que se hicieron de estos en escenarios transicionales. 

1.6.5. Acciones principales 
 Respecto a la exploración temática: 

- Observación preliminar y primer contacto con los participantes de la 

investigación. 

- Indagación y selección del problema a investigar. 

- Observación de la viabilidad de tiempo. 

- Registro de intuiciones iniciales respecto al problema. 

- Planteamiento de un esquema de categorías para hacer la observación. 

 

 Respecto a la Búsqueda de Información: 

- Rastreo de fuentes documentales. 

- Organización bajo un sistema de categorías. 

- Reseña, selección y depuración de las fuentes. 

 Respecto a las Herramientas: 

- Construcción de notas a partir de un diario de campo. 

- Contacto con informantes clave. 

- Diseño de instrumento (Entrevista semiestructurada). 

- Aplicación de instrumentos. 

- Contrastación, confirmación y/o profundización de la información registrada. 

 Respecto al Análisis: 
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- Transcripción/sistematización de la información recolectada. 

- Socialización de las transcripciones con los partícipes del proceso. 

- Codificación de las fuentes. 

- Contrastación e identificación de saturación de datos. 

- Diagramación de nodos (Uso de Software Cualitativo). 

 Respecto a la elaboración y socialización del documento final: 

- Elaboración de la macroestructura del informe final. 

- Selección del tipo de narrativa. 

- Escritura del documento. 

- Lectura y/o Socialización del informe final con los participantes del proceso. 

1.6.6. Técnicas de recolección y análisis de la información 
El trabajo se desarrolló en tres fases: 1. Recolección de fuentes bibliográficas; 2. 

Recolección de fuentes primarias; y 3. Contrastación, análisis y sistematización de la 

información recolectada. 

Fase 1 

Respecto a la primera fase, el criterio de búsqueda inicial para la recopilación de material 

fue bibliografía relacionada con temas de conflicto armado, memoria y violencia que 

abordaran el caso de Zipacoa. En ese marco, los referentes con los que se empezó a hacer 

un bosquejo de los hechos de violencia fueron los datos que estaban en el portal web 

Rutas del Conflicto, la Revista Noche y Niebla, y la Base de datos de violencia política del 

Centro de Investigación de Educación Popular. También se rastrearon artículos y libros 

resultados de investigación que tuvieran por objeto el estudio de la justicia transicional.  

En esta primera fase se identificaron dos trabajos que desarrollaron las experiencias del 

proceso de reparación colectiva en la comunidad de Zipacoa: la sistematización (Mendoza 

Lafaurie & Villarreal Villamil, 2016) que tuvo por objeto reconstruir la experiencia de 

implementación de la ruta de reparación colectiva de Zipacoa; y el trabajo (Olave, 

Campillo, & Suarez, 2015) que abordó los conflictos políticos y sociales que existían entre 

los miembros del Comité de Impulso. Dirigidos por Rosita Jiménez Ahumada, los dos 
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trabajos permitieron tener una radiografía del estado de cosas del proceso de reparación 

colectiva de Zipacoa.  

Una vez recopilada, la información se clasificó de acuerdo a los hechos violentos que 

registra, ejercicios de esclarecimiento histórico realizados y el tipo de medida transicional 

aplicada. El uso de esta información fue de carácter metodológico para el desarrollo de 

cada capítulo. 

Fase 2 

La segunda fase se realizó en dos etapas. La primera en la recopilación de fuentes 

documentales como la sentencia del Tribunal de Justicia y Paz en donde se judicializan las 

conductas realizadas por los máximos responsables del Bloque Norte y el Bloque Montes 

de María de las Autodefensas Unidas de Colombia; la resolución de la Unidad para las 

Víctimas en la que se hace el registro como sujeto de reparación colectiva a la comunidad 

de Zipacoa; el Diagnostico del Daño realizado por la Unidad para las Victimas; y las actas 

del Comité Territorial de Justicia Transicional.  

Los contenidos de esas fuentes documentales fueron clasificados en: hechos registrados, 

fuentes teóricas usadas, sujetos relacionados, tipo de decisión y efecto de la decisión. Las 

categorías que se construyeron de este ejercicio fueron los objetos de investigación que 

se desarrollaron en el segundo y tercer capítulo. 

La segunda etapa contó con la realización de diez entrevistas semiestructuradas. A partir 

de estas se realizaron una serie de conversaciones de las cuales se transcribieron y 

sistematizaron once. También se hizo uso de un diario de campo en donde se recopilaron 

notas y comentarios sobre las impresiones y el desarrollo del trabajo. Una vez transcritas 

las entrevistas y conversaciones seleccionadas, el código usado para cada una de estas 

fue: Tipo de Documento: (E) Entrevista; (C) Conversación – Letra de nombre inicial seguida 

de letra de primer apellido – Fecha: día/mes/año. 

Tabla 3. Entrevistas realizadas 
Entrevista 

Año Mes Día Código 
 Septiembre 17 E-DM-170917 
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2017 

24 E-AO-170917 
 
 

Octubre 

8 E-AP-171008 
15 E-PP-171015 
16 E-EN-171016 
22 E-VA-171022 
29 E-MO-171029 

Noviembre 19 E-EO-171119 
26 E-GT-171126 
26 E-CA-171126 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 4. Conversaciones transcritas 
Conversaciones 

Año Mes Día Código 
 
 

2017 

 
 

Diciembre 

7 C-DM-171207 
8 C-AO-171208 
9 C-AP-171209 

10 C-PP-171210 
18 C-GT-171218 
18 C-CA-171218 
19 C-AO-171219 

 
2018 

 
Febrero 

11 C-PP-180211 
18 C-AP-180218 
25 C-DM-180225 
25 C-VA-180225 

Fuente: Elaboración propia. 

Las entrevistas se realizaron entre los meses de septiembre y noviembre de 2017. 

Posteriormente, cuando se organizó y sistematizó la información, se presentaron las 

transcripciones a cada uno de los partícipes en el mes de diciembre de 2017 y en febrero 

de 2018. De ahí se derivaron una serie de conversaciones que permitieron hacer 

aclaraciones, ajustes o ahondar en ideas que en el momento de la entrevista no quedaron 

claras. La fecha de inicio de las notas del diario de campo fue previa al diseño formal de la 

investigación. Estas empezaron a hacerse en el mes de mayo de 2017 en el marco de un 

encuentro que se realizó entre el Comité de Impulso de Zipacoa, la Unidad para las 

Víctimas y organizaciones no gubernamentales, para definir estrategias e ideas de 

proyectos que permitieran materializar las medidas de reparación del Plan de Reparación 

Colectiva. La metodología de las entrevistas, y la forma cómo se construyeron las notas 

del diario de campo, partieron de las propuestas elaboradas por el Anexo 2 de la Guía 
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para Entrevistas para la construcción de memoria histórica (Centro Nacional de Memoria 

Histórica; University of British Columbia, 2013); el capítulo 4 de (Stake, 1995); el capítulo 3 

de (Mejía, 2008); El capítulo 18, 19 y 23 de (Denzin & Lincoln, 2012) y; el capítulo 9 de 

(Ragin & Becker, 1992). 

Tabla 5. Preguntas de la entrevista semiestructurada 
Reconstrucción del 

pasado 
Evaluación del 

impacto de la guerra 
El presente del 

pasado y del futuro 
Perspectivas de la 

escena transicional 
¿Qué pasó? ¿Cómo 
pasó? ¿Dónde pasó? 
¿Por qué pasó? 
¿Cómo se vivió? 
¿Quiénes fueron? 
¿Por qué lo hicieron? 
¿Por qué pasó aquí y 
no en otro lado? ¿Por 
qué en ese 
momento? 

¿Qué sucedía en la 
región en ese 
momento? ¿Qué y a 
quién cambió lo que 
pasó? ¿Qué pérdidas 
personales, familiares 
y comunitarias 
ocasionó? ¿Qué 
daños económicos, 
culturales, 
emocionales y 
espirituales 
significativos generó?  

¿Qué y a quiénes 
recordamos? ¿De qué 
manera debemos 
recordarlos y 
conservar su legado 
como hombres y 
mujeres, amigos, 
miembros de la 
comunidad? 

¿Quiénes son 
después de la 
participación en el 
proceso? (Justicia y 
paz y/o reparación 
colectiva) ¿Qué 
dificultades tuvieron? 
¿Qué tipo de 
preguntas les 
realizaron? ¿Cuáles 
son sus demandas? 

Elaboración: Adaptado de (Centro Nacional de Memoria Histórica; University of British 
Columbia, 2013. P 64). 

 
Las entrevistas, además de permitir el acercamiento al Comité de Impulso y de quienes 

participaron en representación de los habitantes de Zipacoa en el incidente de reparación 

integral de Justicia y Paz, también permitieron acercarse a los familiares de las víctimas, 

testigos y sobrevivientes de la etapa de violencia que vivió el pueblo. La consigna 

metodológica con la que se realizaron estos encuentros fue la de propiciar espacios de 

cuestionamiento y sospecha permanente en torno a los conocimientos y las prácticas 

ideológicas de los partícipes.  

Fase 3 

Por último, en la tercera fase, la contratación de la información documental se hizo por 

medio del software OneNote en el que se elaboraron matrices, mapas conceptuales y 

esquemas con cada una de las categorías que sirvieron de punto de partida. las entrevistas 

y conversaciones seleccionadas cuando fueron transcritas fueron recodificadas por medio 

del software Nvivo. Para este ejercicio, se crearon nodos de codificación con las categorías 



28 
 

y descriptores que emergieron de los objetivos del trabajo, al importar las entrevistas y 

conversaciones se hizo en un solo documento, para facilitar el proceso de saturación de 

nodos. 

Gráfica 1. Diagrama de codificación de entrevistas y conversaciones 

 
Elaboración propia Usando Software Nvivo 

 
Gráfica 2. Comparación del número de referentes 

 
Elaboración propia Usando Software Nvivo 
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Gráfica 3. Porcentaje de codificación 

 
Elaboración propia Usando Software Nvivo 

 

De este ejercicio se produjo un documento de análisis que se articuló a las notas del diario 

de campo, los cuales fueron los insumos para la contextualización de la información que 

compartieron los partícipes. 

El proceso de análisis y elaboración de resultados no fue de manera lineal, pues además 

de haber asumido una postura ética de investigación colaborativa, el proceso de 

construcción de resultados y redacción del documento estuvo atravesado por dificultades 

de tiempo, variación de referentes teóricos y obstáculos metodológicos relacionados con 

la diversidad de posiciones y creencias respecto a la participación de las víctimas en los 

escenarios transicionales. 

Para socialización de este informe con los participantes de la investigación se organizó un 

encuentro en el corregimiento. Respecto a esto, los participantes hicieron dos 

comentarios. El primero relacionado en no incluir los nombres completos al interior del 

trabajo argumentando razones de seguridad y otro en el que se contempla el uso de este 

documento en otros escenarios de interés relacionados con escenarios de participación 

ciudadana en justicia transicional y construcción de paz. 
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Hombre peleando con un burro amarrado. Fotografía: Rafael Bossio. 
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Capítulo 2. Usos del pasado, memoria colectiva y escenarios 
transicionales. 

 
 

Aquello de donde procede la generación para las cosas que son, 
es también aquello hacia lo que retornan,  

como efecto de la destrucción según la necesidad:  
pues se hacen justicia mutuamente  

y reparan sus injusticias según el orden del tiempo. 
 

Anaximandro 
 

 

 

El objetivo de este capítulo es exponer los presupuestos teóricos, los alcances 

conceptuales y el contexto del caso con el que se hizo esta investigación. Para ello se ha 

dividido en tres momentos. El primero explica lo que se entiende en este trabajo por 

“usos políticos del pasado” y “memoria colectiva”, aclarando los puentes teóricos que 

eventualmente pueden construirse entre la disciplina histórica y la teoría social. En este 

punto se aclara que esta investigación, si bien hace uso de herramientas propias de esos 

saberes, teóricamente el horizonte de proyección de este trabajo se hace desde la 

Sociología Jurídico-Penal y los Estudios Críticos de las Transiciones. La segunda parte de 

este capítulo describe los hechos de violencia que han ocurrido con ocasión y/o contexto 

del conflicto armado, a partir de fuentes documentales y testimoniales. Por último, 

haciendo uso de las herramientas conceptuales de los Estudios Críticos de las 

Transiciones, se explica lo que en este trabajo se entiendo por “escenarios transicionales” 

y “mecanismos de administración del pasado”. 

Con estas aclaraciones sobre la ruta con la que se desarrollará este capítulo, el énfasis de 

este documento es evidenciar un ejercicio de investigación que hizo un análisis sobre los 

usos del pasado elaborados en los escenarios transicionales que han registrado los hechos 

de violencia ocurridos en el corregimiento de Zipacoa entre los años 2000-2004. Tras el 

despliegue de violencia masiva y selectiva que sucedió entre esos años, y con los primeros 
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resultados de la justicia transicional en Colombia durante la década siguiente, los 

habitantes del corregimiento de Zipacoa, especialmente quienes han liderado diferentes 

procesos en la comunidad, han participado en los escenarios judiciales y administrativos 

de reparación colectiva que tienen por objeto hacer verdad, justicia y reparación de la 

violencia del conflicto armado que sufrieron en ese tiempo. 

Este es un trabajo que trata sobre la fragilidad con la que se nos representa el pasado 

violento en el presente. La fragilidad de los relatos atroces que fracturaron la vida de 

Zipacoa. Para algunos de sus habitantes, de quienes se recogen los testimonios que hacen 

parte de este trabajo, la historia reciente del pueblo se mantiene en suspenso, pues hasta 

hoy nadie les ha dado respuesta sobre el “¿por qué sucedieron esas cosas?”. El paradigma 

de la transición (Carothers, 2002) junto al evangelio de los derechos humanos ha 

permitido ese tipo de preguntas, todo un aparato de medidas, leyes y mecanismos que 

toman por objeto hacer justicia frente a los crímenes del conflicto armado (Castillejo 

Cuellar, 2007). 

Zipacoa está ubicado en todo el centro de la zona del Dique, al norte del departamento de 

Bolívar. Pertenece al municipio de Villanueva, el cual, junto a los municipios de Santa Rosa 

de Lima, San Estanislao de Kostka y Soplaviento, componen los municipios de La Línea. La 

violencia que hubo se dirigió principalmente a sus habitantes, mediada por la 

estigmatización y la supresión de la vida. Los extraños que llegaron al territorio lo hicieron 

motivados por la apropiación del espacio, colonizando las rutas que les permitía hacer y 

financiar la guerra. Pero también una violencia dirigida al despojo de recursos, pues 

Zipacoa, al ser reconocida históricamente como una comunidad campesina, los actores 

armados los reducían quitándoles el agua y despojándolos de la tierra (Sub-comité de 

Justicia Transicional de la Gobernación de Bolívar, 2014). 

2.1. Usos políticos del pasado y memoria colectiva 
En contextos de justicia transicional o posconflicto, los sobrevivientes y testigos que 

interactúan en esos escenarios se enfrentan a dos tipos de problemas articulados a la 

experiencia de sufrimiento producida por las atrocidades de la guerra (Buckley-Zistel, 

2006, pág. 131). Por un lado, la apelación a la memoria colectiva como un instrumento 
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para posicionar una memoria selectiva (Lavabre, 2009, pág. 25); y por el otro, el abuso de 

la memoria colectiva como instrumento que consolida el poder ejercido de un grupo 

sobre otro (Todorov, 2000, pág. 15). 

En la transición, el reto de quienes la hacen no se limita al esclarecimiento histórico de los 

hechos, también lo es el tipo de relato con el que se representan las atrocidades, pues 

está condicionado al acento de quien lo elabora. Las personas son las que recuerdan, y al 

hacerlo, sus emociones, intereses y razones le da sentido al pasado que quieren evocar. 

En el periodo de violencia que sufrió Zipacoa, se ha posicionado el relato de una masacre 

en particular, sobre otra masacre y otros crímenes que para la época ocurrieron en el 

territorio. La masacre ocurrida el 8 de enero de 2001 en la cabecera del corregimiento, 

sobre la masacre del 6 de agosto del 2000 ocurrida en la zona rural de Zipacoa, así como la 

violencia selectiva que hubo entre el 2002 y el 2004. En uno de los primeros encuentros 

con el comité de impulso para la reparación colectiva de la comunidad de Zipacoa, uno de 

los participantes relataba que la masacre del 2000 no ocurrió en el pueblo, que a pesar de 

haber sucedido en los límites territoriales de Zipacoa, los efectos de esta no se sintieron 

de manera directa. 

(…) Ahí fue trascurriendo el tiempo. Todo el diciembre del 2000 fue una zozobra de 
que podían incursionar en Zipacoa, ese diciembre no hubo fiesta, la gente no se 
divirtió como debió o como lo hacía en otros tiempos. En el transcurso de fin de año 
hasta el 9 de enero, todo fue tenso y pacífico, la gente solo rumoraba. Las 
autodefensas incursionan en Zipacoa cerca de las diez de la mañana, el 8 de enero 
de 20013. 

La experiencia de la transición ha abierto una puerta en la que, a partir de la consigna de 

hacer justicia frente a los hechos atroces y los daños causados, se ha elaborado una 

agenda de rendición de cuentas al Estado. No solo exigencias de justicia y reparación, 

también se ha posicionado una necesidad de verdad en torno al esclarecimiento histórico 

de ese periodo. La llegada del aparato transicional no solo les ha permitido conocer el 

poder político de traer el pasado y hacer memoria, la aplicación de medidas de justicia 

transicional también ha transformado la identidad de los Zipacoeros, al canalizar sus 

luchas y sus demandas sociales desde la retórica de los derechos humanos. 
 

3 Entrevista con Campesino de Zipacoa, 15 de octubre de 2017. Código E-PP-171015. 
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Los escenarios transicionales que se han aplicado a la experiencia de Zipacoa, además de 

los dilemas y retos que tienen frente a la justicia y el derecho, también se enfrentan a 

problemas relacionados con el tiempo histórico, pues la comprensión de la violencia del 

conflicto armado desde las voces de los diferentes actores que hacen parte del campo de 

la justicia transicional entra a cuestionar de manera directa o indirecta las relaciones 

entre pasado, presente y futuro.  

Un instrumento teórico que permite comprender esas relaciones, sus conflictos y sus 

rupturas es el de “regímenes de historicidad” propuesto por François Hartog, para quien:  

El régimen de historicidad pone a nuestro alcance una de las condiciones de 
posibilidad de la producción de historias: según las relaciones respectivas del 
presente, del pasado y del futuro, ciertos tipos de historia son factibles y otros no 
(Hartog, 2007, pág. 39). 

Uno de los puntos de partida de Hartog es su preocupación por “la fuerza y la imposición 

de la categoría del presente”, fenómeno al que le pone el nombre de “presentismo”. 

Motivado por la “economía mediática del presente” que produce el consumo de 

acontecimientos en serie (2007, pág. 141), el papel de la historia se ha desplazado a “la 

era del testigo”4. Esto, además del cuestionamiento a la historiografía en la que se 

discutió el alcance objetivo de la historia para abordar el pasado (Ricoeur, 2004, pág. 

307), el papel del testigo y de la memoria que éste porta, se ha consolidado como el canal 

privilegiado para saber “cómo sucedieron estas cosas” (Burucúa & Kwiatkowski, 2014). 

De esta manera, respecto a los alcances interpretativos de este trabajo5, se entenderá por 

usos del pasado, las relaciones en la que grupos humanos interactúan con un pasado 

común desde el presente, dándole un sentido a partir de intereses concretos que estos se 

propongan. Su escenario es la esfera pública, por lo tanto, a diferencia del uso público de 

 
4 La expresión “era del testigo”, acuñada por Annette Wieviorka en 1998, se refiere al uso del testimonio como forma de 
evocar el pasado en la que más allá del conocimiento, su apuesta política y social es la de “reconocimiento” (Cruz, 2011, 
pág. 27) 
5 Este trabajo de investigación si bien hace uso de algunas herramientas propias de la historiografía moderna, el 
horizonte de proyección en el que se ha construido es más cercano a los marcos epistemológicos de la criminología 
crítica (Rivera Beiras, 2014) y los estudios críticos de las transiciones (Castillejo Cuellar, 2017). 
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la historia, se enfoca en las implicaciones políticas de la gestión de la memoria, así como 

los puentes y rupturas de ésta con la historia6. 

Desde el campo de las ciencias sociales y humanas los límites entre memoria e historia se 

han convertido en una preocupación a la hora de problematizar hechos, eventos o 

periodos relacionados con la guerra y las experiencias sociales que ello supone. 

La historia, entendida como el pasado, lo que deja son huellas, “pero esas huellas, 
en sí mismas, no constituyen “memoria” a menos que sean evocadas y ubicadas en 
un marco que les dé sentido”, siendo dicho marco la sociedad (Jelin, en Barrera & 
Castilla, S.F.). 

Por medio de la memoria colectiva se construye la identidad y el arraigo de las personas 

respecto a sus tradiciones, conectando en el presente a un sinnúmero de sujetos que 

comparten una visión común con su pasado (Halbwachs, 2004, pág. 33). De esta manera, 

con la memoria colectiva es posible proyectar las formas en que interactúan de manera 

conjunta las cosmovisiones de un grupo humano, además de los mecanismos en los que 

se gestionan los arreglos sociales a los que estos llegan (Halbwachs, 2004, pág. 70). Con el 

uso del recuerdo, la memoria colectiva construye y alimenta la identidad de un grupo, y 

con ello, la de diferenciarse de otras personas o grupos: La necesidad de construir la 

identidad de un “otro”. Por ello, la memoria colectiva tiene funciones políticas y 

culturales dentro un marco social (Sarlo, 2007, pág. 37). 

Cuando la identidad del grupo es compartida por un pasado de hechos atroces, existe una 

ruptura identitaria entre estos y los perpetradores. A partir de ese recuerdo traumático, 

el grupo se reconocerá como víctima de las acciones o conductas que se realizaron sobre 

ellos (Todorov, 2002, pág. 167). Este ejercicio de reconocimiento es construido por medio 

de los relatos con los que se aborda el recuerdo, testimonios del trauma que son narrados 

por quienes vivieron esa experiencia, legitimada por la voz de un sujeto al que se le llama 

testigo (Agamben, 2005). Cuando existen sociedades o grupos humanos que están en 

 
6 El lugar de “los usos del pasado” es común en el campo de la historiografía, particularmente con el debate de los 
historiadores “Der Historikerstrit” en la segunda parte de la década de los ochentas del siglo pasado. Particularmente en 
este trabajo se toma como referente las interpretaciones que hace Hartog en Regímenes de Historicidad, no sin dejar de 
lado la edición Nro. 24 de 2007 de Pasajes: Revista de pensamiento contemporáneo, en particular el trabajo de 
(Habermas J. , 2007). Un ejemplo del uso del concepto en la investigación historiográfica puede verse en (Acevedo 
Puello, 2019). 
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conflicto, el trauma compartido eventualmente torna en “trauma designado” (Volkan, 

2018, pág. 83), creando una memoria colectiva de carácter selectivo respecto a los 

hechos concretos en donde se quiere hacer mayor acento “fabricando una realidad más 

cómoda” a sus intereses o motivaciones (Levi, 2014). 

En tiempos de transición, esta disputa por el pasado entre la memoria de las víctimas y 

los perpetradores buscan el lugar desde donde enunciar la verdad de lo ocurrido, en ese 

sentido, si bien el testimonio guarda una estructura fiduciaria, independientemente que 

sea fiel a los hechos, falsificado o fabricado, el contexto político en el que se presenta 

hace que este siempre sea selectivo. Los arquitectos de la transición tampoco están 

exentos de ese problema, cada uno de los actores que interactúan en torno al 

esclarecimiento del pasado guarda en su relato intereses respecto a lo que se quiere 

contar 

toda política de conservación y de memoria, al seleccionar huellas para preservar, 
conservar o conmemorar, tiene implícita una voluntad de olvido. Esto incluye, por 
supuesto, a los propios historiadores e investigadores que eligen qué contar, qué 
representar o qué escribir en un relato (Jelin, 2002, pág. 30). 

Por estas razones, la evocación del recuerdo no es el único ejercicio de la memoria 

colectiva, pues el posicionamiento de esta es a partir de los procesos de selectividad que 

se hacen sobre los eventos recordados. De esta manera, mirar los procesos en que se 

construye memoria, supone comprender las interacciones entre los estados de negación 

y los procesos de reconocimiento7. 

En la obra “Estados de negación. Ensayo sobre atrocidades y sufrimiento” (2005), Stanley 

Cohen explica que de acuerdo con su organización, la negación de atrocidades puede ser 

personal, cultural u oficial (pág. 29). En el plano personal, la negación es un proceso 

individual en los que no es posible identificarla si no es por medio de un proceso 

 
7 El concepto de reconocimiento que se aborda en este trabajo se hace a partir del análisis del activista de derechos 
humanos y exmagistrado de la Corte Constitucional Surafricana, Albie Sachs, en su célebre obra “The Strange Alchemy of 
life” (2009). A partir del pensamiento de Thomas Nagel, comprende que “hablar de reconocimiento implica no solo la 
aceptación y la existencia de un fenómeno, sino los alcances emocionales de su significado social. Esto presupone un 
sentido de la responsabilidad por los hechos sucedidos, además de la comprensión del significado que tiene para las 
personas involucradas y para la sociedad en su conjunto (Sachs, 2009). El uso de este concepto en trabajos relacionados 
con el conflicto armado colombiano revisar: (Morón Campos, 2015) y (Morón Campos, 2018). 
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terapéutico o psicológico. Sin embargo, Cohen pone en el otro extremo a las negaciones 

oficiales y culturales, las cuales son de carácter público, colectivo y con un alto grado de 

organización. La experiencia de estas varía en sociedades con modelos totalitarios, 

respecto a sociedades con modelos democráticos. En el primer modelo, el Estado hace lo 

imposible para no reconocer hechos pasados o presentes: 

En sociedades más democráticas, la negación oficial es más sutil colocando un velo 
sobre la verdad, estableciendo la agenda pública, ajustando o adecuando la 
realidad a determinados intereses, divulgando datos tendenciosos a los medios de 
comunicación, mostrando una preocupación selectiva respecto de víctimas 
convenientes, o bien, utilizando negaciones interpretativas respecto de la política 
exterior. La negación es, por lo tanto, no un asunto persona, sino que es una 
construcción dentro de la fachada ideológica del Estado. Las condiciones sociales 
que dan origen a las atrocidades se funcionan con las técnicas oficiales para la 
negación de estas realidades, no solo para los observadores, sino incluso para los 
mismos perpetradores (Cohen, 2005, pág. 30). 

Respecto a la negación cultural, si bien pueden existir sociedades enteras en esa 

condición, está también se puede sostener dentro de grupos o instituciones particulares. 

“el grupo se censura a sí mismo, aprende a mantener el silencio respecto a asuntos cuya 

discusión abierta amenazaría la propia imagen” (Cohen, 2005, pág. 31). Ya sea en clave de 

“mentiras vitales” o “secretos abiertos”, grupos humanos al abordar eventos traumáticos 

del pasado, pueden “enterrar la cabeza en la arena”, “apartar la mirada” o “vivir -

abiertamente- una mentira”. 

En ese sentido, la construcción de memoria colectiva implica un proceso de normalización 

o neutralización moral sobre las implicaciones sociales del pasado seleccionado que se 

recuerda y defiende, respecto del pasado que es negado. 

A pesar de la importancia de analizar las condiciones de posibilidad en la que ocurrieron 

masacres y manifestaciones de violencia en contextos del conflicto armado en Zipacoa, 

este trabajo abordará problemas relacionados con escenarios de pos-masacre que ha 

traído consigo las políticas y las leyes de justicia transicional en Colombia, 

particularmente con los escenarios creados por la ley de Justicia y Paz y la ley para las 

Víctimas. El acento en esos dos escenarios cobra particular importancia para Zipacoa, 

pues a pesar de los crímenes que ocurrieron entre los años 2000 y 2004, estos solo 
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hicieron parte de la agenda política y mediática, después del posicionamiento del discurso 

de la transición. 

2.2. La(s) masacre(s) de Zipacoa 
Al corregimiento de Zipacoa, a pesar de ser una zona en la que actores armados usaban 

sus caminos como lugar de paso hacia otras zonas del Caribe colombiano desde la década 

de los ochenta, sus habitantes solo conocieron la violencia del conflicto en el año 2000, 

con el aumento de la presencia del paramilitarismo en el Caribe. A continuación, se 

presenta un registro que la prensa local realizó sobre la masacre que hubo en Zipacoa en 

agosto del año 2000. 

Ayer la situación seguía siendo tensa en el corregimiento de Cipacoa (sic), 
jurisdicción de Villanueva, al norte de Bolívar. 
Al cierre de esta edición, los campesinos habían encontrado otros dos cadáveres 
elevándose a ocho la cifra de personas asesinadas salvajemente por paramilitares. 
Sin embargo, las versiones que se tejen entre los habitantes de Cipacoa (sic) 
señalan que el número de víctimas puede ser mayor. 
El reporte oficial entregado ayer en la tarde por la Policía Nacional precisa que el 
CTI y autoridades respectivas han practicado los levantamientos de los cadáveres 
identificados como Félix Chico Torres Río, de 65 años, agricultor; Jorge Luis Cardozo 
Pérez, de 27 años, carpintero, Florentino Narváez, Rafael Enrique Taborda Figueroa, 
de 28 años; Majincho Narváez; Felipe Cardozo Narváez, Elías Narváez Pérez y 
Alexander Narváez Pérez. Los dos últimos hermanos y cuyos cuerpos fueron 
encontrados ayer. 
Continúa desaparecido Juan Torres Taborda. Ayer se estableció que el hombre 
herido e identificado como Amaury Peña Sierra y que estaba recluido en el Hospital 
Universitario de Cartagena fue dado de alta. 
Los hechos en Cipacoa (sic) se desarrollaron un domingo en horas de la tarde en las 
fincas Los Cocos y Santa Elena. 
A los predios llegó un grupo de hombres que se identificó como Autodefensas 
Unidas de Colombia y se llevó a la fuerza a las personas que estaban presentes, 
sembrando el horror en la zona. 
El gobernador Miguel Raad Hernández expreso que en las fincas donde ocurrieron 
los hechos se adelantan programas agropecuarios con personas reinsertadas de 
grupos guerrilleros, pero que las autoridades desconocen si entre las victimas hay 
reinsertados. 
Con los hechos registrados en Cipacoa (sic) son tres las masacres que los 
paramilitares han realizado este año en Bolívar y que por menos dejan unos 50 
muertos y un sinnúmero de personas afectadas sicológicamente.  
(En masacre perpetrada por "paras" encuentran otros dos cadáveres en Cipacoa. El 
Universal, 2000.).  
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Los residentes de Zipacoa desde hace más de treinta años conocen las implicaciones de la 

guerra en Colombia. Entre la década de los ochenta y el inicio de los noventa hubo 

presencia de grupos guerrilleros, principalmente del Frente 37 de las FARC-EP, pero 

también pequeñas facciones del ELN y el ERP. Sin embargo, un informe de la Unidad para 

las Víctimas (2014B) relata que el temor y la zozobra colectiva se empezaron a sentir 

entre los años 1998-1999, anunciando la barbarie que sufrirían sus pobladores durante 

los primeros cuatro años del siglo XXI. 

Tan solo cinco meses después de la masacre ocurrida en la zona rural de Zipacoa, el 8 de 

enero de 2001, nuevamente un grupo de paramilitares, identificados como Autodefensas 

Unidas de Colombia del Bloque Montes de María, hacen incursión en la cabecera del 

corregimiento, y reunieron en la plaza, contra su voluntad, a toda la comunidad. Después 

de llamarlos “colaboradores de la guerrilla”, seleccionaron a un grupo de cuatro jóvenes, 

los cuales fueron llevados para matarlos en uno de los caminos con dirección a la zona 

rural La Tigra. Estos hechos, además de los posteriores enfrentamientos que hubo entre 

la Infantería de Marina y paramilitares, obligaron al desplazamiento masivo de toda la 

comunidad hacia Villanueva, Cartagena y otros municipios de la costa Caribe (Morón 

Campos & Otras, 2017). 

Ese día estaba en la casa de mi mama viendo televisión, fue un lunes festivo. 
Recuerdo que me estaba viendo el programa de televisión ese Tom y Jerry, cuando 
llegaron unos señores invitándonos a una reunión en la plaza de aquí del pueblo, 
que fuéramos a una reunión, pero en sí, no se sabía para qué era (…)  la misión de 
ellos era reunirnos a todos en la plaza ¿para qué? Realmente no sabíamos. Ya 
cuando estábamos todos reunidos, la zozobra, o sea el ¿para qué? Ese interrogante 
lo teníamos todos en la cabeza. ¿para qué estamos reunidos aquí? Luego de 
habernos reunido a todos en plaza empezaron a dar ellos su discurso. Ellos 
preguntaban más que todo por unas armas, que era lo que estaban buscando. Ellos 
decían “quien tenga unas armas así” mostrando unos fusiles de guerra, que les 
entregaran eso, que era lo que andaban buscando. Pero como nadie sabía nada, 
realmente hubieron (sic) unos señores que dijeron “yo tengo una escopeta en mi 
casa”, el otro dijo “yo tengo un revólver” y así sucesivamente. La zozobra nos 
invadía ahí hasta que de pronto empezaron a sacar 4 jóvenes que estaban entre la 
multitud y se los llevaron de aquí. Se alcanza a visualizar (señala) como unos 100 
metros del pueblo más o menos, como a cinco kilómetros, y dijeron (los 
paramilitares) que ellos lo regresaban en horas de la tarde. 
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Y así fue. En horas de la tarde se supo que los habían matado porque venía uno de 
los hermanos de los compañeros que sacaron de la multitud. “Allá arriba hay 
alguien, unos señores, como que los mataron”8. 

Algunos Zipacoeros para referirse a los eventos del ocho de enero de 2001, relacionan la 

llegada de un vendaval al que le llamaron el tornado de Zipacoa. 

Aproximadamente en el mes de octubre se vio un tornado aquí en Zipacoa. Eso fue 
como a principios del mes de octubre nació un tornado de la parte que comunica 
Zipacoa y a Villanueva hacia las montañas. Viniendo del sur hacia el norte pasando 
por todo lo que se llama La Zona del Arroyo, nació ese tornado. Los que vivieron, 
vieron cómo se ensañó con la comunidad y dispendiosamente se dio contra la 
bonga insignia de Zipacoa. Ese tornado devastó medio Zipacoa, una calle llamarse El 
Rosario la devastó todita. Ese tornado vino como anunciando lo que se venía 
avisando de los sucesos. Esa es la manera de cómo se expresa la naturaleza. Pero 
como nosotros no somos Dios para entenderla, lo que la naturaleza en ese 
momento nos quería decir, solo entendimos lo que paso, que destruyó medio 
Zipacoa9. 

Después de la masacre, el nueve de enero de 2001, las Fuerzas Militares hicieron 

presencia en la zona. En ese momento iniciaron combates con los paramilitares, lo que 

produjo el miedo de los Zipacoeros, haciendo que se desplazaran a diferentes territorios 

de la región.  

(…) el nueve de enero cuando comienza la gente con la zozobra, tipo 8 de la 
mañana se escucha un combate entre paramilitares y ejército. Hubo detonaciones, 
se sentía que fueran a unos escasos metros del pueblo, es cuando el pueblo 
agolpado en susto y en conmoción, decide desplazarse de Zipacoa, porque nosotros 
creemos que quieren acabar con el pueblo (sic)10 

A pesar de que en el marco de ese enfrentamiento se logró dar captura a uno de los 

comandantes de escuadra que había en la zona, eso no impidió a que meses después 

siguieran presentándose manifestaciones de violencia de manera selectiva. A 

continuación, se relacionan los hechos registrados en el corregimiento de Zipacoa 

después de la masacre del 8 de enero de 200111. 

 
8 Entrevista con lideresa del Comité de Impulso de Zipacoa, 24 de septiembre de 2017. Código E-AO-170917. 
9 Conversación con líder del Comité de Impulso de Zipacoa, 18 de febrero de 2018. Código C-AP-180218. 
10 Conversación con campesino de Zipacoa, 10 de diciembre de 2017. Código C-PP-171210 
11 Los hechos que se muestran a continuación se extraen de la base de datos de CINEP, los cuales fueron posteriormente 
contrastados con otras fuentes, como los documentos de análisis de riesgo de la Defensoría del Pueblo y Decisiones 
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Tabla 6. Hechos victimizantes en Villanueva (2002-2004) 

Descripción Fecha Ubicación Pr. 
Resp. 

conducta 

Una persona fue decapitada en el sitio Arroyo Largo, por hombres 
encapuchados que lo obligaron a salir de su vivienda ubicada en el sector El 
Caño, de donde se lo llevaron maniatado y con un trapo en la boca. 

2001-
05-06 

Villanueva Sin 
informa
ción 
(S.I.) 

tortura y 
homicidio 

Hombres armados desaparecieron al Gerente de la empresa de transporte 
Vehitrans y además ganadero, tras ser sacado por la fuerza de su finca Los 
Campanos, situada cerca del corregimiento de Cipacoa. Según la fuente, 
"amedrentaron a las personas que estaban allí, encerrándolas en una 
habitación. Luego procedieron a llevarse a Bárcenas en una camioneta de su 
propiedad marca Chevrolet, color verde, de placas GNH - 212 (...). El vehículo 
fue encontrado el mismo sábado por la policía de Carreteras, a las 10:00 p.m. 
en una trocha que comunica al corregimiento de Sincerín, en el centro de 
Bolívar". 

2001-
09-15 

Zipacoa S.I. Desaparici
ón forzada 

Los habitantes del corregimiento Algarrobo fueron amenazados de muerte por 
paramilitares de las AUC, a través de panfletos intimidatorios. Este hecho 
ocasionó el desplazamiento forzado de cerca de 388 pobladores hacia la 
cabecera municipal. 

2001-
09-26 

Algarrobo AUC Amenazas 
y 
desplazam
iento 
forzado 

El cadáver de una persona con un impacto de bala en la cabeza, degollado y 
con varias heridas contusas, fue hallado en el sitio Palanquillo. La víctima había 
sido desaparecida por hombres armados el pasado 04 de noviembre en zona 
urbana, en horas de la tarde. 

2001-
11-05 

Villanueva  
(Zona rural) 

S.I. Tortura y 
homicidio 

Jorge Luis, de 32 años, inspector del corregimiento Algarrobo, fue asesinado de 
seis impactos de arma de fuego por miembros de un grupo armado sin 
identificar. El hecho se presentó hacia las 10:30 a.m. 

2002-
03-17 

Algarrobo S.I. Homicidio 

Cinco desmovilizados del Frente Francisco José Garnica del EPL, fueron 
amenazados por paramilitares de las AUC, luego que hicieran presencia en las 
fincas Diana Carolina y Santa Ana de los Cocos, donde adelantan proyectos 
productivos y les dieran un plazo perentorio para que abandonen la región o 
serán "ajusticiados". 

2002-
07-02 

Villanueva  
(Zona Rural) 

AUC Amenazas 

Cuatro hombres cubriendo su rostro con pasamontañas y armados quienes se 
movilizaban en una camioneta de color verde con vidrios polarizados y sin 
placas, sacaron violentamente de su sitio de vivienda y se llevaron con rumbo 
desconocido a un agricultor de 52 años. El hecho se presentó en el sitio El 
Mojón a las 8:00 p.m. 

2002-
08-09 

 Villanueva  
(Zona Rural) 

S.I. Desaparici
ón forzada 

Guerrilleros del Frente 37 de las FARC-EP dieron muerte a una persona, luego 
que irrumpieran en una finca ubicada en el sector Pozo Mogal. 

2002-
08-23 

Villanueva 
(Zona Rural) 

Farc-Ep homicidio 

Miembros de un grupo armado asesinaron a una persona luego que 
irrumpieran en la finca Palenquillo, y tras sacar de la misma a Jimmy, 
procedieron a darle muerte de varios impactos de bala. 

2002-
12-11 

Villanueva 
(Zona Rural) 

S.I. Homicidio 

Paramilitares torturaron y ejecutaron de varios impactos de bala en la cabeza a 
una persona, en el sitio conocido como Loma de Cabra, ubicado en la vía que 
de Villanueva conduce a San Estanislao. El cadáver de Domingo fue hallado 
maniatado de pies y manos. 

2003-
03-19 

Villanueva 
(Zona Rural) 

Paramili
tares 

Tortura y 
homicidio 

Miembros de un grupo armado, quienes vestían prendas de uso privativo de las 
Fuerzas Militares dieron muerte de un impacto de bala en el tórax a un 
campesino de 31 años, durante hechos ocurridos en el sitio Los Cocos. 

2003-
05-02 

Villanueva 
(Zona Rural) 

S.I. homicidio 

 
judiciales de Justicia y Paz. En la última columna debe entenderse por Conducta la posible calificación jurídica de los 
hechos. 
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Miembros de la Policía Nacional, detuvieron arbitrariamente a siete personas 
en desarrollo de la operación India Catalina, llevada a cabo en los municipios de 
Villanueva, Santa Catalina y Cartagena donde además realizaron 40 
allanamientos. Agrega la fuente que: "Según lo confirmó el Director Operativo 
de la Policía Nacional, mayor general Luis Alfredo Rodríguez, las personas 
detenidas estaban sindicadas de los delitos de rebelión, terrorismo, homicidio, 
secuestro y extorsión". Las víctimas fueron liberadas posteriormente, por no 
existir elementos probatorios para judicializarlos. 

2003-
07-04 

Villanueva 
(Zona Rural) 

Policía Detención 
ilegal 

Una persona fue ejecutada de varios impactos de arma de fuego, por 
miembros de un grupo paramilitar que se movilizaban en una motocicleta de 
alto cilindraje en inmediaciones del parque principal donde se encontraba la 
víctima. El hecho se presentó hacia las 5:45 a.m.". Por información de prensa 
publicada en abril de 2017 se conocieron más detalles del hecho, por ejemplo 
que el hombre era zapatero y que se produjo la detención de un policía que 
está presuntamente implicado en el hecho como determinador: "El intendente 
de la Policía, Pedro Luis Blanco Gutiérrez, fue detenido por miembros del 
Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía por los delitos de homicidio en 
persona protegida y desplazamiento forzado, por hechos ocurridos el 5 de julio 
de 2003 en Villanueva (Bolívar). La Fiscalía resolvió la situación jurídica de 
Blanco Gutiérrez, quien rindió indagatoria en el marco de la Ley 600 de 2000 y 
fue cobijado con medida de aseguramiento sin beneficio de excarcelación. Por 
tratarse de un funcionario público, el sindicado cumpliría la medida en la cárcel 
de Sabanalarga (Atlántico) o en Corozal (Sucre)...En los hechos por los cuales se 
investiga a Blanco Gutiérrez murió Efraín del Villar García, quien trabajaba 
como zapatero en el parque principal de Villanueva. Ese día cuando arreglaba 
unos zapatos llegó Manuel Antonio Castellanos Morales, alias el chino, 
comandante de la zona urbana del Frente del Canal del Dique de las 
Autodefensas, le disparó varias veces y luego huyó en una moto. Después de la 
muerte de del Villar García, su compañera sentimental y sus hijos tuvieron que 
salir de Villanueva a refugiarse en otro lugar, pues la señora aseguraba que la 
persona que asesinó a su esposo fue a buscarla. Según las declaraciones de 
Castellanos Morales y de Uber Enrique Martínez Banquez, alias Juancho Dique, 
comandante de este grupo, ambos postulados de Justicia y Paz y quienes se 
acogieron a sentencia anticipada por estos hechos, Blanco Gutiérrez les proveía 
información acerca de personas de Villanueva a las que señalaban como 
subversivas, de ser colaboradoras de la guerrilla o que eran enemigas de las 
AUC". 

2003-
07-05 

Villanueva Paramili
tares, 
Policía 

Tortura y 
homicidio 

Paramilitares ejecutaron de tres impactos de bala en la cabeza a una persona, 
en horas del mediodía en la finca Cascajal. 

2003-
08-21 

Villanueva 
(Zona Rural) 

Paramili
tares 

homicidio 

Miembros de un grupo de hombres que vestían prendas de uso privativo de las 
fuerzas militares y portaban armas de largo y corto alcance, asesinaron a tres 
personas y causaron heridas en la mano derecha a un menor de edad. El hecho 
se presentó a las 7:30 p.m., aproximadamente cuando los armados llegaron 
hasta la finca llamada "Virgen del Carmen". Posterior a este hecho dicha 
propiedad fue destruida por cargas explosivas, por los armados. 

2003-
09-18 

Villanueva 
(Zona Rural) 

S.I. homicidio 

Miembros de la Fuerza Pública detuvieron arbitrariamente a una persona, en la 
zona urbana. Según la fuente Orisnel, fue detenido por tener "presuntamente 
nexos con la compañía Cimarrones del frente 37 de las Farc". Diez días después 
Palacios Díaz, fue liberado al no encontrar las autoridades razón alguna para 
mantenerlo detenido. 

2003-
10-24 

Villanueva Fuerza 
Publica 

Detención 
ilegal 

Guerrilleros de las FARC-EP secuestraron a Hugo Olmos, luego de sacarlo por la 
fuerza de la finca de su propiedad conocida con el nombre La Granja, ubicada 
en el corregimiento Cipacoa, hacia las 10.30 a.m. 

2004-
10-10 

Zipacoa 
(Zona Rural) 

FARC-EP secuestro 

Fuente: Banco de Datos. Sistema de Información de Violencia Política (CINEP, 2020). 
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2.3. Escenarios Transicionales 
Como se evidencia en el punto anterior, entre los años 2000 y 2004 la violencia 

generalizada y sistemática que hubo en toda la subregión del Dique, particularmente en 

los municipios de La Línea -en donde está el corregimiento de Zipacoa-, al ser hechos que 

ocurrieron en contextos y con ocasión al conflicto armado, constituyen una 

responsabilidad para el Estado colombiano en hacer verdad, justicia y reparación sobre 

estos, buscando a los máximos responsables de los mismos, pero también concentrándose 

en las personas y grupos humanos que sufrieron en el marco de esos eventos. 

Este trabajo no solo se concentrará en los hechos y las memorias con que sus habitantes 

representan la violencia sufrida por la guerra; también se abordará desde una perspectiva 

analítica los relatos reconstruidos por los escenarios transicionales que han abordado los 

hechos que ocurrieron en el territorio durante la avanzada paramilitar y su disputa con la 

guerrilla y las fuerzas militares. 

Frente a los retos que supone hacerse cargo de los hechos de violencia que ocurren en 

contextos de guerra o conflicto armado, el conocimiento de los crímenes ocupa el punto 

de partida para el reconocimiento y satisfacción de las personas que han sufrido por esas 

violaciones. Derivado del derecho a la verdad12 y de los principios internacionales de la 

lucha contra la impunidad (Comisión Colombiana de Juristas, 2007), el conocimiento de 

los crímenes constituye una obligación estatal con las víctimas y sus familiares, pero 

también de la sociedad en general. 

Saber qué pasó es la consigna de estas directrices, reconstruir los hechos, mirar el pasado. 

Una serie de ejercicios que no son neutrales y, por lo tanto, las herramientas legales, 

teóricas y metodológicas que pretenden abordarlo están cargadas por las condiciones de 

posibilidad del presente. Por ello, la gestión de los conflictos derivados de escenarios pos-

violencia se elaboran a partir de los mecanismos y términos de referencia que escojan los 

diversos agentes dentro del campo de la justicia transicional para investigar el pasado.                                                                                                              

 
12 En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, si bien el derecho a la verdad no figura en la convención, este se 
ha desarrollado por vía jurisprudencial, entre otras, con las decisiones (Caso Castillo páez Vs Perú, 1997) y (Caso Bámaca 
Velásquez Vs. Guatemala, 2000). 
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De esta manera, los mecanismos de administración del pasado en contextos de justicia 

transicional suponen  

no solo entender las causas y consecuencias de la guerra, ni señalar 
estadísticamente el número de muertos, desaparecidos o torturados, sino también 
comprender la manera como personas y comunidades concretas, en momentos 
históricos particulares, tratan de reconstruir los significados asignados a la vida en 
general y fracturados por la violencia, de ahí la importancia de entender cómo se 
articulan las experiencias de las víctimas de la violencia y los aparatos conceptuales, 
institucionales, estéticos que lo hacen posible, a través de procesos de investigación 
y esclarecimiento, de la promulgación de leyes e instauración de órganos de 
investigación y recaudo de información histórica. Estas leyes no solo determinan el 
propio horizonte de investigación, sino que pueden ser vistas como formas 
particulares de comprender el pasado (Castillejo Cuellar, 2017, pp. 37-38). 
 

Indagar sobre el caso de Zipacoa en la transición a la paz no puede limitarse a lo que estos 

mecanismos han registrado. La comprensión de esos textos implica, además de los 

significados de lo que se ha dicho, “aprehender la fuerza pretendida con la cual se ha 

pronunciado ese enunciado” (Skinner, 2007, pág. 109). Es decir, la apuesta por 

comprender las formas en que se presenta el pasado, la ruptura que supuso las 

atrocidades de las masacres y el desplazamiento implica cuestionarse sobre los distintos 

usos e intencionalidades en los escenarios que ha creado la justicia transicional para 

gestionarlos. De ahí que el objeto de este trabajo se haga en torno a los mecanismos 

judiciales y administrativos de reparación colectiva que se han usado para abordar el caso 

Zipacoa. 

En ese sentido, cuando se habla de escenarios transicionales se hace referencia a aquellos 

(…) espacios sociales (y sus dispositivos legales, geográficos, productivos, 
imaginarios, y sensoriales) que se gestan como producto de la aplicación de lo he 
denominado, de manera genérica, leyes de unidad nacional y reconciliación y que 
se caracterizan por una serie de ensambles de prácticas institucionales, 
conocimientos expertos y discursos globales que se entrecruzan en un contexto 
histórico concreto con el objeto de enfrentar graves violaciones a los derechos 
humanos y otras modalidades de violencia. (Castillejo-Cuéllar, 2014, p. 216). 
 

Con la implementación de mecanismos de justicia transicional en Colombia, los crímenes 

atroces ocurridos en Zipacoa entre el año 2000 y 2006 pasaron a la esfera pública. 

Principalmente a partir de la prensa regional y nacional, que registraron las versiones 
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libres hechas por los victimarios en el marco del Proceso Penal Especial de Justicia y Paz 

(ley 975 de 2005). Así mismo, algunas víctimas tuvieron la oportunidad de participar en 

una serie de estrategias impulsadas por la clausurada Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación (CNRR), las cuales estaban encaminadas a consolidar espacios de 

visibilización y divulgación de testimonios en clave con procesos de memoria (Otero 

Herazo, 2013).  

La creación de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011) permitió que 

la comunidad iniciara su reconocimiento como sujeto de reparación colectiva. Este 

proceso, liderado por la Unidad para las Víctimas, culminó con un acto administrativo que 

los incluye en un registro (Registro Único de Víctimas) y la creación de un plan de 

reparación compuesto por medidas administrativas motivadas a reconstruir el tejido 

social.   

El reconocimiento fue otorgado el 22 de julio de 2014, después de haber superado una 

serie de fases que son presupuestos para consolidar el derecho a la reparación (decreto 

4800 del año 2011). El procedimiento para consolidarla está diseñado en forma de ruta, la 

cual debe tener la participación permanente de la comunidad y bajo el acompañamiento 

de un equipo técnico de la Unidad para las Víctimas.   

La participación de la comunidad en las diferentes fases de la ruta de reparación fue 

conflictiva. A pesar del acompañamiento de la Unidad para las Víctimas y el compromiso 

de la Alcaldía de Villanueva, la toma de decisiones sobre qué y cómo se va a reparar a la 

comunidad fue un reto para todas las personas que intervinieron en la elaboración del 

plan.  

A pesar de todas estas dificultades, las medidas de reparación para Zipacoa se 

construyeron a partir de la verdad enunciada por las víctimas. Estas fueron consignadas en 

la Matriz del Plan Integral de Reparación Colectiva (PIRC), elaborado en los últimos dos 

meses de 2013 y validado el dos de abril de 2014. La matriz registró quince hechos 

victimizantes, cada uno relacionado con los daños colectivos causados, los derechos 
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vulnerados a la comunidad, el tipo de medida a implementar y su descripción especifica 

en términos de reparación.  

El 20 de noviembre de ese mismo año la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de 

Bogotá profirió sentencia en la que se condena a Salvatore Mancuso, Uber Enrique 

Banquez Martínez, Sergio Manuel Córdoba Ávila, entre otros sujetos que hicieron parte de 

las AUC, por 99 masacres donde se registran más de 10.000 crímenes calificados de lesa 

humanidad, entre los cuales, con relación a Zipacoa, están la masacre y el desplazamiento 

forzoso ocurridos en enero de 2001.  

La sentencia tuvo un impacto significativo a nivel nacional. La extensión cuantitativa de los 

hechos abordados, la condena de 12 comandantes pertenecientes a los Bloques 

Catatumbo, Córdoba, Héroes De Los Montes de María y Norte, la exposición histórica que 

contextualizó los orígenes del paramilitarismo en Colombia, calificando ese proceso como 

una política de Estado y el uso oportuno de doctrina y jurisprudencia de tribunales 

internacionales sobre las categorías que delimitan la responsabilidad penal frente a 

crímenes de lesa humanidad y violaciones de DDHH en general (patrón de macro-

criminalidad, sistematicidad y generalidad, enfoque de género, etc.), son algunas 

características de la sentencia que generaron cierto grado de innovación en las decisiones 

de los tribunales de Justicia y Paz.  
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Iglesia de Zipacoa. Fotografía: Rafael Bossio. 
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Capítulo 3. Las formas jurídicas de la Transición. La criminalización 
del conflicto armado en Colombia. 

 
 

Los actos no son por sí mismos, se convierten en.  
Lo mismo ocurre con el delito.  

El delito no existe; se crea. 
 

Nils Christie 
 

 

El objetivo de este capítulo es identificar las formas jurídicas con las que se han 

denominado hechos de violencia relacionados con el conflicto armado en la justicia 

transicional colombiana. A partir de la caja de herramientas de la criminología crítica, 

particularmente desde los enfoques de la reacción social, se mostrarán los diferentes 

horizontes de proyección que, desde el campo jurídico, diversos actores le dan nombre, 

forma y pretensiones a conductas que son reprochadas socialmente, en específico, 

aquellas conductas que lesionan de manera masiva y sistemática a grupos humanos. 

El capítulo se divide en dos momentos. El primero describirá los problemas de 

denominación que supone para el campo del derecho los hechos de violencia que ocurren 

en contextos de guerra o con ocasión al conflicto armado, haciendo evidente la pluralidad 

de categorías que, desde el derecho y las ciencias sociales en general, han delimitado esta 

serie de fenómenos. De tal forma, que a la hora de definir las reglas con que se conocerán 

los crímenes del pasado, las agencias de la justicia transicional definen el horizonte de qué 

puede y no ser conocido, con ello, las manifestaciones de violencia relevantes, los 

responsables de esos eventos, quiénes los sufrieron, los escenarios de encuentro, etc. De 

esta manera, en este aparte se describirán las implicaciones de la criminalización de estos 

hechos y su lugar en la experiencia colombiana. 

Un segundo momento abordará las particularidades con las que el Derecho colombiano ha 

hecho uso de la figura “Crímenes de Lesa Humanidad”. Las palabras de la ley con la que se 

dimensiona esta figura entre los libros y los estrados judiciales. De esta forma, los 
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elementos básicos y estructurales que componen las características de estos crímenes le 

dan prioridad a una forma específica de saber cómo sucedió el conflicto armado 

colombiano. Aquí el operador judicial es quien, a partir de unos escenarios específicos y 

unos parámetros para investigar esos crímenes, tiene un lugar privilegiado en la 

construcción del relato, el cual, por supuesto, tiene implicaciones de verdad. 

De esta manera, este capítulo tiene la pretensión de poner en contexto la pluralidad de 

etiquetas y sus alcances en los escenarios transicionales, judiciales y administrativos de 

reparación colectiva, que se han implementado para el caso de Zipacoa. 

3.1. Problemas de denominación. 
3.1.1. Punto de partida: Los enfoques de la reacción social. 
Crímenes de lesa humanidad, masacres, crímenes atroces, crímenes de masa, todas estas 

etiquetas son comunes en procesos de transición política para referirse a hechos de 

violencia ocurridos en el pasado. Las denominaciones no son involuntarias, cada una tiene 

unos usos específicos, así como sus características motivadas a darle nombre a lo que no 

puede ser nombrado13. 

Todas estas denominaciones comparten una característica común, son conductas 

socialmente reprochables que los medios, la población, la política y la administración de 

justicia califica como desviadas. Las perspectivas que han estudiado las implicaciones de 

esto se conocen como las teorías de la reacción social. Su punto de partida es el estudio 

de las implicaciones que tienen las respuestas de los agentes sociales frente a la 

desviación y el delito. Históricamente la reacción social es un elemento común entre los 

presupuestos del interaccionismo simbólico y el enfoque del etiquetamiento. 

Etiquetar, definir, rotular y segregar. El interaccionismo simbólico de George Herbert 

Mead explica que el delito y la desviación se construyen mediante esos cuatro procesos 

(Mead, 1934). Este enfoque comprende que el “mundo social” es producto de los 

 
13 Esta consigna se articula al proyecto “filosofía después del Holocausto”, que pretende pensar, a partir de la 
significación histórica de la experiencia de Auschwitz, las implicaciones epistemológicas, éticas, políticas y estéticas entre 
memoria, olvido y justicia, más allá de las discusiones hegemónicas con que las teorías clásicas liberales han desarrollado 
la cuestión de la justicia y los dilemas que ello genera desde la filosofía política (Zamora & Reyes Mate, 2011). 
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intercambios simbólicos y lingüísticos entre individuos que comparten un mismo medio 

(Jupp, 2011). 

En lo que respecta a sus aportes en la comprensión de fenómenos como el delito14, este 

enfoque, además de permitir lecturas no positivistas del crimen, sus presupuestos 

empíricos articulados con metodologías etnográficas permiten observar “el punto de vista 

del actor”, abriendo todo un terreno de investigación que vinculan cultura y delito, en 

tanto interacción en la que media y se ejerce un poder de definición (Blumer, 1986). Por 

ello, “uno de los desafíos que plantea la investigación criminológica es poder demostrar 

cómo el ejercicio del poder en contextos microsociales se origina en desigualdades de 

poder estructurales de la sociedad” (Jupp, 2011, pág. 318). 

El otro enfoque que componen los estudios de la reacción social es el del etiquetamiento. 

Su punto de partida es el estudio de los “procesos sociales en el que un grupo de 

individuos clasifica y categoriza la conducta de otros (Muncie, 2011, pág. 252). Howard 

Becker, comprende que la desviación solo es posible cuando se crean y aplican reglas y 

sanciones a conductas consideradas como delictivas, sin embargo, Edwin Lemert [1951] 

(2012), una década antes de los hallazgos evidenciados en Outsiders [1963] (Becker, 

2009), este distinguía la desviación primaria de la secundaria. La primera se refiere a 

“actos de descontrol temporarios cuyos autores no se conciben a sí mismos como 

desviados; la desviación secundaria es producto de la reacción de otras personas ante una 

desviación inicial” (2012, pág. 247). 

Esto permitía sostener que existe por lo menos un puente entre la construcción social de 

la desviación con el control social.  

Al poner el acento en los procesos sociales por los que la conducta es criminalizada 
y adopta una postura imparcial o comprensiva de la desviación primaria, el 
etiquetamiento inauguró nuevas áreas de interés en la criminología, en la que los 
conceptos de estigma, reacción y control social pasaron a ocupar un lugar central 
(Muncie, 2011, pág. 253). 
 

 
14 Es oportuno mencionar que la obra de Mead no evidencia un ejercicio sistemático de sus propuestas sobre la 
conducta social, pues los trabajos que de este se conocen hacen parte de compilaciones de sus clases y apuntes, lo que 
hace que en ciertos escenarios existan choques sobre los alcances interpretativos de su teoría (Joas & Huebner, 2016). 
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Si bien los estudios de la reacción social revolucionaron15 las condiciones con las que se 

indaga el logos del crimen, hay por lo menos dos observaciones16 respecto a las 

cuestiones relacionadas con los crímenes graves. La primera es en clave metodológica, 

pues la criminología de la reacción social pudo evidenciar explicaciones respecto a 

crímenes sin víctima o en casos de criminalidad corporativa y de cuello blanco, sin 

embargo, su caja de herramientas es insuficiente para explicar crímenes violentos como 

el homicidio o los delitos motivados por el odio (Hate crimes). La segunda observación es 

de cara al objeto de estudio, pues a pesar de cuestionar al Estado como dispositivo de 

control y dominación, no se concentró cuando este u organizaciones que tienen casi la 

misma capacidad de emular la forma en como ejercen el poder, son los que realizan 

crímenes. Es decir, la imaginación criminológica que suponen estos enfoques dejó de lado 

los hechos de violencia que ocurren en contexto de conflictos armados, así como el 

estudio de los crímenes internacionales (genocidio, crímenes de guerra, agresión, y 

crímenes de lesa humanidad). 

No es el objeto de este trabajo cuestionar las implicaciones de estas observaciones de 

cara a los problemas de denominación frente a estos fenómenos. Al contrario, a partir de 

estos silencios que mantuvo la criminología hasta hace poco17, se describirán las 

características de unidad y diferencia de los crímenes de lesa humanidad y masacre, 

además de otras denominaciones que se hacen para etiquetar los hechos que suponen 

esas conductas. 

 
15 El texto de Alessandro Baratta Criminología Crítica y Crítica del Derecho Penal (2004a), para referirse al cambio de 
mirada en torno al análisis del crimen, desde un punto de vista biológico a uno sociológico usó el concepto de paradigma 
de Thomas Kuhn (2013). Para una revisión crítica del uso de esta categoría en la obra de Alessandro Baratta ver (Aebi, 
2004). 
16 Para un análisis crítico de la perspectiva de la reacción social ver: (Zaffaroni E. R., La cuestión criminal, 2013) (Garland, 
1999) (Melossi, 2018). 
17 Uno de los autores que ha puesto la mirada del análisis criminológico en torno a los crímenes internacionales es 
Wayne Morrison con su obra Criminología, Civilización y Nuevo Orden Mundial. La recepción de esa obra y los debates 
que ello ha implicado en torno a los silencios de la criminología académica frente al estudio de estos crímenes ha sido 
liderada por el Observatorio del Sistema Penal y los Derechos Humanos de la Universidad de Barcelona (Rivera Beiras, 
2014). 
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3.1.2. Criminalizar la guerra. 
La emergencia de los crímenes de lesa humanidad surge en el marco de la juridización18 

de los crímenes internacionales en la Europa del siglo XX que, junto a los crímenes de 

guerra, se formaron en clave jurisprudencial por tribunales militares, a diferencia del 

crimen de genocidio que se desarrolló mediante un tratado internacional. El surgimiento 

de estos delitos transformó el horizonte de comprensión de algunas garantías del 

derecho penal occidental19. 

El escenario donde estos conceptos empiezan a ser relevantes es durante y después de la 

Primera Guerra Mundial. Sin embargo, los crímenes de lesa humanidad consolidan su 

lugar en el derecho en la segunda posguerra con la experiencia de Nuremberg y Tokio, 

tribunales consolidados por las fuerzas vencedoras en los que se juzgaron exclusivamente 

los actos de las tropas enemigas (Zolo, 2007). 

En esa primera experiencia los crímenes de lesa humanidad se usaron para el juzgamiento 

de acciones u omisiones contra la población civil por parte de fuerzas Estatales. Estas dos 

características se consolidan en una visión en la que el derecho, articulado con una visión 

liberal de la democracia, pone como fundamento y objeto de protección al ser humano, 

opuesta a la denominación de crímenes de lesa majestad común en el derecho romano, la 

cual hacía referencia al ataque contra el emperador o quien representara al Estado 

(Burneo Labrín, 2017). En ese sentido, esta manera de criminalizar la guerra se consolida 

en un contexto jurídico que es efecto de las condiciones políticas y económicas de un 

modelo liberal de Estado en el que la humanidad toda es proyectada como sujeto de 

protección, diferenciándose de los crímenes de guerra, los cuales se enfocaban en 

 
18 El término “juridización” hace referencia a la forma en como el Estado resuelve conflictos sociales y políticos en los 
que era extraño el uso del derecho, apelando a la creación de normas jurídicas y por tanto etiquetando esos conflictos 
como jurídicos. El uso de este concepto se hace a partir de la obra de otto kirchheimer y George Rusche en “Pena y 
Estructura Social” (1984). Sin embargo, es un tema que es recurrente en el giro jurídico de  
la obra de Habermas, sobre todo en “Facticidad y Validez” (2005). En el contexto colombiano, puede leerse (García-
Villegas, La eficacia simbólica del derecho. Sociología política del campo jurídico en América Latina, 2014) y (García-
Villegas & Ceballos Bedoya, 2016). 
19 En la tradición jurídico-penal la obra que funda el derecho penal liberal-occidental es “De los delitos y las penas” de 
Cesar Beccaria [1764] (2011), la cual además de hacer una crítica a las formas jurídicas con las que se gestionaba la 
penalidad del siglo XVIII, propuso un modelo de Derecho Penal fundado en los presupuestos filosóficos del iluminismo. 
Dentro del horizonte de proyección que se funda con la obra de Beccaria, los principios de debida obediencia, 
amnistiabilidad, territorialidad, incluso legalidad, fueron trastocados con el surgimiento de los crímenes internacionales. 
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establecer una serie de reglas para los Estados que tuviesen confrontaciones bélicas 

(Ambos K. , 2013). 

Sin embargo, a pesar de que estos crímenes tienen tradiciones diferentes en su formación 

y son divergentes en cuanto a los usos que tuvo en esas primeras experiencias, la doctrina 

“tendió a tratar conjuntamente, como parte de un universo común y complementario, sin 

percibir los distintos direccionamientos de cada tradición” (Feierstein, 2015, pág. 97). Una 

posible razón de ello es que esta tipología de crímenes surge concomitante con la 

formación del Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, los cuales, de la mano con el derecho internacional, enfocaron su 

objeto de estudio en la prevención de conflictos internacionales y la protección de 

derechos humanos. 

Este trato conjunto a los crímenes también se consolida por el silencio de los penalistas. 

Pues estos se mantuvieron al margen de la construcción de saberes que permitiese 

evidenciar criterios de diferenciación entre cada una de estas conductas, concentrándose 

en el estudio de delitos en los que el poder punitivo del Estado asumía su persecución y 

no en conductas en los que el aparato punitivo del Estado fungía como criminal. Esta 

reflexión también ha persistido en el saber criminológico, Wayne Morrison en 

“Criminología, civilización y nuevo orden mundial” (2012), sostiene que el interés y la 

invención de estos crímenes solo tuvo lugar cuando afectaron el “espacio civilizado de 

Europa”, pues las prácticas que suponen esa forma de criminalizar la guerra ya eran 

comunes en la avanzada neocolonial europea sobre el continente Africano en la segunda 

parte del siglo XIX. 

De esta manera, los juicios por crímenes de lesa humanidad se han hecho a partir de un 

punitivismo selectivo, posicionado por una justicia de vencedores y reafirmada por una 

serie de normas que años más adelante, en la década de los noventa del siglo XX, 

permitió la creación de tribunales internacionales Ad-Hoc y una Corte Penal Internacional 

(Ambos, Cortés Rodas, & Zuluaga, 2018). La creación de estos instrumentos, contrario a 
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los presupuestos de estricta legalidad que supone la penalidad moderna, ha hecho que 

sea confusa la aplicación de la figura, 

quedando cada vez menos claro cuál era la especificidad del tipo de delitos o 
acciones al que referían estos instrumentos y tradiciones del naciente Derecho 
Penal Internacional. Durante el nuevo siglo se ha producido un aumento desmedido 
de los hechos bajo jurisdicción de estas nuevas herramientas, estatutos o cortes, 
estableciendo niveles contradictorios y de difícil determinación, que conducen, por 
lo tanto, a una creciente anarquía en el sistema penal, particularmente en las 
vinculaciones entre jurisdicciones nacionales, internacionales o incluso 
transnacionales, y aún muy extendido neopunitivismo, parte de una tendencia 
creciente en numerosas justicias nacionales (Feierstein, 2015, pág. 57). 
 

En ese sentido, estos instrumentos de derecho internacional agudizan la confusión al 

agrupar el genocidio, los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad bajo el 

género “crímenes contra la humanidad”, diferenciándolo del uso específico “crímenes de 

lesa humanidad” para referirse a ataques sistemáticos y/o generalizados contra la 

población civil con conocimiento de dicho ataque, los cuales abordan once modalidades 

en el Estatuto de Roma. 

3.1.3. ¿Una humanidad lesionada? La etiqueta de Crímenes Atroces. 
Desde el campo de la filosofía y de las ciencias sociales los crímenes de lesa humanidad se 

han interpretado en su sentido genérico, separándose de las cuestiones descriptivas que 

supone nombrar los problemas de estos crímenes. El punto de partida de estas lecturas 

es el sentido de la lesa humanidad en tanto categoría jurídica, sin embargo, la reflexión 

atraviesa las puertas de la ley para ubicarse en sus implicaciones morales, es decir, cómo 

tratar el Mal. Bajo la consigna de “Pensar la dificultad” (Hilb, Salazar, & Martín, 2014, pág. 

11), se pone en el centro las formas en que las personas le hacen frente a las injusticias 

que suponen esos actos; cómo reaccionan frente a esos desafíos, cómo gestionan las 

respuestas, las causas y los efectos de esos actos etiquetados como crímenes. 

Desde esa dimensión, la comprensión de los crímenes de lesa humanidad se concentra en 

la particularidad de la lesión, lo cual supone, por un lado, las implicaciones de su 

motivación, es decir, el análisis del Mal en tanto problema moral, vinculado a las diversas 

concepciones de justicia; y por el otro, el análisis de la violencia como elemento inherente 

a la condición social del ser humano. En ese sentido, desde la filosofía y las ciencias 
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sociales, el estudio de los crímenes de lesa humanidad supera la condición jurídica con 

que su invención/emergencia fue planteada. Esto ha generado el uso de otro tipo de 

etiquetas a la hora de describir y comprender hechos en donde la humanidad toda ha 

sido lesionada. 

Una de las etiquetas que pretende mediar entre la dimensión jurídica y la dimensión 

sociológica es la de Crímenes Atroces. Propuesta por David Scheffer (2006) y después 

consolidada en el Marco de Análisis para Crímenes Atroces de la Organización de las 

Naciones Unidas (2014), los crímenes atroces comprenden lo que el Estatuto de Roma ha 

denominado como crímenes internacionales (genocidio, crímenes de lesa humanidad, 

crímenes de guerra y agresión). El acento de Scheffer está en la calificación subjetiva de lo 

atroz, bajo la pretensión de superar los problemas entre la discusión jurídica y política 

que supone rotular eventos, que implican la ejecución de alguno de estos crímenes. En 

ese sentido, el propósito es simplificar la tipología de crímenes en una sola, pero a la vez 

hacer más preciso su uso en los escenarios de la esfera pública, respecto a la terminología 

legal en los escenarios judiciales (pág. 248). 

3.1.4. La etiqueta de Masacre. Una respuesta para la comprensión de la violencia en 
Colombia. 

En Colombia, la etiqueta Masacre es la que ha mediado los escenarios públicos y 

académicos para describir y comprender las dimensiones del conflicto armado. La 

masacre como categoría, se ha usado para referirse a un despliegue de violencia directa, 

injusta y desproporcionada, que, en el marco de una guerra o un conflicto bélico, mueren 

personas que no participan deliberadamente en las hostilidades. 

En el año 2013 el Grupo de Memoria Histórica publicó el informe ¡Basta Ya! Memorias de 

Guerra y Dignidad, el cual tuvo como propósito articular los 24 documentos, entre 

estudios temáticos y casos emblemáticos que se habían publicado por el grupo hasta esa 

fecha. El informe “plantea algunas líneas interpretativas y analíticas para entender la 

lógica, las razones y el modo en que se vive la guerra” (GMH, 2013, pág. 19), delimitando 

causas y modos con que han interactuado los agentes que han participado en ella. Entre 

los presupuestos metodológicos del informe, una de las categorías claves para entender 
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las dinámicas de la guerra en Colombia es la diferenciación entre lo que el Grupo 

entiende por masacre respecto al concepto de asesinato selectivo: 

El GMH define la masacre como el homicidio intencional de cuatro o más personas 
en estado de indefensión y en iguales circunstancias de modo, tiempo y lugar, y que 
se distingue por la exposición pública de la violencia. Es perpetrada en presencia de 
otros o se visibiliza ante otros como un espectáculo de horror. Es producto del 
encuentro brutal entre el poder absoluto del victimario y la impotencia total de la 
víctima (GMH, 2013, pág. 36). 
El GMH define un asesinato selectivo como el homicidio intencional de tres o 
menos personas en estado de indefensión y en iguales circunstancias de tiempo, 
modo y lugar (GMH, 2013, pág. 36). 
 

Comprender el conflicto armado colombiano como una guerra de masacres fue una de las 

consignas con las que Gonzalo Sánchez, en el informe sobre la masacre de Trujillo, inició 

la presentación del primer documento de memoria histórica creado en contextos de la 

justicia transicional colombiana (2008, pág. 11). Si bien en ese momento, el acento de la 

categoría se hizo para darle lugar a los motivos del informe y en general del mandato del 

Grupo de Memoria, de esclarecer los relatos de quienes han sufrido la violencia del 

conflicto colombiano20, Sánchez entiende que las particularidades de la violencia de las 

masacres suponen la ruptura de los lazos sociales, así como la herida psicológica de 

quienes fueron testigos del desprecio de los “guerreros” sobre la población civil (CNRR, 

Área de Memoria Histórica, 2008, pág. 12). 

Cuatro años antes, María Victoria Uribe Alarcón [2004] (2018) desarrollaba una tesis en la 

que comprendía las masacres en Colombia como un síntoma social21. Tomando 

herramientas del campo del psicoanálisis, María Victoria elabora un análisis del terror que 

ha significado la guerra en Colombia, particularmente haciendo un ejercicio interpretativo 

de los archivos judiciales y de prensa que registraron la época conocida como La 

 
20 El Grupo de Memoria Histórica fue creado en contextos de la Ley 975 de 2005, Ley de Justicia y Paz, articulado a la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, en tanto mecanismo de reconocimiento y reparación simbólica, bajo 
la pretensión de interpelar la responsabilidad del Estado y de la sociedad colombiana para que esos hechos no vuelvan a 
suceder. 
21 Según la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2010, pág. 
115), una de las primeras investigaciones sistemáticas sobre las dimensiones de las masacres en Colombia fue elaborada 
por María Victoria Uribe y Teófilo Vásquez en un texto que lleva por título “Enterrar y callar: las masacres en Colombia, 
1980-1993, que fue publicado en 1995. En ese trabajo están los presupuestos teóricos que continuarían en Antropología 
de la Inhumanidad. 
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Violencia. La segunda parte de la obra lleva por título “Las masacres como síntoma 

social”, allí entiende que la experiencia de la guerra en Colombia no ha sido regular, 

caracterizándose por ataque sorpresivos de extrema barbarie, pero que además de ello, 

las masacres son eventos que, al no ser confrontados y reconocidos, son procesos que se 

resisten a la simbolización y siguen reproduciéndose como síntoma, reforzados por 

procesos de negación colectiva. 

Después de la descripción de un relato de finales del siglo XIX, en el que se detalla las 

formas en cómo se llevó a cabo un proceso de mutilación, ella sostiene: 

La anterior descripción podría corresponder a cualquiera de los expedientes 
judiciales de la época de La Violencia o al relato de una masacre ejecutada por 
paramilitares durante la década de 1990. Independientemente de cuál sea el 
contexto histórico que las circunda, poco parecen incidir las condiciones de 
modernización y urbanización que transformaron al país a lo largo del siglo XX. La 
persistencia de tales prácticas es la que da lugar a pensar que las masacres son 
síntomas de un antagonismo social que no ha encontrado canales de expresión 
dentro del pacto simbólico, por lo cual sus contenidos se resisten a la simbolización. 
 

La clasificación de las masacres se hace de acuerdo al modo, al número de perpetradores 

y al número de víctimas, pero sobre todo, la división de sus fases en tanto actos rituales. 

“Una masacre es la muerte colectiva de varias personas provocada por una cuadrilla de 

individuos y caracterizada por una determinada secuencia de acciones” (2018, pág. 82), 

los motivos pueden ser por diferencias políticas, venganzas familiares o el simple azar. 

Quienes la realizan actúan en grupo, lo cual entre victimarios hay un vínculo social, sea 

por lazos familiares o afinidades políticas. Para que fuera considerada, el número mínimo 

de víctimas debía ser cuatro. Esta última característica, guarda identidad con el número 

requerido por la definición que hace el Grupo de Memoria histórica. 

La masacre es un acto ritual, y como tal, implica una serie de acciones o fases para su 

consolidación (2018, pág. 82). María Victoria distingue tres fases: la primera implicaba un 

ejercicio preliminar en el que los perpetradores anunciaban días antes de los hechos: 

amenazas de muerte y sobre avisos a la comunidad (pág. 83).  
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La segunda fase era la materialización de la masacre en tanto espacio sacrificial. Las 

características de esta fase suponen la ruptura de la tranquilidad de las eventuales 

víctimas, por la llegada de los actores violentos. Estos además de andar armados, vestían 

prendas de uso militar, las cuales aprovechaban para hacerse pasar por agentes del 

Estado. La particularidad de esta fase es que además de las muertes, donde las víctimas 

eran hombres22,  se hacía en presencia de mujeres y niños. En ellas el testimonio del 

terror era la condición para su localización en el escenario judicial (pág. 84). 

La última fase, la que consolida la herida social, está en el ejercicio de ritualización de 

desmembrar los cuerpos una vez estos quedaran sin vida, de tal forma que quienes 

llegaran al escenario donde tuvo lugar la masacre, supiera del poder de los perpetradores 

sobre el territorio. Formas de “aterrorizar a los habitantes de la vereda quienes huían 

abandonándolo todo” (pág. 87). 

De esta manera, el acento con que se ha hecho uso de la etiqueta de Masacre en el 

contexto del conflicto armado, tanto el Grupo de Memoria como María Victoria Uribe, 

tienen en común tres elementos: los dos primeros se enfocan en una dimensión 

cualitativa, uno en la forma en cómo se ejecutan los homicidios y el otro respecto a la 

condición de que la ejecución sea en presencia de terceros; y por último, pero no menos 

importante, el elemento que se concentra en la dimensión cuantitativa referido al 

carácter masivo de las víctimas.  

Los dos primeros elementos están muy cercanos a la etiqueta de atrocidad desarrollada 

por Scheffer. El acento de estos elementos de las masacres se hace en los actos de 

barbarie que los victimarios realizan sobre sus víctimas. La crueldad con que se realiza el 

acto de matar hace parte del proceso de deshumanización con que el victimario es 

entrenado, de esta forma la relación victimario-víctima está mediada por la relación de 

superioridad y miedo con que el victimario se presenta. 

 
22 Para María Victoria Uribe, las masacres han sido asunto de hombres entre hombres, entendiendo que la mayoría de 
muertes han sido de ese género, lo que supone que el papel de la mujer en esos espacios sacrificiales, era ser testigo de 
la violencia, lo que implica otra dimensión del sufrimiento y del daño articulada a la consolidación de la guerra de 
masacres (2015). 
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El otro elemento, que la ejecución sea en presencia de terceros, se refiere a la relación 

victimario-testigo. En una investigación en la que se relacionan los vínculos entre 

masacres y desplazamiento forzado en el conflicto armado colombiano (Nieto, 2012), se 

explica que las masacres deben ser analizadas desde los repertorios de violencia con que 

los actores armados ejercen su poder en los territorios, por ello, el acto de masacrar a la 

población civil no tiene un fin en sí mismo, sino que está articulado los móviles con que se 

hace la guerra. En ese sentido, bajo la lógica del mínimo costo, los actores armados 

deciden el tipo de violencia a ejercer sobre la población (pág. 106). El papel del testigo es 

acatar la violencia de los guerreros, pero también comunicar quién tiene el control 

territorial, político, económico o cultural, de acuerdo con los móviles con que los 

guerreros se relacionen con la población. 

Respecto al carácter masivo, la distinción de esta característica no solo se limita al 

número de víctimas. Los crímenes de masa, en tanto categoría criminológica, se refieren a 

conductas ejercidas por quien tiene un monopolio significativo de la violencia sobre un 

territorio determinado. Si bien el Estado es por excelencia el actor que tiene los medios 

para realizar homicidios de manera masiva, lo cierto es que la experiencia colombiana, no 

se limita a este actor. Sin embargo, Zaffaroni entiende que la particularidad de lo masivo, 

desde una interpretación antropológica, esta contextualizada a una necesidad sacrificial 

de políticas expiatorias sobre una población (Zaffaroni E. R., 2010). 

Estos tres elementos más allá de generar certezas sobre la delimitación interpretativa de 

las masacres, produce, por el contrario, una serie de dilemas o conflictos sobre su 

aplicación en el contexto colombiano, pues las motivaciones y los móviles con que los 

guerreros han interactuado con el territorio y la población ha sido diversa, además de las 

situaciones en las que se sabe qué pasó, pero no quiénes hicieron esas cosas. Por otro 

lado, respecto al carácter masivo de las masacres no resulta un elemento objetivable, 

independiente de los requisitos que los mecanismos de la transición a la paz o las 

investigaciones en el marco del conflicto que establezcan una cifra de tres, cuatro, cinco o 

cualquier número de víctimas, no existe forma en que esa delimitación termine 

reproduciendo lógicas excluyentes, por insignificante que sea la cifra. Esa ha sido la 



60 
 

posición de Naciones Unidas respecto al caso Colombia (2010, pág. 11) y también la de 

Daniel Feierstein en su trabajo “Juicios: sobre la elaboración del genocidio II” (2015, pág. 

60). 

Una posible salida a los dilemas que supone la forma en cómo la experiencia de la 

transición en Colombia ha interpretado el concepto de masacre, puede encontrarse en el 

campo de la criminología. Partiendo de la obra de Sémelin, la aproximación conceptual 

que hace Zaffaroni desde su perspectiva cautelar (2011), entiende por masacre 

Toda práctica de homicidio de un número considerable de personas por parte de 
agentes del Estado o de un grupo organizado con control territorial, en forma 
directa o con clara complacencia de éstos, llevada a cabo en forma conjunta o 
continuada, fuera de situaciones reales de guerra que importen fuerzas más o 
menos simétricas (pág. 431). 
 

En ese sentido, de este concepto se desprenden seis elementos distintivos a la hora de 

estudiar las masacres como fenómeno social (pág. 432). 

 La masacre es un homicidio múltiple, que en la práctica se hace en el marco 

de ejercicio de una decisión política, sea en el marco de una orden o de un 

plan. Es decir, los casos en donde no se evidencie la sistematicidad, quedan 

excluidos de esta etiqueta. 

 A pesar de que el concepto habla de “un número de personas”, su 

adecuación no debe encerrarse en poner una cifra que cuantifique el 

número de cadáveres. El acento de este elemento está en probar que el 

perpetrador ha cometido esos crímenes bajo una práctica sistemática. 

 Quienes realizan las masacres debe tener un monopolio considerable de la 

violencia en el territorio. No es un asunto que se limite al pie de fuerza 

estatal. 

 La ejecución de las masacres puede ser en clave instantánea, es decir, una 

acción que produce multiplicidad de homicidios; o puede ser ejecutada de 

manera sucesiva, lo que se conoce como masacres por goteo. 

 Las masacres están excluidas de contextos en donde hay cadáveres 

producidos por el enfrentamiento de grupos con capacidad bélica simétrica. 
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 Los responsables de las masacres no solo se limitan a quienes materializaron 

los homicidios, también a quienes participaron (informantes, por ejemplo), 

quienes prepararon el plan criminal (mandos estratégicos), y quienes dieron 

las ordenes (mandos ideológicos). También se habla de responsabilidad a 

quienes tuvieron el deber jurídico de evitar la masacre, teniendo la 

posibilidad de hacer, pero que a pesar de ello no la evitaron. 

Sin embargo, a la hora de materializar el conocimiento de los crímenes por medio de 

mecanismos judiciales, en la experiencia de la transición a la paz en Colombia, son las 

retóricas de la ley las que constituyen el canon que pretende materializar el 

reconocimiento del derecho a la justicia. Las sentencias del proceso penal especial para 

postulados a la ley de Justicia y Paz, en ese sentido constituyen un lugar en el que 

emergen el reconocimiento de atrocidades o graves violaciones de derechos humanos, 

por parte de los perpetradores, bajo la etiqueta de crímenes de lesa humanidad. 

3.2. Las palabras de la ley. 
3.2.1. El artículo siete del Estatuto de Roma. 
Saber cuándo se está frente a un crimen de lesa humanidad, implica recorrer la dimensión 

técnica de la ley sin perder el camino que supone su dimensión antropológica23. Los actos 

específicos y sus elementos de contexto son puntos de partida que comprenden su 

alcance interpretativo. La regla vigente en torno a su definición ha sido construida por la 

Asamblea de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una 

Corte Penal Internacional. 

El artículo siete (7) del Estatuto de Roma (ONU: Asamblea General, 1998) entiende por 

crimen de lesa humanidad 

1. (…) cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un 
ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento 
de dicho ataque:  

 
23 La dimensión antropológica de la ley implica mirar que las relaciones entre sujeto y derecho están mediadas por la 
conservación del espacio humano, es decir, una visión en la que el orden del derecho genealógicamente carga el orden 
de la vida, opuesta a una dimensión técnica de la ley, en la que su uso instrumental está anclado únicamente al goce de 
quien la usa (García Arboleda, 2017). Para una introducción a los presupuestos teóricos que permita la comprensión y 
alcance de estos conceptos ver (Florez Muñoz, 2020). 
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a) Asesinato;  
b) Exterminio;  
c) Esclavitud;  
d) Deportación o traslado forzoso de población;  
e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional;  
f) Tortura;  
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable;  
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en 
motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género 
definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como 
inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto 
mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de 
la Corte;  
i) Desaparición forzada de personas;  
j) El crimen de apartheid;  
k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente 
grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud 
mental o física.  
2. A los efectos del párrafo 1:  
a) Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de conducta que 
implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una 
población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización 
de cometer ese ataque o para promover esa política;  
b) El “exterminio” comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, 
entre otras, la privación del acceso a alimentos o medicinas, entre otras, 
encaminadas a causar la destrucción de parte de una población;  
c) Por “esclavitud” se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de 
propiedad sobre una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos 
atributos en el tráfico de personas, en particular mujeres y niños;  
d) Por “deportación o traslado forzoso de población” se entenderá el 
desplazamiento forzoso de las personas afectadas, por expulsión u otros actos 
coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos 
autorizados por el derecho internacional;  
e) Por “tortura” se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su 
custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los 
sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean 
consecuencia normal o fortuita de ellas;  
f) Por “embarazo forzado” se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la 
que se ha dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la 
composición étnica de una población o de cometer otras violaciones graves del 
derecho internacional. En modo alguno se entenderá que esta definición afecta a 
las normas de derecho interno relativas al embarazo;  
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g) Por “persecución” se entenderá la privación intencional y grave de derechos 
fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la 
identidad del grupo o de la colectividad;  
h) Por “el crimen de apartheid” se entenderán los actos inhumanos de carácter 
similar a los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen 
institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre 
uno o más grupos raciales y con la intención de mantener ese régimen;  
i) Por “desaparición forzada de personas” se entenderá la aprehensión, la 
detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o 
con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal 
privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas 
personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un período 
prolongado.  
3. A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término “género” se 
refiere a los dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El 
término “género” no tendrá más acepción que la que antecede. 
 

El presupuesto político y filosófico para que el poder punitivo conozca, persiga, investigue 

y juzgue cualquier crimen, incluyendo los crímenes de lesa humanidad es el principio de 

legalidad penal (Anitua, 2015). Articulado a una doble concepción de derechos humanos 

(Baratta, 2004b, págs. 299-300), el principio de legalidad pretende limitar la violencia 

punitiva (concepción negativa) y por el otro, construir los objetos de tutela que habilitan 

la intervención del derecho penal (concepción positiva)24. 

No puede aplicarse una pena por la realización de una conducta si no está prevista como 

delito. El acto de nombrar o etiquetar una conducta como delictiva, es a la vez una 

limitación de la violencia punitiva que soporta la pena. De esta manera, la limitación 

supone una cobija en el que todo brote de violencia, particularmente la violencia del 

Estado realizada por la policía y las fuerzas militares, e incluso la realizada por grupos 

paramilitares, esté bajo el control de la ley. 

Sostener que no es posible aplicar una pena sin que esta sea prevista por una ley, y con 

ello la no aplicación de una pena sin que una persona haya realizado un crimen que este 

tipificado previamente en la ley penal, excluye la posibilidad de crear y aplicar penas por 

 
24 La criminología critica, a mediados de los 80 del siglo pasado, al cuestionar cuáles son los límites del poder punitivo, 
propuso una visión histórico social de DDHH, dándole un lugar significativo a las necesidades reales de las personas. Esto 
supuso una crítica estructural a las tendencias expansionistas y tecnocráticas del sistema penal, la cual se fundamentaba 
en criterios de confianza institucional, entendiendo que las personas son “potencialmente factores de perturbación 
social” (Baratta, 2004b, pág. 300).  
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fuera del poder legislativo y judicial del Estado. En ese sentido, la legalidad se caracteriza 

por ser taxativa25, irretroactiva26, que sea producto de la representación popular27, y que 

cuando se aplique la ley penal debe primar su dimensión sustancial28. 

Sin embargo, a pesar de las conquistas de las revoluciones democráticas y las reformas 

constitucionales de los últimos dos siglos, con las que se formaron los presupuestos 

filosóficos y jurídicos del principio de legalidad, la historia de la criminalización de los 

crímenes de lesa humanidad se mantuvo a espaldas de estos hasta la conferencia de 

Roma. 

3.2.2. Antecedentes normativos de la criminalización de la lesa humanidad. 
La particularidad del Estatuto de Roma con respecto a los estatutos de Nuremberg y 

Tokio, es que las reglas que lo componen no fueron impuestas por los Estados 

vencedores; o por el Consejo de Seguridad de la ONU, como sí fue la experiencia del 

Tribunal Penal Internacional para la ex – Yugoslavia (TPIY) y la referida al Tribunal Penal 

Internacional para Ruanda (TPIR) (Robinson, 1999, pág. 43). 

Para la construcción del artículo siete, se formaron delegaciones en las que estuvieron 

involucradas más de 160 países discutiendo sobre las formas y alcances interpretativos de 

la figura. Entre los puntos de partida, producto de sus antecedentes históricos, se tuvo 

claro que la comisión de un crimen de lesa humanidad deriva en la responsabilidad penal 

individual, sin embargo, lo que promovió el debate sobre su interpretación en ese 

momento fue que:  

1. A la fecha no existía una definición reconocida del crimen;  

2. Que había inconsistencias en las elaboraciones normativas precedentes; y  

 
25 Esta característica se refiere a que la pena es aplicable sólo en los casos de realización de tipos de conducta 
expresamente previstas por la ley con indicaciones de sus elementos descriptivos y normativos” (Baratta, 2004b, pág. 
306). 
26 Esta característica “excluye la aplicación de penas, o de sus equivalentes, y de cualquier condición que agrave la 
situación del imputado, que no haya sido prevista por la ley con anterioridad al hecho” (Baratta, 2004b, pág. 306). 
27 Implica que “en el procedimiento de formación de la ley penal, el respeto de los requisitos mínimos del Estado de 
Derecho (…) la participación popular en la formación de la voluntad legislativa mediante elecciones libres y secretas” 
producto de la libertad de los partidos y organizaciones políticas (Baratta, 2004b, pág. 307). 
28 La restricción de derechos de una persona no puede superar los criterios taxativos definidos por la ley penal, 
especialmente cuando las restricciones se hacen fundadas en normas procedimentales o de carácter administrativo 
(Baratta, 2004b, pág. 307). 
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3. Las discusiones se basaron sobre las particularidades interpretativas con 

las que cada Estado comprendía el derecho internacional consuetudinario 

(Robinson, 1999, pág. 44). 

Los usos adecuados de la figura son particulares respecto a la interpretación y aplicación 

de otra clase de crímenes, como el homicidio o el hurto. Calificar un acto delictivo como 

crimen de lesa humanidad supone diferenciar entre la denominación genérica del crimen, 

es decir sus elementos de contexto y requisitos específicos, respecto a la lista de eventos 

que comprenden estos. 

La criminalización de crímenes de lesa humanidad, tipificada en los diferentes estatutos 

de tribunales internacionales se han hecho con posterioridad a las conductas que dichos 

tribunales pretenden conocer y juzgar29. Cada una ha tenido acentos particulares en sus 

características básicas de acuerdo con los contextos y motivaciones de esas experiencias, 

antecedentes directos de la construcción normativa y las pretensiones interpretativas del 

Estatuto de Roma. 

Conocer crímenes de lesa humanidad supone asumir dos tipos de miradas divergentes y a 

su vez complementarias. Por un lado, se debe adecuar la conducta de la lista de actos que 

contempla el crimen: asesinato, exterminio, esclavitud, etc., para después analizar los 

elementos de contexto, los cuales son los que dan el alcance de sentido: que la conducta 

haya sido producida por un ataque que sea contra la población civil, y que esta haya sido 

sistemática o generalizada. 

3.2.3. Elementos de contexto. 
El “ataque” como elemento de contexto implica comprender a su vez dos componentes. 

Por un lado, la delimitación interpretativa de la naturaleza del acto; y por el otro, la línea 

de conducta con la que se materializa, la cual ha sido desarrollada por la doctrina de los 

crímenes sistema. 

 
29 En relación a los alcances interpretativos de los crímenes de lesa humanidad realizados por el Tribunal Penal 
Internacional para la antigua Yugoslavia ver: (Roberge, 1997) ; respecto al enfoque realizado por el Tribunal de Ruanda: 
(Harhoff, 1997) ; para una revisión de la Corte Especial del caso de Sierra Leona ver: (Blanc-Altemir, 2003) ; En Colombia, 
la recepción de estos temas se han hecho relevantes entrada la primera década del siglo XXI, con la experiencia 
transicional de Justicia y Paz (Ramelli Arteaga, 2011, pág. 10). 
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El ataque es un acto que constituye la realización de alguna de las conductas específicas 

contempladas en el artículo 7 (Servín Rodríguez, 2014, pág. 238). Para su configuración 

supone la calificación de algún grado de violencia, ya sea de manera directa30 o en 

contextos de violencia cultural31, como es la de un gobierno imponiendo un sistema de 

apartheid (Servín Rodríguez, 2014, pág. 239). 

Además, la calificación de un acto como ataque, no requiere probar que ocurra en 

contextos de hostilidades o de un conflicto armado (Forer & López Díaz, 2010, pág. 18), 

característica que lo distingue de los crímenes de guerra, o en el contexto colombiano con 

el tipo penal de homicidio en persona protegida32. Así mismo, la imputación de crímenes 

de lesa humanidad descarta cuando los actos son aislados o fortuitos, lo que implica que 

para su realización requiere un grado de coordinación por línea de mando, o en desarrollo 

de una política de grupo. 

En ese sentido, para que el ataque sea imputado a un sujeto, se requiere que tenga 

conocimiento de este. La teoría de la “Join Criminal Enterprise”, la Teoría de la 

Responsabilidad del Superior y la Teoría del Dominio del Hecho por Aparatos Organizados 

de Poder, han sido los instrumentos que, desde la dogmática del derecho penal 

internacional, se han posicionado para la persecución y enjuiciamiento de crímenes 

internacionales, y su uso ha sido una constante a la hora de imputar crímenes de lesa 

humanidad a máximos responsables (Ambos k. , 2008, pág. 135). 

La teoría de las empresas criminales conjuntas es una herramienta para la judicialización 

de crímenes cometidos por grupos o por personas que actúan bajo un designio criminal 

 
30 Al respecto, el TPIY en el caso Kunarac y otros, entendió el ataque como “actos que implican violencia” (Fiscal vs. 
Dragoljub Kunarac, Radomir Kovač y Zoran Vuković Foča, 2001, pág. 38). Sobre el grado de impacto en relación con la 
acción y la producción de multiplicidad de daños y/o víctimas ver (Fiscal Vs. Tihomir Blasikc, 2000, pág. 45). 
31 El TPIY ha sostenido que por ataque también puede entenderse cualquier tipo de maltrato a la población civil (Fiscal 
vs. Zejnil Delalić, Zdravko Mucić alias “Pavo”, Hazim Delić, Esad Landžo alias “Zenga” (Čelebići), 1998). 
32 La distinción de la naturaleza del ataque respecto a que el elemento no se refiere exclusivamente a un ataque militar, 
es relevante en el caso de la Corte Penal Internacional en el que juzga a Jean Pierre Bemba por crímenes realizados en la 
República Democrática del Congo (Situación en la Républica Centroafricana del Congo en el caso del FIscal Vs. Jean-
Pierre Bemba Gombo, 2009). En esa sentencia se explica que el ataque es aplicable a campañas u operaciones que se 
realicen contra la población civil (Ramelli Arteaga, 2011, pág. 532). 
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común33. De esta manera, para que sea posible aplicarla, se deben probar tres elementos: 

1. Que exista una pluralidad de personas; 2. La existencia de un plan común; 3. La 

participación de una persona a través de cualquier forma de asistencia, contribución o 

ejecución en el propósito común (Ambos k. , 2008, pág. 138). Así mismo, el TPIY distinguió 

tres modalidades de la Teoría (Ambos k. , 2008, pág. 138): 

 La forma básica: las personas relacionadas con la ejecución de un crimen 

actúan bajo una motivación común, una iniciativa o una orden. 

 La forma sistemática: las personas relacionadas con la ejecución de un 

crimen actúan bajo un plan o propósito común. 

 La forma extensiva: una de las personas que pertenece a la empresa 

criminal, realiza actos constitutivos de crímenes que van más allá del plan 

común, pero que son una consecuencia natural y previsible a la realización 

del plan. 

Respecto a la teoría de la responsabilidad del superior, para que sea aplicable se deben 

constatar tres elementos (Ambos k. , 2008, pág. 141):  

1. Existencia de una relación superior-subordinado;  

2. Omisión del superior de tomar las medidas necesarias y razonables para 

prevenir los crímenes de sus subordinados, o para castigarlos una vez los 

han cometido, y;  

3. El conocimiento del superior o que este tuviera razones para saber que los 

crímenes se iban a cometer o que ya se habían cometido. 

Por último, la teoría del dominio del hecho a través de aparatos organizados de poder34 lo 

que requiere probar es: 1. Que exista un acuerdo común entre personas para cometer un 

crimen; 2. División del trabajo criminal; 3. Que el aporte sea significativo para la ejecución 

 
33 El tribunal que puso en uso esta teoría fue el TPIY con el caso Tadic (Fiscal Vs. Tadic, 2000). A partir de ahí, en el campo 
del derecho penal internacional se abrió una discusión sobre la aplicación simultánea de teorías para imputar crímenes a 
superiores. Un análisis rigoroso de la aplicación simultánea está en (Ambos k. , 2008, pág. 143 y ss). 
34 Esta teoría, principalmente propuesta por Claus Roxin (2002) y (2016), fue usada para la imputación de crímenes a 
superiores en Nuremberg; así mismo fue la que se aplicó en el renombrado caso Eichmann en Israel; también ha tenido 
un lugar significativo para el juzgamiento de crímenes de lesa humanidad en la transición argentina. Para una revisión de 
la trayectoria de esta teoría y su uso en tribunales ver (Jiménez Martínez, 2017). 
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del hecho; 4. El “hombre de atrás” debe ejercer un control efectivo sobre los autores del 

aparato organizado y creado por este (Cadavid Londoño, 2013, pág. 134). 

El acento de estos tres instrumentos es hacer visible el control que ejercen unas personas 

sobre otras, al interior de estructuras criminales. Lo que implica la existencia de una 

jerarquía donde la línea de mando va del tope hacia la base del aparato organizado 

(Ambos k. , 2008, pág. 183). 

La aplicación de alguna de estas tres teorías a la hora de definir un crimen de lesa 

humanidad, a pesar de tener experiencias en tribunales internacionales en donde se han 

aplicado simultáneamente, difieren en sus elementos conceptuales (Gil Gil & Maculan, 

2013). De esta manera, los actores judiciales a la hora de reconstruir los hechos deben 

tener la capacidad de interpretar las conductas constitutivas de daños graves y su relación 

con la organización criminal (Olasolo Alonso, 2015). La apuesta de estos instrumentos es 

vincular a los altos mandos, quienes planean o dan órdenes, de cara a crímenes que 

impactan sobre la población civil de manera generalizada o sistemática. 

El elemento “población civil” tiene su emergencia con las reglas creadas por el Derecho 

Internacional Humanitario, particularmente con el Protocolo I Adicional a los Convenios 

de Ginebra de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 

internacionales: 

Artículo 50 - Definición de personas civiles y de población civil. 1. Es persona civil 
cualquiera que no pertenezca a una de las categorías de personas a que se refieren 
el artículo 4, A. 1), 2), 3), y 6), del III Convenio, y el artículo 43 del presente 
Protocolo. En caso de duda acerca de la condición de una persona, se la considerará 
como civil; 2. La población civil comprende a todas las personas civiles; 3. La 
presencia entre población civil de personas cuya condición no responda a la 
definición de persona civil no priva a esa población de su calidad de civil (CICR, 
1977). 
 

Sin embargo, es con el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra (CICR, 1949), 

que el alcance interpretativo del elemento población civil hace una transición de la 

interpretación formal (estatus formal) hacía una interpretación material. De esta manera, 

“será la situación fáctica de la víctima al momento de comisión de los crímenes, más que 
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su estatus, lo que determine la condición de población civil” (Forer & López Díaz, 2010, 

pág. 23). 

A la hora de acreditar este elemento en los crímenes de lesa humanidad, la 

argumentación de los actores judiciales que esclarecen estos actos debe tener acento en 

lo que la experiencia del TPIY ha llamado el Estatus Material (Fiscal vs. Tihomir Blasksic, 

2000). En ese sentido, aquellas personas que no participan en hostilidades, así como 

enfermos, heridos, detenidos o quienes han depuesto las armas, podrán ser etiquetados 

como población civil, siempre y cuando la situación en la que se presenta un ataque, sea 

dirigida contra estas, independiente del estatus con el que estas se representen 

(Benavides Hernández, 2015, pág. 28). 

El tercer y último elemento de contexto de los crímenes de lesa humanidad es que este 

haya sido realizado de manera generalizada o sistemática. Los teóricos del derecho penal 

internacional, al abordar estos dos elementos, se refieren a ellos como la dimensión 

cuantitativa y cualitativa del crimen, respectivamente (Ambos K. , 2005). Sin embargo, los 

criterios interpretativos que han construido diferentes tribunales internacionales hacen 

que la diferencia no sea tan evidente, sobre todo a la hora de encuadrar los elementos de 

un caso que pretenda probar la sistematicidad, pues se ha hecho uso de una pluralidad de 

acentos a la hora de enfocar la investigación de un crimen. 

Otra de las discusiones en torno a este elemento fue en contextos de la Conferencia de 

Roma, donde se cuestionó si se debía adoptar una postura conjuntiva (generalizado y 

sistemático) o una disyuntiva (generalizado o sistemático) (Robinson, 1999, págs. 50-51). 

Quienes cuestionaban la postura disyuntiva, sostenían que el elemento era demasiado 

inclusivo, lo cual llevaría a que eventualmente una “ola espontánea de crímenes 

generalizados” (1999, pág. 51) sea etiquetado como Crimen de Lesa Humanidad. Sin 

embargo, para el Estatuto de Roma, el test conjuntivo resultó favorable, pues las 

preocupaciones de los que defendían la postura disyuntiva, ya había sido resuelta en el 

parágrafo del artículo siete que define “ataque contra una población civil”: 
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Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de conducta que 
implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una 
población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización 
de cometer ese ataque o para promover esa política (ONU: Asamblea General, 
1998) 
 

La multiplicidad de actos que implica un crimen de lesa humanidad supone por lo menos 

un umbral mínimo de organización o gestión para la ejecución de esos crímenes. Además 

de ello, las experiencias judiciales después de los juicios de Nuremberg habían 

interpretado el elemento de generalidad como un ataque dirigido deliberadamente a una 

multiplicidad de víctimas, descartando actos que, a pesar de ser deliberados, sean 

aislados o no tengan conexión con alguna política u orden35. 

Respecto al elemento de sistematicidad, delimitar su alcance resulta más complejo, pues 

los usos que diferentes tribunales internacionales han hecho sobre este han sido diversos 

y en algunos casos contradictorios36. Lo sistemático, en principio, apela a cierto grado de 

organización a la hora de ejecutar el ataque, la aclaración se hace en el Estatuto de Roma, 

cuando describe qué entiende por “ataque contra una población civil”. 

Para analizar este, es necesario establecer qué tipo de elemento común permite probarlo: 

la forma en que se realizan los actos constitutivos de ataque; las particularidades de las 

víctimas; los motivos con los que se realizan los crímenes; las circunstancias de tiempo en 

la que estos se ejecutaron; el espacio geográfico donde se realizaron; entre otros. El 

conocimiento de crímenes de lesa humanidad, al interior de investigaciones judiciales 

implica cambiar el enfoque de investigación tradicional con que fiscales y jueces realizan y 

validan la información recolectada relevante para el caso. 

Las indagaciones en torno a la demostración de la sistematicidad están enfocadas a la 

reconstrucción del plan criminal que el Estado o una organización que ejerce poder en un 

territorio, ha ejecutado actos constitutivos de un crimen. Las técnicas de análisis para ello 
 

35 Para la verificación de crímenes de lesa humanidad el elemento generalizado “puede ser definido como una acción 
masiva, frecuente, de larga escala, llevada a cabo de forma colectiva, con seriedad considerable y dirigida a una 
multiplicidad de víctimas” (Fiscal Vs. Akayesu, 1998). 
36 Un ejemplo de ello son los estándares que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos ha realizado para probar 
hechos constitutivos de graves violaciones de derechos humanos (Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile, 2006) (Caso 
Barrios Altos Vs. Perú, 2001), los cuales difieren de los criterios desarrollados por los tribunales penales internacionales 
creados para la situación de la hoy Ex Yugoslavia y Ruanda (Gaitán Peñaloza, 2018). 
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superan la caja de herramientas de la investigación criminalística, haciendo necesaria el 

uso de herramientas de la sociología o la antropología para construir los contextos en 

donde se presentan crímenes de lesa humanidad. 

3.2.4. La recepción de la imputación de crímenes de lesa humanidad en Colombia. 
En cuanto al caso colombiano, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, es la que, a 

partir de los estándares desarrollados por tribunales internacionales, ha ido esclareciendo 

criterios sobre la aplicación de crímenes de lesa humanidad ocurridos en el territorio 

nacional. Con ello, rompe la fuerza de la tradición con la que se venía abordando el 

conflicto armado en los tribunales judiciales, haciendo uso de una norma internacional 

que no tiene norma homologante en el ordenamiento jurídico nacional37. 

La Corte Suprema de Justicia a la hora de nombrar acciones realizadas por actores del 

conflicto armado, hace uso de la literatura jurídica del derecho internacional, 

particularmente la relacionada con las retóricas del Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, y con ello las relacionadas con la etiqueta de “graves violaciones”. El 

Auto del 13 de mayo del 2010 (Juicio de Cesar Pérez García, 2010), el cual etiqueta como 

crimen de lesa humanidad, los hechos conocidos como la Masacre de Trujillo. Al referirse 

sobre la denominación sostiene que: 

si bien para el momento de comisión de la conducta formalmente no existía 
ningún tipo penal que denominara crimen de lesa humanidad a ataques masivos 
y generalizados; el Estado Colombiano, por lo menos desde 1950, suscribió los 
hoy conocidos como principios del derecho internacional de los derechos 
humanos, compilados en la resolución 95 de la Organización de Naciones Unidas 
de ese año, instrumentos que permiten por su especial gravedad, considerar 
delitos de la legislación común como crímenes de lesa humanidad por su 
sistematicidad y generalidad (Juicio de Cesar Pérez García, 2010). 
 

Bajo el argumento de eliminar la impunidad en casos de graves violaciones de derechos 

humanos, la Corte Suprema de Justicia explica que los funcionarios judiciales no solo 

deben limitarse a las herramientas legales domésticas para judicializar esos casos, 
 

37 El crimen de Lesa Humanidad como tipo penal no existe en Colombia, a diferencia del tipo penal de Genocidio, el cual 
es el primer delito de la parte especial de la ley 599/2000, actual Código Penal. En su momento esto generó un reto para 
los tribunales judiciales, pues la imputación y juzgamiento de crímenes de lesa humanidad, afectaría el principio 
constitucional en el que un crimen no puede ser considerado como tal si no hay una ley previa. En ese sentido, los 
diferentes pronunciamientos que ha tenido la Corte Suprema de Justicia han sido para definir el ámbito de competencia 
que tienen los jueces para declarar estos crímenes. 
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precisamente la naturaleza de estos implica que se haga uso de instrumentos 

internacionales que hayan sido incorporados al ordenamiento jurídico nacional. De ahí a 

que sea posible investigar, juzgar y condenar delitos nacionales que comprendan el 

alcance interpretativo de crímenes internacionales. 

La sentencia o imputación deberá mencionar la característica internacional del 
crimen y describir sus elementos, contexto, características de la población civil y 
generalidad o sistematicidad, para satisfacer los postulados de verdad, justicia, 
reparación y no repetición a las víctimas. Criterios desarrollados por el derecho 
internacional y nacional (Forer & López Díaz, 2010, pág. 47). 

La apuesta de la administración de justicia en Colombia, de cara al conocimiento de 

graves violaciones de derechos humanos en contextos del conflicto armado, la 

judicialización y condena de máximos responsables, así como la garantía del derecho a la 

verdad, la justicia y la reparación de las víctimas, abrió una puerta para la comprensión y 

construcción de los relatos judiciales que se construyen bajo las ritualidades de la ley.  

La declaración de crimen de lesa humanidad es un acto de connotación judicial 
que bien puede hacerlo el funcionario de la Fiscalía General de la Nación que 
cumple el papel de acusador, o bien el juez del conocimiento. En suma, los 
homicidios agravados y en persona protegida en los que incurrió el acusado 
directamente o por intermedio del aparato organizado de poder (autodefensas), 
mal llamadas acciones de “limpieza social”, que revisten las características de ser 
conductas sistemáticas, generalizadas, que tuvieron por fin acabar con personas 
de la población civil, expendedores de droga, etc., ciertamente que deben ser 
considerados como crímenes de lesa humanidad, causados en once “acciones de 
limpieza social” (típicos asesinatos) de que tratan los 50 atentados contra la vida. 
 

La disputa por la verdad en los estrados judiciales requerirá para ello herramientas que 

permitan evidenciar la sistematicidad y generalidad de los crímenes. Ello llevó a que se 

hicieran una serie de reformas a las leyes que regulaban el proceso penal especial de 

Justicia y Paz38, pero también la necesidad de transformar los perfiles y estrategias que 

emprendían cada uno de los actores que convergían en el campo de la justicia 

transicional. Conceptos como “macro criminalidad”, “patrón” y “contexto”, empezaron a 

 
38 El acto legislativo 001 de 2012, creador del marco jurídico para la paz, entre otras, le da una serie de herramientas 
para que la Fiscalía General de la Nación pueda investigar crímenes sistema. En ese sentido, los referentes que de ahí se 
construyeron son: la resolución 1810 de 2012, que crea la Unidad Nacional de Análisis y Contextos; las memorias 
recogidas en el libro “La Priorización” (2013); el informe de rendición de cuentas de la Unidad de Análisis y Contextos 
2012-2013 (Fiscalia General de la Nación, 2013); y la directiva 001 de 2012. Para un estudio de los usos de metodologías 
de contexto en Colombia ver (Barbosa Castillo & Bernal Pulido, 2015). 
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circular en las retóricas de la ley pensadas en la transición, lo cual cambió el tipo de 

mirada con la que estos sujetos reconstruyen lo que pasó, y con ello, una narrativa 

novedosa frente a la tradición del campo jurídico, que permitiría por vía judicial saber 

cómo sucedió el conflicto armado. 
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Buseta “El Cardón Guajiro” Ruta Zipacoa-Santa Rosa-Cartagena. Fotografía: Rafael Bossio. 
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Capítulo 4. Rendición de cuentas. Usos políticos del pasado en la 
escena judicial del caso Zipacoa. 

 
 
 

Es la desigualdad ante la ley  
la que ha hecho y sigue haciendo la historia real,  

pero a la historia oficial no la escribe la memoria, sino el olvido. 
 

Eduardo Galeano 
 

 

 

El objetivo de este capítulo es describir los relatos elaborados en el proceso de Justicia y 

Paz que judicializaron los crímenes conocidos como la masacre de Zipacoa. El capítulo 

trabajará las formas en cómo fueron nombrados esos hechos, cuáles fueron las voces con 

que se elaboró el relato, las implicaciones de estas formas en cómo es nombrado el 

pasado. Es decir, a partir de las pretensiones de verdad que supone la decisión judicial, 

mostrar los alcances de esta como una forma de hacerse cargo de los crímenes del 

pasado, en tanto rendición de cuentas, pero también como forma de acceder al pasado. 

El capítulo está dividido en dos partes. La primera se concentrará en la descripción de los 

mecanismos judiciales que se han usado en el caso de Zipacoa a partir del proceso penal 

especial de Justicia y Paz. Para ello, en un primer momento se hará una contextualización 

de la puesta en marcha de la primera experiencia de justicia transicional en Colombia. 

Apoyándose en fuentes secundarias, se sostiene la tesis en la que, desde sus inicios, el 

mecanismo judicial creado para juzgar principalmente, pero no exclusivamente, a las 

estructuras paramilitares instaladas en el país en la década de los años noventa tuvo 

problemas estructurales que frustraron la satisfacción de derechos de las personas que 

acudían a este mecanismo transicional en busca de verdad, justicia y reparación. 

Seguidamente, se abordarán los contextos que posibilitaron la primera decisión judicial 

del sistema que juzgó a los máximos responsables, comandantes paramilitares, que con 
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sus estructuras planearon y ejecutaron crímenes atroces en el norte de Colombia entre el 

año 1996 y 2005. 

La segunda parte del capítulo se enfocará en trabajar cómo desde el enfoque de análisis 

de contexto y las intervenciones de postulados y víctimas, la decisión judicial donde es 

incluida la masacre de Zipacoa, construye un relato en el que el victimario tiene un lugar 

privilegiado. Esto, además de ser contrario a los presupuestos normativos respecto a los 

medios y fines de la justicia transicional y las expectativas normativas de la ley de Justicia y 

Paz, construye un relato en el que se interpretan las atrocidades del pasado como un 

triunfo del proyecto paramilitar. 

De esta manera, los usos políticos del pasado, entendidos como las relaciones de poder 

ejercidas y construidas entre grupos humanos que interactúan con un pasado común 

desde el presente, el capítulo concluye sosteniendo que, a pesar de la existencia de un 

mecanismo de justicia en el que se juzgan los crímenes ocurridos en Zipacoa, las promesas 

de verdad plena elaboradas desde los altares de la ley, no son lo suficientemente 

explicativas para cumplir las expectativas de las víctimas frente a las causas de la masacre 

y la violencia que afectó el pueblo. El cierre judicial, y por lo tanto de verdad que hace la 

sentencia respecto a las circunstancias en las que ocurrieron esos crímenes, el horizonte 

de sentido que ahí se construyó, da un lugar privilegiado a los hechos relacionados con la 

creación de las estructuras armadas, dejando de lado las explicaciones profundas 

relacionadas con una narrativa que diera claridad con los repertorios de violencia y los 

móviles de los crímenes contra la población civil. 

4.1. La experiencia de Justicia y Paz. 
4.1.1. Una puesta en marcha traumática. 
El 20 de noviembre de 2014, la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá 

publicó la primera macro sentencia en el marco de la justicia transicional colombiana39. En 

ella se juzgaron a 12 de los máximos representantes de las Autodefensas Unidas de 
 

39 El término Macro Sentencia o el de Sentencia Priorizada hace parte de la retórica con la que las instituciones judiciales 
de la transición se refieren a las decisiones de tribunales que adoptaron la estrategia de priorización de la Fiscalía 
General de la Nación construida en contextos del Acto Legislativo 001 de 2012. Vale aclarar que no existe un referente 
legal que de manera expresa, se refiera a estas decisiones como “macro sentencias”. Sin embargo, es el término que 
usan diferentes actores de la escena judicial, para referirse a este tipo de pronunciamientos. 
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Colombia (AUC), por hechos relacionados con conductas criminales en las que sus 

estructuras ejercieron control sobre los territorios. Entre otros, los crímenes que 

realizaron en contexto de los hechos conocidos como la Masacre de Zipacoa, el 8 de enero 

de 2001. 

Esta decisión y el documento en el que se consigna40 le dieron cierre judicial a más de 

treinta mil crímenes que se realizaron en contextos de la avanzada paramilitar en el norte 

de Colombia, iniciada en el año 199641. El Proceso Penal Especial de Justicia y Paz, 

mecanismo judicial que hace parte de esa primera experiencia de justicia transicional, es 

el lugar en el que se conocen y juzgan crímenes realizados por grupos organizados 

armados al margen de la ley, particularmente con hechos relacionados con el conflicto 

armado colombiano42. 

El presupuesto jurídico de esta decisión judicial está en la ley 975 de 2005; ley de Justicia y 

Paz. El objetivo de esta ley, que se dio en contextos del final del primer mandato 

presidencial de Álvaro Uribe Vélez fue, por un lado, facilitar el proceso de paz que el 

gobierno nacional había iniciado con las Autodefensas Unidas de Colombia43, produciendo 

reglas frente a la desmovilización, desarme y reinserción de grupos armados al margen de 

ley; y por el otro, garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la 

reparación y las garantías de no repetición. Una ley que permitiera al Estado colombiano 

hacer una transición de la violencia del conflicto armado hacia la paz. 
 

40 Una de las características de las decisiones judiciales, es que los enunciados lingüísticos que la componen se predican 
de la legitimidad de quien los enuncia. J. L. Austin llama a esto expresiones lingüísticas performativas o realizativas, y se 
diferencian de aquellas que son constatativas, es decir, aquellos enunciados que describen un estado de cosas 
existentes de las que se puede predicar si son verdaderas o falsas (Austin, 1990, pág. 44). 
41 La masacre más antigua judicializada en la sentencia citada es la del Carrizal, el 26 de septiembre de 1996 en Codazzi, 
César (Tribunal Superior de Bogota. Sala de Justicia y Paz, 2014). 
42 El artículo 2 de la Ley de Justicia y Paz, no condiciona la categoría de crímenes del conflicto armado en su 
competencia. Sin embargo, al judicializar crímenes sistemáticos y masivos, no se está de espalda a este fenómeno. La 
primera parte del artículo 2, sobre el ámbito de aplicación de la ley dice “La presente ley regula lo concerniente a la 
investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las personas vinculadas a grupos armados organizados al 
margen de la ley, como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a 
esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir decisivamente a la reconciliación nacional, aplicando 
criterios de priorización en la investigación y el juzgamiento de esas conductas”. 
43 El proceso de paz con las Autodefensas Unidas de Colombia inició en el primer mandato presidencial de Uribe Vélez, 
en el 2002. Sin embargo, es un año después, el 15 de julio de 2003 en el municipio de Tierralta, Córdoba, en la que 
delegados del gobierno nacional y representantes de las AUC suscribieron el acuerdo de Santa Fe de Ralito, que 
formalmente definió las reglas de negociación frente a la desmovilización, desarme y reinserción de este grupo 
(INDEPAZ, 2013). 
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Sin embargo, desde sus inicios, la puesta en práctica de Justicia y Paz fue traumática. La 

literatura producida en torno al análisis de esta evidenció de manera temprana los 

diversos problemas de diseño y aplicación de los mecanismos transicionales que la 

componen, cuestionándose incluso desde diversos sectores si se estaba frente una justicia 

transicional sin transición (Uprimny, 2006). De una u otra manera, la mayoría de las 

investigaciones académicas respecto a esta primera experiencia de justicia de transición, 

tuvieron acento en una perspectiva jurídica (García Arboleda, El lugar de las víctimas en 

Colombia: análisis de las instituciones de verdad, justicia y reparación desde una 

perspectiva de víctimas, 2013, pág. 1), lo que de cierta manera influyó en que -frente a los 

vacíos legales del proceso-, se produjeran respuestas legales en clave de reglamentos y 

reformas a la ley. 

Uno de los problemas más evidentes fue que cinco años después de la puesta en marcha 

del mecanismo judicial, no se contaba con sentencia alguna. Las razones que la Fiscalía 

General de la Nación dio en su momento fueron: 

 La inexistencia de un criterio que unifique las directrices de la Corte 

Suprema de Justicia frente al dilema de aplicar imputaciones parciales o 

completas a los más de 30.000 ex paramilitares postulados a las leyes de 

justicia transicional. 

 Las presiones de la Corte Constitucional frente a las evidentes 

vulneraciones de los derechos de las víctimas, debido a los retardos de las 

investigaciones y las decisiones judiciales (Guerrero Torres & Galindo 

Villarreal, 2010). 

Estos problemas se desarrollaron en contextos de la anulación realizada por la Corte 

Suprema de Justicia, de la que sería la primera decisión de un tribunal de Justicia y Paz, 

con la condena de Wilson Salazar Carrascal, un paramilitar conocido con el alias de “El 

Loro” perteneciente al Bloque Norte de las AUC. En esa ocasión esta persona era juzgada 

por haber realizado tres homicidios, una extorsión y la conducta de falsedad en 

documento público. Esa decisión se promovió por un pronunciamiento de la Corte 
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Suprema de Justicia en la que daba la posibilidad que la Fiscalía pudiera hacer 

imputaciones parciales frente al universo total de crímenes realizados por personas 

pertenecientes a estructuras criminales. Sin embargo, las razones de la anulación se 

hicieron porque en el proceso de juzgamiento no se incluyó el delito de concierto para 

delinquir que, a juicio de la corte, es un crimen que confirma la vinculación del postulado 

a una organización criminal, y, por tanto, una conducta estructural que confirma la 

competencia de los tribunales de Justicia y Paz para juzgar empresas criminales, dinámicas 

que trazan una diferencia y ámbitos de competencia con la justicia penal ordinaria. 

Con todo esto, la primera decisión judicial en contextos de justicia transicional se dio en 

junio de 2010, en la que se condenó a Edward Covo Téllez alias “Diego Vecino” y Uber 

Banquez Rodríguez alias “Juancho Dique”, por el desplazamiento forzado de la comunidad 

de Mampuján y la masacre de Las Brisas. La decisión fue polémica, pues además de 

cuestionar los 5 años que duró el proceso para producir una condena que solo hizo justicia 

en dos casos, problemas como la determinación de la reparación, la poca participación de 

las víctimas en los escenarios judiciales, la exclusión de una de ellas en el reconocimiento 

de los hechos, entre otras situaciones en la que se cuestionó el aparato institucional de la 

transición, promovió que se gestara un rediseño de ese mecanismo judicial, que 

permitiera ser más eficiente y que garantizara la participación y los derechos de las 

víctimas. 

Estos dilemas, consecuencia de la promesa que supone la transición, también se forjan 

con la atribución de que la decisión judicial, en tanto mecanismo que promueve el 

derecho a la justicia y la lucha contra la impunidad, permitiría el reconocimiento del 

derecho a la verdad de las personas que sufrieron la violencia paramilitar. Es decir, como 

un mecanismo que hace una ruptura entre el pasado violento y la promesa de paz, junto 

con la garantía de que esos hechos no volverán a suceder. 

Los actores que participan en la escena judicial no solo se les exigirá las ritualidades que 

supone construir la verdad judicial, también deberán responder al esclarecimiento 

histórico que permita comprender las diversas dinámicas de la guerra, toda una 
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producción de conocimientos enfocados a la preservación de la memoria histórica del 

conflicto armado. 

De esta manera, el rediseño de los mecanismos legales de la transición que se hicieron en 

el 2012, además de pretender resolver el cuello de botella de la producción de decisiones 

judiciales, es decir, una respuesta cuantitativa motivada en que el número de condenas y 

reconocimientos de derechos a las víctimas aumentaran; también se hizo en clave 

cualitativa al definir nuevos parámetros de investigación y contenidos en las decisiones 

judiciales. Estos documentos, caracterizados por enunciar una línea temporal que sintetiza 

las diferentes etapas que tuvo el proceso, los delitos que se están conociendo/juzgando, a 

quiénes se juzgan, las pruebas que soportan esas acusaciones y la pena a aplicar; ahora se 

les exigirá la reconstrucción de un contexto histórico, político, económico, cultural y social 

en el que ocurrieron esos crímenes. 

Las decisiones judiciales de Justicia y Paz además de juzgar y condenar a máximos 

responsables de crímenes, acto en el que se reafirma del poder punitivo estatal por 

hechos que realizaron en el pasado; al ser pronunciamientos que se hacen en el marco de 

una política de lo transicional, también pone en conocimiento una forma de memoria 

sobre lo que pasó en el conflicto armado. 

En ese sentido, estas particulares formas de acceder al pasado trazan todo un horizonte 

de proyección en torno a la comprensión del conflicto armado colombiano. La sentencia 

que judicializa los hechos ocurridos en Zipacoa en el 2001, juzga a los máximos 

responsables del Bloque Catatumbo, el Bloque Córdoba, el Bloque Norte y el Bloque de los 

Montes de María. Estas dos últimas estructuras, fueron las que tuvieron presencia, entre 

otros territorios, en el norte del departamento de Bolívar en donde está el corregimiento 

de Zipacoa44. En ese sentido, el análisis que se hará a continuación se enfocará 

 
44 Si bien la masacre de Zipacoa fue liderada por el paramilitar Manuel Castellanos alias “El Chino”, el cual estuvo bajo el 
mando de Uber Banquez Rodríguez, comandante del Bloque Montes de María, es necesario relacionar los hechos, con 
las dinámicas de la guerra que elaboró el Bloque Norte, pues si bien la sentencia las muestra como estructuras 
independientes, solo esto ocurre a partir del 2001, cuando el Bloque Montes de María se independiza 
administrativamente, lo que no necesariamente supuso una separación militar, pues una de las estrategias del 
paramilitarismo en el Caribe colombiano fue armar comisiones transitorias en las que paramilitares rasos, cumplían 
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exclusivamente en la información relacionada con la masacre judicializada en la sentencia 

del 20 de noviembre de 2014. 

4.1.2. Silencios de la decisión judicial. La configuración territorial del conflicto armado y las 
macroestructuras criminales en la región Caribe. 

El horizonte de investigación del proceso penal especial de Justicia y Paz es la 

identificación y delimitación de las estructuras criminales en los territorios. El Bloque 

Héroes de los Montes de María, independizado del Bloque Norte desde el año 2001, se 

desmovilizó el 14 de julio de 2005 en el corregimiento de San Pablo, municipio de María 

La Baja en el departamento de Bolívar. Los 594 miembros relacionados en la lista 

elaborada por Edward Covo Téllez alias “Diego Vecino”, participaron en un proceso de 

carácter colectivo en la que tuvieron presencia diferentes instituciones del Estado y del 

gobierno nacional, entre otras, el alto comisionado para la paz Luis Carlos Restrepo. El 

acto estuvo precedido por el discurso de Téllez en el que usó figuras retóricas que 

apelaban a la heroicidad y conquista del grupo en el territorio. 

En la desmovilización también estuvieron los gobernadores de Bolívar y Sucre, que con 

palabras felicitaban a los miembros desmovilizados, no solo por la entrega de las armas, 

sino también por la labor realizada. Todo un rito que se muestra como la consolidación del 

proceso de negación oficial45 que mantuvo el Estado colombiano durante la cruzada 

paramilitar46. Muestra de ello, apartes del discurso del entonces gobernador de Bolívar 

Libardo Simancas: 

Quiero saludar compasivo, quiero saludar con sentimiento de solidaridad patriótica, 
con sentimiento de bolivarense, con sentimiento de hombre del pueblo, a este 
puñado de compatriotas, de hombres integrantes del Bloque Héroes de los Montes 
de María de las Autodefensas Unidas de Colombia, que hoy ingresan al ejército de 
la inmensa mayoría que formamos el pueblo colombiano, que somos gentes de 
bien, gentes trabajadoras y que miramos en medio de las dificultades y de las 
limitaciones, miramos con fe, con optimismo, el futuro de nuestro país. 

 
misiones específicas en territorios donde estrictamente no había influencia del Bloque al que pertenecía (Conversación 
con Manuel Castellanos Morales, 8 de Noviembre de 2017). 
45 Para efectos de este trabajo, el concepto de negación oficial debe entenderse en los términos que lo hace el 
criminólogo Stanley Cohen en Estados de Negación: procesos que implican una estrategia “iniciada, estructurada y 
sostenida por los recursos masivos del Estado moderno” (Cohen, States of Denial. Knowing about Atrocities and 
Suffering, 2001, pág. 10) 
46 Un video en la plataforma YouTube, aparentemente editado por Edward Covo Téllez, registra imágenes e 
intervenciones que hubo en la fecha de la desmovilización. Link: https://bit.ly/2JxVm9E 
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Por otro lado, el Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia se desmovilizó 

colectivamente el 8 de marzo del 2006, bajo el mando de Rodrigo Tovar Pupo alias “Jorge 

40”47. En el proceso se registraron 2.215 miembros, que hicieron parte de la lista firmada y 

entregada al gobierno nacional por Tovar. Sin embargo, al momento de la sentencia, es 

Salvatore Mancuso quien asume como máximo representante del Bloque, pues Tovar 

Pupo, después de ser extraditado a una cárcel en los Estados Unidos de América en mayo 

del 2008, incumplió las múltiples citaciones que Justicia y Paz hacía para las audiencias de 

versión libre, así como las de imputación parcial. Por esa razón la Fiscalía solicitó su 

exclusión el 10 de febrero de 2014 y fue aceptada por el Tribunal de Justicia y Paz de 

Barranquilla el 22 de junio de 2015. 

Evidentemente estos detalles no son registrados por la sentencia judicial, pues para esta, el 

acento de la desmovilización se limita a un procedimiento administrativo en donde se 

relacionan personas que pertenecieron a las AUC y la lista de bienes que tenían en su 

poder en el momento de la desmovilización. Sin embargo, son estos los detalles que 

permiten abrir todo un escenario de discusión en torno al esclarecimiento histórico de lo 

que significó ese momento, las memorias silenciadas por los espectadores que asistieron 

ese día, los testimonios de los que en ese momento se mostraban como promotores del 

proceso, pero que hoy se desmarcan asumiendo posiciones de negación personal. Toda 

una cantera de fenómenos que la investigación social, jurídica y judicial podría asumir 

como propios, pero que sin lugar a duda superan las pretensiones metodológicas de este 

trabajo. 

Con estas consideraciones, la Macro Sentencia al enfocarse en las diferentes estructuras 

paramilitares que estaban bajo el mando de Mancuso, estas se representaron de la 

siguiente manera: 

 

 

 
47 Los máximos líderes que acompañaban la toma de decisiones de Tovar Pupo, para la época de la desmovilización eran 
José Vicente Castaño Gil alias “El Profe” y Salvatore Mancuso Gómez alias “Mono Mancuso”. 
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Gráfica 4. Bloques paramilitares comandados por Salvatore Mancuso. 

 

 

 

 

 

 

Fuente: (Tribunal Superior de Bogota. Sala de Justicia y Paz, 2014). Elaboración propia. 

Una de las apuestas de este mecanismo transicional es el esclarecimiento de cómo 

funcionaban organizacionalmente las estructuras criminales a las que pertenecen las 

personas que pretende judicializar. Apelando al derecho a la verdad, en tanto el requisito 

de confesión plena al que se comprometen los postulados, la sentencia hace una 

descripción sobre “el origen, consolidación y expansión de esa organización armada”. 

Las sentencias de Justicia y Paz, al ser documentos que registran procesos donde se 

judicializan a los responsables de crímenes del conflicto armado, el registro que se hace 

del pasado inevitablemente tiene su acento en los testimonios de los perpetradores. 

Párrafo a párrafo se va esclareciendo quiénes son las personas que se están juzgando 

(Identidad de los postulados y situación jurídica); la actuación que estos tuvieron en las 

diferentes etapas del proceso (postulación, audiencias de versión libre, audiencias de 

imputación, audiencias de formulación y aceptación de cargos); los lugares donde 

tuvieron presencia las estructuras criminales (Georreferenciación y caracterización de los 

Bloques); y la recopilación de procesos que los postulados judicializados tenían en justicia 

ordinaria (requisitos de elegibilidad). 

Respecto a la caracterización del Bloque Montes de María, realizada por la Fiscalía, 

reafirma el mito fundacional que Covo Téllez sostenía en el discurso de desmovilización. El 

surgimiento de las Autodefensas fue “una necesidad de los habitantes de la región de 
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defenderse de la injerencia de la subversión”. Sin embargo, entre líneas se especifica que 

no fueron simplemente “habitantes”. Mancuso en uno de los registros de audiencias de 

versión libre que usó la sentencia sostuvo que fueron ganaderos y empresarios quienes 

concertaron la instalación del paramilitarismo en el departamento de Bolívar, amparados 

en el difuso horizonte de legalidad que daba a las convivir un estatus jurídico. 

El Bloque organizacionalmente se componía por tres comandos de fuerzas especiales, 

representados de la siguiente manera: 

 Gráfica 5. Bloque Paramilitar Montes de María. 

Fuente: (Tribunal Superior de Bogota. Sala de Justicia y Paz, 2014). Elaboración propia. 

En ese sentido, el grupo de 45 miembros liderado por Manuel Castellanos Morales alias 

“El Chino”, fueron los paramilitares que tuvieron el control territorial de Zipacoa en el 

proceso de la avanzada paramilitar a inicios del siglo XXI. Así mismo, Castellanos seguía 

órdenes de Banquez Martínez alias Juancho Dique. Sin embargo, la llegada del 

paramilitarismo a esa zona está mediada por Sergio Manuel Córdoba Ávila, alias 120, que 

en la sentencia es relacionado con el Bloque Córdoba como uno de sus máximos 

representantes, quien seguía órdenes de Mancuso y la casa Castaño directamente. 
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Un grupo de ganaderos pertenecientes al municipio de Arenal se puso en contacto con 

Sergio Córdoba y se reunieron en una finca cerca al municipio de Calamar. El encuentro 

tuvo como finalidad definir la estrategia de control territorial en la zona, de esta manera la 

orden de Córdoba fue infiltrar un grupo de paramilitares armados, pero de civil, quienes 

hicieron un reconocimiento de toda la zona que comprendían los municipios de la zona de 

influencia del Canal del Dique entre los años 2000 y 2001 (Castellanos Morales, 2017). 

La estructura jerárquica que defiende la Fiscalía solo es consistente con el máximo 

responsable, Salvatore Mancuso, pues a la hora de esquematizar la estructura criminal de 

las AUC, si bien es posible identificar cargos de mando, materialmente los mandos medios 

confluyen en estructuras horizontales paralelas que se consolidan en función de una 

operación y misión, más que la consolidación de un plan estructurado. Por esas razones, la 

Fiscalía organiza su caso a partir del dominio funcional de Salvatore Mancuso sobre 

diferentes Bloques, obligando a usar la teoría de la responsabilidad del superior. Análisis 

que es elaborado a profundidad en el aparte donde se acusan formalmente a los 

postulados por los crímenes cometidos, encuadrando la tesis de que cada uno de esos 

hechos constituyen crímenes de lesa humanidad. 

4.2. El análisis de contexto y sus usos para la comprensión de violencia 
paramilitar. 

4.2.1. La decisión judicial como un lugar de memoria. 
En cada uno de esos lugares resguardados por las puertas de la ley, los cuales 

posteriormente serán registrados por el documento que consigna la decisión judicial, los 

perpetradores son los protagonistas, los dueños de la palabra, y con ello, Justicia y Paz al 

ser un mecanismo transicional en el que se ingresaba de manera libre y voluntaria, la 

relación entre quien cumplía la función de investigación y esclarecimiento, la Fiscalía, se 

limitaba a preguntar por los crímenes de los que tuviese conocimiento y aquellos que el 

perpetrador asumiera aceptar. Los lugares en donde se reconstruían y archivaban estos 

relatos también contaba con las víctimas, sin embargo, el sentido que la ley le daba a esos 

escenarios anulaba cualquier participación de estas. De esta manera, lo que el Estado 
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reconocía como un lugar en donde se hacía justicia, quienes iban en busca de ella la 

reconocían como un lugar de impunidad. 

Es con la elaboración del contexto como se pretende hacer contrapeso al relato elaborado 

por los perpetradores. Su propósito en la sentencia “consiste en brindar una narrativa que 

dé cuenta de la evolución del conflicto armado en la Región Caribe colombiana”. De esta 

manera, las herramientas metodológicas habilitadas por las reformas legislativas del 2012 

pretenden resignificar la decisión judicial como un documento que aporte al 

esclarecimiento histórico de los crímenes ocurridos en el conflicto armado, como una 

apuesta pedagógica en la que por medio de las sentencias judiciales se cumpla con el 

deber de memoria del Estado. 

Bajo esa consigna, la fuerza de tradición de la función judicial constituye un objeto en el 

que se puede acceder al pasado, no solo porque se evidencian los recuerdos que 

constituyen objetos de litigio para las clases sociales de determinado periodo histórico 

(Halbwachs, 2004, pág. 292), también son lugares de memoria, pues los procesos rituales 

con los que se elabora son restos en los que subsiste una conciencia conmemorativa, en la 

que institucionalmente evoca una ilusión de eternidad (Nora, 1989, pág. 8). De esta 

manera, las decisiones judiciales en contextos de justicia transicional, al hacer parte del 

patrimonio simbólico de la sociedad colombiana, evidencian todo un sistema de 

categorías y conceptos de las respuestas frente al conflicto armado, las cuales, a pesar de 

tener una dimensión política, son legitimadas desde la ley y el derecho. 

El Centro Nacional de Memoria Histórica en la publicación del informe “Justicia y Paz 

¿Verdad Judicial o Verdad Histórica?” (2012), parte de las Reflexiones de Pierre Nora 

(2008), para sostener que los escenarios judiciales de Justicia y Paz constituyen lugares de 

memoria, sin embargo, replantea los usos que Nora le da a la fuerza de la tradición de la 

escena judicial para sostener que este mecanismo transicional “establece lugares, fuentes 

y énfasis de un relato que debe dar cuenta del conflicto armado y de la violencia 

paramilitar” (pág. 20). Si bien es una interpretación que desborda los cuestionamientos 

teóricos de los lugares de la memoria, el informe lo usó para reafirmar la idea de que la 
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experiencia de la transición a la paz “tiene como una de sus finalidades contribuir a 

gestionar un cambio profundo en la identidad nacional y con ello en la memoria colectiva 

que le sirve como sustento” (pág. 20). 

En ese sentido, comprender las sentencias de Justicia y Paz como retazos del pasado, 

permite problematizar las formas en que la decisión judicial posiciona su relato del 

conflicto armado bajo la fuerza con la que se impone la verdad judicial. En la sentencia del 

20 de noviembre de 2014, la construcción del contexto de los crímenes en la región Caribe 

planteó tres objetivos: 

 Establecer los ejes transversales a partir de los cuales se pueda articular 

explicaciones y miradas panorámicas a un fenómeno de la violencia y macro 

criminalidad disímil y dinámico; 

 Brindar una lectura cercana a la realidad social a través de un análisis 

regional en la que se muestre el comportamiento de los actores del conflicto 

armado interno; y 

 Establecer las principales fases de la evolución del conflicto, enfatizando la 

concurrencia simultánea de varios actores en un mismo espacio geográfico 

(pág. 26). 

Para ello, el “hilo explicativo” a la violencia que se hace en la sentencia, parte de un 

“enfoque privilegiado” que defiende la tesis en la que posiciona la violencia paramilitar 

como una respuesta de la ausencia del Estado contra la avanzada guerrillera. De esta 

manera, el contexto hace tránsito a diferentes lugares comunes que constituyen los 

marcos explicativos del conflicto armado colombiano: “la consolidación de contrapoderes 

ligadas a las operaciones y prácticas de las organizaciones militares, insurgentes y 

contrainsurgentes” (pág. 29); “la superposición de guerras de manera continua y 

simultánea” (pág. 30); “el ejercicio de una soberanía amorfa que se escinde por la 

presencia de una dualidad” (pág. 32); “la relación entre geografía, territorio y actores 

armados” (pág. 34); “la concentración del poder político por parte del poder ejecutivo por 

medio del uso de estados de excepción” (pág. 39). 
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A pesar de que el contexto se ha hecho con todas estas lecturas, el uso narrativo que se 

impone es la que reafirma la tesis del Estado fallido, la que defiende la idea de una 

“debilidad estructural del Estado” (Rotberg, Clapham, Herbst, & Moncada-Roa, 2007). A 

pesar de lograr reconstruir las dinámicas de expansión de los grupos, como los de los 

frentes de las FARC en las diferentes zonas geográficas del Caribe (Tribunal Superior de 

Bogota. Sala de Justicia y Paz, 2014, pág. 48); o la emergencia del paramilitarismo en el 

departamento del César y el Magdalena (pág. 62); o las diversas respuestas que el Estado 

ha pretendido contener la violencia de la guerra; no proporciona una mirada de las 

dimensiones del conflicto desde el Caribe. Por fuera de las menciones a las acciones 

políticas de la Asociación Nacional de Campesinos (ANUC), no menciona las diferentes 

formas en las que las comunidades han sobrevivido a las tácticas bélicas de los actores 

armados. 

En ese sentido, estas formas con las que se administra el pasado, lejos de contrastar el 

discurso triunfalista en la que se muestra la avanzada paramilitar como un proyecto de 

“refundación de la patria” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012, pág. 244), el cual 

estuvo presente en las versiones libres de los comandantes y demás miembros de las 

AUC, el análisis de contexto realizado en la sentencia reafirma la mitología 

contrainsurgente del proyecto paramilitar, un pasado que se usa para mostrar que las 

muertes producidas por “quitarle el agua al pez” (Tribunal Superior de Bogota. Sala de 

Justicia y Paz, 2014, pág. 65), fueron necesarias. Una forma de negación que no se 

concentra en la literalidad de lo que pasó, sino en las implicaciones morales frente al 

reproche social de haber realizado un crimen (Cohen, 2001, pág. 8). 

En cuanto al esclarecimiento de los hechos ocurridos en Zipacoa el 8 de enero del 2001, la 

sentencia usa el término de “masacre” para evidenciar los patrones de macro 

criminalidad realizados por los bloques paramilitares en el territorio. Entre otros eventos 

representativos documentados en la sentencia para explicar la relación entre homicidios 

masivos y el crimen de desplazamiento forzado48, el caso de Zipacoa del 2001 fue 

 
48 Las otras masacres documentadas en el aparte que da cuenta de los patrones macro criminales de masacres y 
homicidios selectivos son la de Repelón (31 de diciembre del 2000), la de Las Palmas (27 de septiembre de 1999), la de 
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reseñado entre las 94 masacres que son judicializadas en la sentencia (Tribunal Superior 

de Bogota. Sala de Justicia y Paz, 2014, págs. 193-216): 

El 8 de enero de 2001, un grupo de las ACCU cuyo comandante era Sergio Manuel 
Córdoba Ávila Alias 120 o El Gordo, quien operaba en el Guamo y con el apoyo del 
comandante Gaviria (Edilberto José Gaviria Pérez-capturado ese día) 
incursionaron en el corregimiento de Zipacoa donde reunieron a la población en 
la plaza y con el apoyo de un informante llamado “Jose” seleccionaron 4 personas 
como colaboradores de la guerrilla, los nombres de esas personas son: son Rebis 
Arellanos Muñoz, Eligio Niño Murillo, Gelmis Niño Murillo y Gilberto Bellido 
Tordecilla (pág. 240). 
 

Sin embargo, como más adelante será reseñado, Córdoba estaba privado de la libertad en 

el momento en que ocurrieron los hechos. Usando la Teoría de la Responsabilidad del 

Superior, la Fiscalía formuló los cargos de Homicidio en Persona Protegida y Deportación, 

expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil, conductas criminalizadas 

en la ley penal colombiana, y que a Córdoba y Mancuso se le imputaron a título de 

coautor y autor mediato, respectivamente. 

En efecto, en el marco de las jornadas en las que el Tribunal de Justicia y Paz convocó a 

las víctimas de los hechos tratados en la sentencia, una de ellas le preguntaba a Córdoba 

sobre la relación entre la financiación del paramilitarismo y la alcaldía de Villanueva. La 

respuesta de Córdoba reseñada en la sentencia contradice el ejercicio de esclarecimiento 

preliminar que la Fiscalía había hecho en la relación de casos emblemáticos: 

Interviene Sergio Córdoba y manifiesta que Manuel Castellanos habló de los 
alcaldes de Villanueva, que no lo sabe directamente porque para esa época estaba 
detenido. Afirma que hubo reuniones con alcaldes, y que son cuatro víctimas de 
homicidio y el desplazamiento de la población de Zipacoa. 

En ese sentido, se puede notar una fractura entre el relato que se usa al momento de 

definir las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la masacre, respecto a los procesos 

de esclarecimiento que se dieron en el incidente de reparación e identificación de 

afectaciones, donde la memoria individual tiene un lugar significativo en la reconstrucción 

de estos. 

 
Mampuján y Las Brisas (10 de marzo del 2000), la de Zambrano (16 de agosto de 1999) y la del El Salado (23 de marzo de 
1997) (Tribunal Superior de Bogota. Sala de Justicia y Paz, 2014, págs. 239-242) 
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La sentencia recogió 11 intervenciones de personas que fueron víctimas de 

desplazamiento y despojo en Zipacoa. El sentido de la participación de estas, más allá de 

contribuir a una reconstrucción de los hechos, se enfocó como un espacio de carácter 

restaurativo en el que se esclarecían las afectaciones patrimoniales y psicológicas que los 

sobrevivientes tuvieron, producto de la masacre y el desplazamiento49. 

4.2.2. El lugar de las víctimas en la escena judicial. 
Las intervenciones se hicieron en el marco del incidente de identificación de afectaciones 

a las víctimas, escenario judicial reglado por el artículo 23 de la ley 975 del 2005. El 

sentido restaurativo con el que enuncia su dimensión técnica se pervierte con los rituales 

tradicionales con que se construye en la práctica la escena judicial. Durante el mes de 

mayo de 2014 no solo las víctimas de Zipacoa acudieron al Coliseo de Combate de 

Cartagena, sino que también estuvieron las otras víctimas de las otras masacres que 

fueron judicializadas en la sentencia. 

Sentadas en el centro del coliseo, una a una iba pasando a un costado donde se 

encontraba un micrófono frente a la pantalla donde se proyectaba la imagen de Mancuso 

en su celda del centro Northern Neck Regional Jail, en el estado de Virginia, Estados 

Unidos, entre otros comandantes paramilitares recluidos en el establecimiento Carcelario 

La Modelo de Barranquilla. En la audiencia también estuvieron la magistrada del caso, el 

fiscal y su equipo de trabajo, así como otro número considerable de funcionarios que 

fungían como espectadores de la escena. 

Los contenidos de las once intervenciones registradas en el documento de la sentencia se 

pueden clasificar en cuatro grupos de cara al tipo de intervención que la víctima realizó 

en el marco del incidente: un primer grupo que recoge intervenciones relacionadas con 

preguntas realizadas a los perpetradores de la masacre respecto a las razones de ésta; la 

 
49 El artículo 23 de la ley 975 del 2005 establece el incidente de reparación en el marco del Proceso Penal Especial de 
Justicia y Paz. La audiencia en donde se realiza inicia con la intervención de la víctima o su abogado para que exponga las 
afectaciones causadas por las conductas que se le han imputado al postulado. Una vez realizada la intervención, la 
declaración y las pruebas son trasladadas al postulado para que se pronuncie sobre estas. En el marco de las audiencias 
para la judicialización del caso Zipacoa, Justicia y Paz organizó un escenario en el que las víctimas podían interpelar a los 
postulados sobre los crímenes causados. Esto en el campo de la justicia restaurativa se conoce como un mecanismo de 
mediación tipo victim-offender mediation. Al respecto, se puede consultar (Marshall, 1991). Sobre los usos de prácticas 
restaurativas en escenarios transicionales ver (Morón Campos y Otras, 2017). 
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participación de la clase política en la consolidación del paramilitarismo en la zona; y 

relatos de los hechos de cómo sucedieron esas cosas. El segundo grupo de intervenciones 

se refiere a las consecuencias o efectos que produjo la masacre respecto a los daños que 

las víctimas sufrieron producto de las acciones del paramilitarismo. En el tercer grupo 

están las intervenciones relacionadas con peticiones y denuncias a las agencias estatales 

que están de cara a la protección de derechos de las víctimas. Y por último, un cuarto 

grupo, referido a una sola intervención en el que se registra un caso independiente a la 

masacre, pero que se trata como si fuera parte de esta. 

 

Tabla 7. Tipo de Intervenciones en Incidente de Reparación. 

Intervenciones Hechos Consecuencias Peticiones y 
denuncias 

Caso independiente 

Adrián de Jesús Paternina X x   

Américo Arellano Orozco X  X  

Félix Leal Gonzales  X   

Oswaldo Orozco Marrullo X  X  

María Del Carmen Obeso 
Zapata 

   X 

Ana María Paternina Polo X  X  

Zoraida Murillo Balvin X  X  

Diana Helena Mata Beltrán X  X  

Teresa De Jesús Murillo Herrera X X   

Jairo Enrique Orozco Brieva X X   

Segismundo Polo Arellano x  X  

Total 9 4 6 1 

Fuente: (Tribunal Superior de Bogota. Sala de Justicia y Paz, 2014) Elaboración Propia. 

Hechos 

Respecto a los hechos, las intervenciones que trataron de relatar lo que sucedió ese día, 

tienen en común la llegada de un grupo de paramilitares uniformados que llegaron al 

pueblo y que reunieron a sus habitantes en la plaza frente a la iglesia. 

(…) en la plaza pública de Zipacoa el grupo armado se identificó como 
autodefensas de Colombia, los reunieron y les dijeron que necesitaban hablar con 
todos, como a la una y media de la tarde a pleno sol caliente, preguntaron que 
quiénes tenían armas y había muchos cazadores de conejos, preguntaron por los 
padres que tuvieran hijos de mala procedencia, nadie habló y preguntaron casa 
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por casa. A los señores mayores de edad les decían que se quedarán en las casas, 
que no salieran (2014, pág. 2148). 

De esta intervención, al igual que las otras tres que abordan el relato de lo que sucedió 

ese día, se evidencia el rol de control social que tenía este grupo en el territorio. El hecho 

de preguntar por armas o indagar sobre “hijos de mala procedencia” muestra el rol 

característico de control y estigmatización con que el paramilitarismo ha hecho la guerra 

en Colombia. 

Incluso en otra de las intervenciones una de las víctimas relató que tuvo la oportunidad 

de dialogar con el comandante del grupo: 

Él le dijo al comandante que eso no era correcto, si no tienen causa ninguna 
deben soltar a esos muchachos y como a la una y media de la tarde se sintieron 
los tiros. Cuenta que, como a las cinco de la tarde que bajaban los dolientes, 
cuando ya la gente viajaba de a pie (2014, pág. 2229). 

El comandante del que se hace mención en este relato es Manuel Castellanos, alias “El 

Chino”, a quien lo hacen responsable material de la masacre. Para el pueblo de Zipacoa la 

presencia de Castellanos no era extraña, en una de las intervenciones se logra registrar 

que este pasaba periódicamente por el pueblo en una camioneta (2014, pág. 2149). De 

esta manera la presencia de Castellanos en Zipacoa no fue aleatoria, ni mucho menos 

esporádica. 

se llevaron a los cuatro muchachos y como a 500 metros del pueblo los mataron y, 
entonces fueron a recogerlos y a llevarlos al pueblo a eso de las cinco y media o 
seis. Relata que a eso de las siete de la noche llegó el ejército y les dijeron que no 
se movieran, que permanecieran en la casa y esa noche no durmieron (2014, pág. 
2148) 

De esta manera, el registro que se hace de la masacre en la sentencia judicial muestra 

ocho eventos que las víctimas que participaron en la audiencia destacaron: 

1. La llegada del grupo paramilitar y la retención de sus habitantes en la plaza del 

pueblo; 

2. La indagación sobre personas con armas e “hijos de mala procedencia”; 

3. La selección de cuatro personas con la disposición de llevárselos para “hacerles 

unas preguntas”; 
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4. La finalización de la reunión en la que estuvieron retenidos los habitantes del 

pueblo; 

5. El arrebato y sustracción de las cuatro personas de sus familiares y el traslado 

forzoso hacia las afueras del pueblo; 

6. Los actos de tortura y ejecución de las cuatro víctimas; 

7. La llegada del Ejército en horas de la noche y el posterior enfrentamiento de estos 

con miembros de las AUC en horas de la mañana del día siguiente; 

8. El desplazamiento forzoso de los habitantes de Zipacoa hacia diferentes sitios de 

la región. 

4.2.3. Los reclamos de las víctimas en la escena judicial de Justicia y Paz. 
Estos eventos constituyen una reconstrucción de las escenas con las que los habitantes de 

Zipacoa fueron testigos y sobrevivientes de la masacre. Los funcionarios de Justicia y Paz 

para la elaboración del relato que encuadró la masacre de un caso emblemático usaron el 

testimonio de uno de ellos, el cual es un familiar cercano de una de las víctimas fatales 

(2014, pág. 240). El relato de este familiar terminaba con una pregunta “¿Por qué 

mataron a esos muchachos?”. Esa pregunta fue estructural en cinco de las once 

intervenciones. Lo significativo de ello fue que los interlocutores de la pregunta fueron 

Salvatore Mancuso, Sergio Córdoba y Uber Banquez. 

…no hay explicación lógica y que no hay palabras que justifique tomar la vida de 
otra persona (…) también dice Salvatore Mancuso que no participó directamente 
en los hechos y que está enterado de lo que los postulados han dicho en las 
versiones libres (2014, pág. 2154). 

Así mismo, como se reseñó en párrafos anteriores, las respuestas de Sergio Córdoba 

fueron evasivas, este también sostuvo a otras de las víctimas que: 

cometieron el error de creer a aquellas personas que les informaban, que 
un miliciano que conocían como JOSÉ, quien en Calamar les dice que tiene 
información de personas que ayudaban a la guerrilla de la Compañía 
Cimarrón, por ese motivo se dio la incursión a Zipacoa (2014, pág. 2148). 
 

Consecuencias 
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El segundo grupo de intervenciones se enfoca en las consecuencias que produjo la 

masacre. Más allá del despojo y el desplazamiento que sufrieron los sobrevivientes, las 

intervenciones de este tipo se concentraron en relatar los daños materiales y morales que 

produjo la masacre. En ese sentido, la característica de este grupo hizo un énfasis en 

cómo la llegada de la violencia fracturó el proyecto de vida particular de la persona en 

concreto que hace la intervención. 

cuando paso eso, la gente quedó sufriendo, su mujer sufrió mucho, por eso a los 
dos años se murió. Cuenta que como es campesino, se quedó solo, perdió una 
hectárea de yuca, 65 gallinas, una yegua y una burra. Refiere que había salido con 
su señora, sus hijos se fueron para otros lados y él se fue para el pital, por 
Villanueva y después se embarcaron para Cartagena y después de dos años su 
mujer falleció. Anota que ahora está en Zipacoa, regresó con ella y ella sufriendo, 
estuvo en el hospital como dos meses y se murió, duraron fuera de Zipacoa como 
un año, estuvieron por un lado y otro (2014, pág. 2184). 

Peticiones 

Las intervenciones que se enfocaron en hacer peticiones y denuncias a su vez se clasifican 

en dos grupos. Aquellas referidas a peticiones individuales, producto de los daños 

materiales y psicológicos que generó la masacre y los daños colectivos enfocados en 

daños de tipo cultural y estructural. 

Da las gracias por la oportunidad y manifiesta que lo que le preocupa es que nadie 
les da una respuesta (…) Pide más presencia de las autoridades de Zipacoa, el 
pueblo se está llenado de otras personas que están llegando de otros lugares. 
Señala que son gente de bien, que no quiere que los abandonen. Pide por favor a 
la policía, ejército que los amparen, que los están abandonando, el pueblo está 
otra vez solo y no tienen como defenderse. Pide de corazón que no los abandonen 
(2014, pág. 2181). 
 

Esta intervención coincide con un problema que es común a territorios rurales que han 

sufrido presencia de actores armados por medio de diversas violencias. Estas demandas 

están articuladas a lo que el lenguaje de la transición ha llamado Garantías de No 

Repetición50, las cuales en su implementación suponen estrategias y programas estatales 

que permitan el goce efectivo de derechos. Así mismo, las peticiones o demandas 

 
50 Los ejercicios de memoria que se hacen en clave de reparación, Todorov la califica como “memoria ejemplarizante”. 
Esta se refiere al proceso de recuperación del pasado usado para comprender situaciones nuevas, con agentes 
diferentes. Su lugar es en la esfera pública, en el que por medio de la analogía y la generalización se extrae una lección 
(Todorov, 2000, pág. 31). 
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individuales se enfocan en aplicar intervenciones psicosociales y medidas de protección 

individual. 

La señora solicita que se considere la asignación de una vivienda en la ciudad de 
Cartagena porque en este momento vive en un lugar muy peligroso, viven en 
Olaya que es un sector muy inseguro y se encuentra muy afectada desde la 
muerte de su hijo y pasan las noches en las que por los tiros no pueden dormir. 
Solicita apoyo psicosocial ya que nunca lo ha tenido y ha sufrido mucho desde la 
muerte de su hijo (2014, pág. 2156). 
 

 

 

Caso independiente 

Por último, se encuentra la intervención de una mujer la cual sostiene que es víctima de la 

violencia paramilitar que existió en Zipacoa y que a raíz de ello ha sufrido múltiples 

violencias victimizantes junto a su familia 

Quiere decir lo que le han hecho porque la verdad es que le han dañado toda su 
vida y la de sus hijos. Cuenta que llegó en el año de 1966 a una finca que 
levantaron, que se llama la finca El Amparo, camino de Pan de Azuzar, por Arenal 
Bolívar, eso es Zipacoa. Estaba en esa finca con sus hijos, llegaron los paramilitares 
a su finca y a su hijo le preguntaron por los animales y le dijeron que no lo querían 
ver más por allí, luego salieron al camino y su hijo le salió al paso para ver quiénes 
eran, lo encañonaron y un tipo le disparó, pero no le dio, le disparó nuevamente y 
le dio en el brazo y, entonces, dejaron todo en la finquita y desde ahí ha sufrido 
todo el malestar. Sus hijos vivían de lo que producía, el plátano que se cortaba y 
se vendía, eran muy unidos, vendían leche y hacían queso. Vivían felices en el 
monte, en el campo, ahora, sus hijos están repartidos en Cúcuta, Venezuela, 
Villanueva y ella vende minutos. Quiere que el Estado le devuelva lo que tanto 
trabajó, se envejeció trabajando, todo lo perdió, cuando el monte se crece, mata 
el fruto que nazca. Relata que duró 38 años en el monte, vivía de eso y pide que 
se pongan la mano en el pecho, clamen a Dios lo que la gente le quitó. Agrega que 
la finca está llena de monte, que la tierra sigue siendo de ella, pero está 
abandonada, no hay quien la atienda, tiene cinco hijos varones y solo uno está en 
el pueblo, pero uno solo no hace nada, sus hijos vivían de la cosecha. La Sala le 
informa los mecanismos para acceder a las ayudas. Se deja constancia que la 
víctima informa que ella y sus cuatro hijos fueron desplazados y que están 
representados por la Doctora Yudy Castillo Africano, que uno de sus hijos fue 
operado de la mano derecha y se compromete a traer la constancia del hospital 
para ser ella la que extienda el debido poder (2014, pág. 2171). 
 

La particularidad de esta intervención es que a pesar de ser hechos que ocurrieron en 

Zipacoa, se separan de los otros 10 relatos que sostuvieron hechos relacionados con la 
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masacre. Sin embargo, en la sentencia no se hace ningún tipo de aclaración, lo cual hace 

confusa la contextualización de este. Sin embargo, con el trabajo de campo realizado en 

el contexto de este trabajo se pudo delimitar y contextualizar esta intervención, análisis 

que será desarrollado en el siguiente capítulo enfocado en los relatos que los testigos y 

sobrevivientes de los hechos ocurridos en Zipacoa, han realizado a raíz de la intervención 

de los mecanismos de administración del pasado que ha traído la transición. 

 

 

Cierre del capítulo 

En conclusión, los usos políticos del pasado relacionados con el caso de Zipacoa en el 

escenario de Justicia y Paz, evidencian que, a pesar de introducir herramientas como el 

Análisis de Contexto y la aplicación de Teorías de Imputación Penal, las cuales suponen 

miradas holísticas y funcionales para la reconstrucción de hechos relacionados con el 

conflicto armado; la metodología, así como la macroestructura textual con la que se 

desarrolla la sentencia, le da un lugar significativo al análisis de los grupos armados que 

tuvieron presencia en el territorio, mas no a las conductas y los daños que estas causaron. 

Esto produce una situación problemática respecto a los alcances del derecho a la verdad 

que pretenden las palabras de la ley de Justicia y Paz. Respecto al caso de Zipacoa, existe 

una ruptura entre el contexto que se desarrolla en la sentencia y las intervenciones 

testimoniales que se reseñan en ella. Más allá de ser un problema de estilo con el que se 

redacta y se expone la decisión judicial, la falta de contextualización de los testimonios, su 

presentación aleatoria dentro del texto, así como el trasplante de la voz del interviniente 

al texto de la sentencia, frustra cualquier posibilidad en la que la decisión judicial pueda 

ser usado como un documento que recupere las memorias del conflicto en el caso 

Zipacoa. 

Por estas razones, en este mecanismo de administración del pasado el relato del 

victimario se impone frente a los testimonios de las víctimas. Este es quizá la cuestión 

más problemática de las pretensiones de Justicia y Paz, pues al sostener que este es un 

instrumento de justicia y verdad para las víctimas de crímenes atroces, le da un lugar 
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privilegiado a la voz de los perpetradores, constituyéndose en un mecanismo 

abiertamente ideológico, cerrando una vez más, las puertas de la ley a quienes debe 

proteger de la injusticia. 

Uno de los mecanismos que pretendió superar estos problemas y resignificar el lugar de 

las víctimas frente a las apuestas de la transición colombiana fueron los procesos de 

reparación colectiva que trajo la Ley para las Víctimas y Restitución de Tierras con sus 

respectivos decretos reglamentarios. En el siguiente aparte se abordará la experiencia de 

la comunidad de Zipacoa con la implementación de este mecanismo administrativo de 

reparación. 
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Coliseo de Combate de Cartagena de Indias. Audiencia Incidente Reparación Integral Víctimas del Bloque 
Norte. El Heraldo (2014). 
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Capítulo 5. Darle nombre al daño. El registro de atrocidades en el 
proceso de reparación colectiva de Zipacoa. 

 
 

(…) Las puertas de la Ley están abiertas, como siempre,  
y el guardián se ha hecho a un lado  

de modo que el hombre se inclina para atisbar el interior.  
cuando el guardia lo advierte, ríe y dice: 

Si tanto te atrae, intenta entrar a pesar de mi prohibición.  
pero recuerda esto: yo soy poderoso.  

Y yo soy sólo el último de los guardianes. 
 

Ante la ley 
Kafka 

 

 

 

El objetivo de este capítulo es el de determinar las narrativas que las víctimas y 

sobrevivientes de Zipacoa han construido frente a los ejercicios de esclarecimiento 

histórico realizados en el proceso de reparación colectiva. Para ello, se hará una 

contextualización de las implicaciones y alcances de la reparación colectiva como 

mecanismo administrativo, diseñado y regulado en contextos de la creación de la ley de 

Justicia y Paz y la Ley para las Víctimas y Restitución de Tierras; seguidamente se 

desarrollarán las fases y momentos contemplados por la ley para el reconocimiento del 

sujeto de reparación colectiva; y por último se expondrán los retos y problemas de este 

tipo de mecanismos frente al esclarecimiento histórico de hechos y crímenes en contextos 

del conflicto armado. 

El acento de estos tres momentos estará construido por las memorias de las víctimas y 

sobrevivientes de los hechos ocurridos en Zipacoa que participaron en el proceso de 

reconocimiento del mecanismo administrativo de la reparación colectiva. En ese sentido, 

para la elaboración de este capítulo se contó con la mirada que los zipacoeros tuvieron en 

las diferentes fases del procedimiento en donde se abordaron temas y problemas con 
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relación al contexto del esclarecimiento de los hechos victimizantes que ocurrieron en el 

territorio, a partir de la aplicación de entrevistas semiestructuradas y conversaciones 

recopiladas en el diario de campo51. Sin embargo, también se usaron fuentes primarias 

como actas y documentos técnicos que hacen parte de las evidencias que la Unidad para 

las Victimas y de Restitución de tierras conserva para el caso Zipacoa52. 

Los resultados arrojados de estos ejercicios, además de mostrar las formas de 

“administración del pasado”53 violento en el presente de los zipacoeros que participaron 

en el proceso de reparación colectiva, también evidencia los puentes y rupturas de estos, 

respecto al relato instalado en el marco del proceso de reparación colectiva. En ese 

sentido, esta economía política del pasado, además de ser plural, están en constante 

movimiento, produciendo conflictos de posicionamiento54, abriendo la posibilidad de 

evidenciar demandas y necesidades que el pueblo de Zipacoa ha tenido en su pasado 

lejano y reciente, situación que en determinados momentos superan las expectativas de 

los mecanismos e instrumentos transicionales que se han propuesto superar los reductos 

de violencia que ocurrieron en el pueblo. 

 
51 Las entrevistas se realizaron entre los meses de septiembre y noviembre de 2017. Posteriormente, cuando se organizó 
y sistematizó la información, se presentaron las transcripciones a cada uno de los partícipes en el mes de diciembre de 
2017 y en febrero de 2018. De ahí se derivaron una serie de conversaciones que permitieron hacer aclaraciones, ajustes 
o ahondar en ideas que en el momento de la entrevista no quedaron claras. La fecha de inicio de las notas del diario de 
campo fueron previas al diseño formal de esta propuesta de investigación. Estas empezaron a hacerse en el mes de 
mayo de 2017 en el marco de un encuentro que se realizó entre el comité de impulso de Zipacoa, la Unidad para las 
Victimas y organizaciones no gubernamentales, para definir estrategias e ideas de proyectos que permitieran 
materializar las medidas de reparación del plan de reparación colectiva. La metodología de las entrevistas, así como la 
forma en cómo se construyeron las notas del diario de campo, partieron de las propuestas elaboradas por el Anexo 2 de 
la Guía para Entrevistas para la construcción de memoria histórica (Centro Nacional de Memoria Histórica; University of 
British Columbia, 2013); el capítulo 4 de (Stake, 1995); el capítulo 3 de (Mejía, 2008); El capítulo 18, 19 y 23 de (Denzin & 
Lincoln, 2012) y; el capítulo 9 de (Ragin & Becker, 1992). 
52 Los documentos técnicos con relación al proceso de reparación colectiva fueron: 1. La resolución de inscripción del 
Sujeto de Reparación Colectiva de Zipacoa (2014A); 2. El Diagnostico del Daño (2014B); 3. La matriz del plan Integral de 
Reparación Colectiva (2016) y; 4. Las actas No. 1, No. 2 y No. 3 del subcomité de justicia transicional del departamento 
de Bolívar (2014). 
53 El sentido de este concepto se hace a partir de las reflexiones entre historia y memoria desarrolladas en la obra 
compilatoria “Hacer la Historia” dirigida por Jacques Le Goff y Pierre Nora. En ese sentido, cuando los autores se refieren 
a la memoria, estos la asumen como “economía general y administración del pasado en el presente” (Le Goff & Nora, 
1985, pág. 72) 
54 Los alcances interpretativos de este trabajo a la hora de pensar la categoría “conflicto” se hace desde la obra de Jean 
Paul Lederach. Particularmente sobre los conflictos de posicionamiento se toma de “Enredos, pleitos y problemas. Una 
Guía práctica para ayudar a resolver conflictos” (1992, pág. 35) 
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5.1. Las Puertas que abre la Ley. La reparación colectiva de comunidades víctimas 
de la violencia del conflicto armado. 

El 22 de julio de 2014 la Unidad para la Atención y Reparación de las Victimas, institución 

de justicia transicional creada en contextos de la ley 1448 de 2011, publicó la resolución 

en la que reconoce y registra a la comunidad de Zipacoa como Sujeto de Reparación 

Colectiva. La creación de ese documento significó un triunfo para la comunidad, que dos 

años atrás había iniciado un proceso de acercamiento, deliberación y construcción con 

diferentes instituciones del Estado colombiano que para el caso se articulaban como el 

Comité Territorial de Justicia Transicional. La resolución si bien cerró un ciclo de 

reuniones, compromisos, angustias, alianzas y conflictos55, también abrió otro en el que 

líderes de la comunidad, ya sea bajo la figura del comité de impulso, o por voluntad 

propia, se movilizaban para el cumplimiento de cada una de las medidas que quedaron 

consignadas en el plan de reparación colectiva56. 

La reparación colectiva es un mecanismo administrativo de justicia transicional enfocado 

en la identificación de daños que comunidades, organizaciones o grupos que sufrieron 

colectivamente las acciones de grupos ilegales armados organizados al margen de la ley, 

que actuaron en contexto, con ocasión, de manera directa o indirecta con el conflicto 

armado. La apuesta del mecanismo es la posibilidad de que el Estado repare a estos 

colectivos implementando medidas enfocadas a la reconstrucción del tejido social, figura 

que fue regulada en el marco de la ley para las víctimas y de restitución de tierras (Ley 

1448 de 2011) y con el decreto ley 4800 de 2011, en el que se establece que:  

Ley. 1448 de 2011 - ARTÍCULO 151. REPARACIÓN COLECTIVA. Dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la promulgación de la presente Ley, la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, tomando en 
consideración las recomendaciones de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, y a través del Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, deberá implementar un Programa de Reparación Colectiva que tenga en 
cuenta cualquiera de los siguientes eventos: 
a). El daño ocasionado por la violación de los derechos colectivos; 
b). La violación grave y manifiesta de los derechos individuales de los miembros de 
los colectivos; 

 
55 Conversación con lideresa del Comité de Impulso de Zipacoa, 17 de diciembre de 2017. Código C-DM-171207. 
56 Entrevista con integrante del Comité de Impulso de Zipacoa, 19 de noviembre de 2017. Código E-EO-171119. 
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c). El impacto colectivo de la violación de derechos individuales. 
 
Decreto 4800 de 2011 - Artículo 222. Reparación colectiva. Entiéndase por 
reparación colectiva el conjunto de medidas a que tienen derecho los sujetos 
colectivos que hayan sufrido alguno de los eventos definidos en el artículo 151 de la 
Ley 1448 de 2011, las cuales comprenderán medidas de restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en los componentes 
político, material y simbólico. 

La reparación colectiva estará dirigida al reconocimiento y dignificación de los 
sujetos de reparación colectiva, la recuperación psicosocial, a la inclusión ciudadana 
como sujetos plenos de derecho, a la reconstrucción del tejido social, a la 
reconstrucción de confianza de la sociedad en el Estado en las zonas y territorios 
afectados por el conflicto armado, a la recuperación y/o fortalecimiento de la 
institucionalidad del Estado Social de Derecho para la consecución de la 
reconciliación nacional y la convivencia pacífica. 

Parágrafo. La reparación colectiva tendrá un enfoque transformador y diferencial 
en tanto propenda por eliminar los esquemas de discriminación y marginación de 
los sujetos colectivos, que pudieron contribuir a la ocurrencia de los hechos 
victimizantes. 

La reparación colectiva ofrecerá especial atención a las necesidades especiales de 
los miembros del sujeto de reparación colectiva que en razón de su edad, género, 
orientación sexual y/o situación de discapacidad que así lo requieran, garantizando 
su participación efectiva y adecuada en la toma de decisiones. 

Sin embargo, desde el primer modelo de justicia transicional en Colombia, la Ley de 

Justicia y Paz del año 2005 contemplaba normativamente el hecho de implementar 

“planes de reparación colectiva que permitieran recuperar la institucionalidad del Estado 

Social de Derecho”, haciendo acento en los lugares donde hubo una mayor intensidad de 

la violencia del conflicto, promoviendo una cultura que le dé un lugar privilegiado al goce 

efectivo de derechos de las víctimas. 

La Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y la Agencia del Gobierno 

Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), establecieron un 

acompañamiento técnico y financiero a La Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación (CNRR), institución creada por la Ley de Justicia y Paz, para la 

implementación de planes piloto de reparación colectiva en Colombia. Entre el año 2007 y 

2011, la CNRR intervino en siete comunidades, realizando un acompañamiento en el 

diseño de medidas y estrategias que posibilitaran la reparación colectiva de esos grupos 
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humanos57. La metodología de esas experiencias tuvo como eje cuatro etapas que se 

desarrollaron en un periodo de cuatro años (OIM, 2012): 

 Diálogos políticos con las comunidades (2007-2008); 
 Diagnostico (2007); 
 Atención a mínimos vitales (2008-2010); y 
 Construcción de planes de reparación colectiva (2010-2011). 

Esas experiencias fueron los insumos que permitieron diseñar toda una serie de 

metodologías que la Unidad para las Victimas posteriormente asumirá como propias en 

los casos de reparación colectiva que acompañará, incluyendo el de Zipacoa. Con la 

inclusión de planes de reparación colectiva en la justicia transicional colombiana, se 

abrieron unas puertas que evidenciaron como los territorios que han sufrido la violencia 

del conflicto armado (violencia directa), también han sido territorios en los que 

históricamente se han mantenido ausentes en la distribución de los recursos de inversión 

nacionales, que permitan a estos grupos humanos tener una vida digna (violencia 

estructural).  

A pesar de eso, los programas piloto también arrojaron retos y limitaciones que supone la 

intervención del Estado con los planes de reparación colectiva58. Retos que persistirán con 

las rutas que implementará la Unidad para las Víctimas en el caso Zipacoa. Problemas 

relacionados con el sesgo en la forma como se recolecta la información, la construcción de 

confianzas entre los partícipes del proceso, la instrumentalización del proceso de 

reparación para atender intereses ajenos a la comunidad, entre otras amenazas menores, 

 
57 Solo fue hasta el año 2012 que se pudo conocer los resultados de esa experiencia con el documento “Del daño a la 
reparación colectiva: la experiencia de 7 casos emblemáticos” publicado por USAID y OIM. Los casos incluidos en ese 
documento de investigación fueron 1. El corregimiento Libertad em San Onofre Sucre; 2. La comunidad afrocolombiana 
de Buenos Aires, Cauca; 3. El corregimiento La Gabarra, en Tibú, Norte de Santander; 4. EL corregimiento de El Salado, 
en el Carmen de Bolívar; 5. La Asociación de trabajadores campesinos del Carare, en el corregimiento La India, en 
Landázuri, Santander; 6. La Inspección El Tigre, en el Valle de Guamuez en el departamento de Putumayo; y 7. La 
Universidad de Córdoba (2012, pág. 8). 
58 Al respecto, las limitaciones encontradas en la investigación adelantada por OIM se refieren a “las subjetividades de 
los investigadores” y la necesidad de usar metodologías de triangulación hermenéutica para verificar y validar datos. 
También “las restricciones referentes al tiempo” en que actores de la institucionalidad interactuaban con los grupos 
humanos que hacían parte de la comunidad intervenida. Otras de las limitaciones fueron “la coyuntura política” “la 
presencia de actores armados en las comunidades”, y “la movilidad de los actores institucionales para acceder al 
territorio” (Organización Internacional para las Migraciones. Misión en Colombia, 2012, págs. 148-149). 
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estuvieron presentes tanto en la implementación de los planes piloto (OIM, 2012), como 

en el caso Zipacoa (Mendoza Lafaurie & Villarreal Villamil, 2016). 

Los daños producidos en contextos de la violencia del conflicto armado no solo han 

afectado la vida, la integridad o la libertad de las personas. La violencia, sea en clave 

guerrillera, estatal o paraestatal, también ha fracturado los lazos sociales con los que 

grupos humanos realizan su vida cotidianamente59. Esta fractura de la vida en comunidad 

es lo que las retoricas legales de la transición llama daño colectivo. 

Un cilindro bomba que explota en medio de una iglesia, la instalación de minas explosivas 

en las vías de acceso a un pueblo, la muerte de un líder reconocido, la estigmatización o la 

zozobra generalizada, todos estos daños además de afectar bienes, derechos y garantías 

individuales, también afectan los lazos sociales con los que se construye la identidad 

colectiva de un grupo humano. 

El daño colectivo se origina cuando se afecta un interés de la comunidad o un bien 
común que impide disfrutar del mismo. En esta medida, la comunidad, colectivo o 
grupo es el único que puede reclamar por el daño colectivo; no puede hacerlo 
alguno de los individuos que lo conforman cuando se trata de un reclamo a título 
personal (Grupo ProFis, 2010, pág. 116). 

Los efectos de este tipo de daño suponen la presencia de un sufrimiento colectivo o 

generalizado, ya sea en pérdidas materiales e inmateriales, o la imposibilidad de visualizar 

los horizontes de expectativas, son las cualidades que permiten diferenciar el daño 

colectivo del individual. Por ello, el daño colectivo no es la sumatoria de daños 

individuales y, por tanto, los elementos de la reparación colectiva son cualitativamente 

diferentes a los elementos que supone establecer una reparación individual. Los 

elementos o finalidades de la reparación colectiva son (Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, 2016, pág. 16): 

 
59 El concepto de vida cotidiana en este contexto guarda una condición paradójica, pues este se articula a perspectiva 
temporal generacional de lo que supone la cotidianidad (Berger & Luckmann, 2001, pág. 31).  Hay ciclos generacionales 
que han emergido en medio de la violencia, transformando las prácticas tradicionales con las que socialmente se 
reconoce a una comunidad (García Arboleda, 2019, pág. 117). A efectos del contexto en que se usa este concepto, se 
refiere las interacciones sociales que existen entre grupos humanos antes de que llegue la violencia del conflicto 
armado. 
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Reconocimiento: busca identificar a los sujetos colectivos que han sufrido 
daños en el marco del conflicto armado. 

Dignificación: busca lograr el fortalecimiento de la autonomía de los sujetos 
de reparación colectiva para que las medidas de atención, asistencia y 
reparación contribuyan a recuperar a las víctimas como ciudadanos en 
ejercicio pleno de sus derechos y deberes. 

Recuperación psicosocial: busca el restablecimiento de las condiciones 
físicas y psicosociales de las víctimas. 

Inclusión ciudadana: busca recuperar a las víctimas como ciudadanos en 
ejercicio pleno de sus derechos y deberes. 

De esta manera, una de las condiciones previas para identificar el daño colectivo es la 

existencia de un grupo humano con una identidad colectiva. Así, para que el Estado 

colombiano reconozca un sujeto de reparación colectiva, se requiere que los hechos que 

victimizaron a estos grupos sean en contexto, con ocasión, de manera directa o indirecta 

con el conflicto armado. La Ley para las Victimas determina que son tres las clases de 

sujeto que pueden ser objeto de reparación colectiva: las comunidades, los grupos 

sociales y políticos, y las organizaciones. 

Tabla 8. Clases de Sujeto de Reparación Colectiva 

Comunidades Grupos Sociales y Políticos Organizaciones 

Se refiere a un conjunto de 
personas que con una 
identidad colectiva definida 
por sus prácticas culturales, 
formas de enseñanza y 
cosmovisión, comparten un 
territorio y un interés común 
por bienes públicos y un 
sentido de arraigo afectivo 
limitado territorialmente. 

Se refiere a grupos de 
personas que comparten 
colectivamente fines y 
propósitos comunes, los 
cuales son materializados 
por reglas internas, y se 
auto reconocen 
socialmente con una 
identidad que incide en la 
esfera pública. 

Se refiere a conjunto de 
personas que tienen 
semejanzas identitarias 
comunes, los cuales 
constituyen el nodo común 
de las victimizaciones, 
haciendo que estas tengan 
cierto grado de 
organización o 
sistematicidad. 

Fuente: (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2016, pág. 17) 

Elaboración propia. 

Estas tres clases de colectivos pueden ser sujetos de reparación cuando los hechos 

victimizantes se dirijan a la afectación de bienes públicos o de interés colectivo. Sean 

tangibles como una iglesia, una escuela o puesto de policía, o intangibles, como los 
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recursos naturales y del medio ambiente, las formas de participación democrática u 

organizativas. Un segundo evento en el que sujetos pueden ser objeto de reparación 

colectiva es cuando los hechos victimizantes sean en contexto de violaciones sistemáticas 

a los derechos individuales de los sujetos que hacen parte del grupo humano, afectando 

de manera directa la identidad colectiva. Por ejemplo, la ejecución de masacres, 

desplazamientos forzosos y despojos masivos, la ocupación violenta de un grupo armado 

de manera prolongada, entre otras. Por último, un tercer evento es cuando los hechos 

victimizantes se enfocan en la afectación de los derechos individuales de una persona que 

tiene un reconocimiento social y/o político en la comunidad. La muerte o la amenaza de 

un líder social, de una autoridad gubernamental, religiosa u otras figuras que tengan un 

rol de reconocimiento por su liderazgo en el colectivo. 

Para el reconocimiento de un sujeto de reparación colectiva se requiere la posibilidad de 

esclarecer las circunstancias sociales, políticas y culturales en las que ocurrieron los 

hechos victimizantes. Este ejercicio de esclarecimiento, el cual se deriva de un ejercicio 

investigativo en el que se deben contrastar diferentes fuentes, es la condición de 

posibilidad para que una organización, un grupo o una comunidad, pueda ser reparada 

colectivamente. Por ello, no es una cuestión menor, pues los actores institucionales que 

lideran estos procesos no solo deben probar la existencia de un colectivo (análisis 

histórico), además de ello, deberán indagar sobre afectaciones que guarden relación con 

el conflicto armado (análisis/adecuación de crímenes atroces y/o infracciones al DIH), y 

evidenciar como esas afectaciones fracturaron la identidad colectiva del grupo (análisis 

sociológico). 

Solo cuando se identifican y delimitan los daños se puede determinar el alcance de las 

medidas de reparación que suponen la reconstrucción del tejido social. Estas medidas se 

hacen bajo la consigna de la reparación integral, es decir, medidas con carácter 

indemnizatorio, de rehabilitación, satisfacción, con carácter restitutivo y que promuevan 

las garantías de no repetición. Sin embargo, para efectos del diseño e implementación de 

la reparación colectiva, estas medidas se diseñarán desde una dimensión política, material 

y simbólica. 
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Tabla 9. Dimensiones de las medidas de reparación. 

Medidas Políticas Medidas Materiales Medidas Simbólicas 
Están enfocadas en transformar las 
afectaciones que impactaron la esfera 
pública y política de las comunidades, 
particularmente en los escenarios de 
participación democrática. Las 
medidas apuestan a fortalecer la 
institucionalidad estatal en los 
territorios afectados por la violencia, 
asegurando el ejercicio de derechos 
políticos de las comunidades. 

Están enfocadas en reconstruir bienes 
de la comunidad que fueron afectados 
o destruidos en contextos del conflicto 
armado. Las medidas están enfocadas 
en reconstruir la infraestructura física 
afectada. 

Están enfocadas en la reconstrucción 
cultural, así como de los escenarios de 
reconocimiento social y recuperación 
psicológica que las personas de la 
comunidad sufrieron por causa del 
conflicto armado. Las medidas 
pretenden que las personas que hacen 
parte del grupo, comunidad u 
organización, puedan resignificar el 
trauma que la violencia causó 

Fuente: (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2016, pág. 19) 

Elaboración propia. 

La Unidad para las victimas contempla dos formas para identificar y eventualmente 

reconocer sujetos de reparación colectiva. Estas son por iniciativa del Estado, o por 

solicitud. En la primera el Estado es el que oferta identificando a sujetos colectivos que 

han sufrido graves y manifiestas violaciones de derechos humanos o infracciones al 

Derecho Internacional Humanitario según los parámetros de competencia temporal 

previstos en la Ley para las Victimas60, a partir de informes y bases de datos. La otra forma 

es cuando la comunidad, organización o grupo solicita al Estado por medio del Ministerio 

Público que sean reconocidos como sujetos de reparación. En el siguiente apartado se 

explicará el paso a paso del proceso para el reconocimiento como sujeto de reparación 

colectiva de la comunidad de Zipacoa. 

5.2. El procedimiento y la delimitación del daño. 
 El 13 de noviembre del año 2012, la cooperativa del grupo de personas beneficiarias de la 

finca Santa Ana – Los Cocos envío una carta dirigida a la Presidencia de la República en la 

que narraban los hechos que sufrieron en el marco de la violencia paramilitar en el año 

2000 y pidiendo que por esas razones fueran reparadas colectivamente61. Para la misma 

época, en el marco de la articulación de la Unidad para las Víctimas con los diferentes 

 
60 El artículo 3 de la ley 1448 de 2011, al definir los alcances interpretativos de lo que se entiende por víctima, y por 
tanto lo que se entiende por sujeto de reparación, establece el límite de hechos ocurridos a partir del primero de enero 
de 1985. Sobre el debate y el fundamento de esta fecha, el argumento del gobierno de Colombia fue que el fundamento 
de la reparación está en el principio de solidaridad y el parámetro de obligación residual del Estado Colombiano en 
temas de reparación directa (Ochoa Ochoa, 2015, pág. 80). Para un balance sobre el panorama de la reparación en 
Colombia previo a la ley 1448 de 2011, ver: (Rettberg, 2008). 
61 Entrevista con miembro del Comité de Impulso de Zipacoa, 8 de octubre de 2017. Código E-AP-171008. 
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niveles de gobierno territoriales (Alcaldía y Gobernación), se empezó el diseño del Plan de 

Acción Territorial del Municipio de Villanueva “Compromiso social y oportunidades para 

todos” (2012), el cual definía las líneas estrategias de intervención para la atención de la 

población del municipio que sufrió hechos victimizantes en el marco del conflicto 

armado62.  

Estos dos eventos, permitieron que la Unidad para las Víctimas en el departamento de 

Bolívar tomara la decisión de incluir a la comunidad de Zipacoa como un caso priorizado a 

iniciar la ruta de la reparación colectiva en el año 2013. En ese sentido, el dos de mayo de 

ese año, la comunidad de Zipacoa aceptó la invitación de la Unidad para las Víctimas para 

ser parte del programa de reparación colectiva (Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Vícitimas, 2014A, pág. 1). Previo a ese momento, la Unidad tuvo que hacer 

un trabajo de contextualización preliminar que permitiera el acercamiento con la 

comunidad 

En estos escenarios se presentaron las rutas de reparación colectiva y las 
respectivas alianzas de acuerdo con las competencias de cada entidad (Oferta 
institucional). Estas reuniones se llevaron a cabo durante los meses de noviembre 
de 2012, enero y febrero de 2013. Sumado a ello, se realizaron tres jornadas de 
registro debido al número elevado de víctimas por declarar, la primera se llevó a 
cabo en el mes de diciembre de 2012, la segunda el 6 y 7 de marzo de 2013 y la 
tercera el 21 y 22 de junio del mismo año (Unidad para la atención y reparación 
integral a víctimas, 2014B, pág. 9). 

Estos encuentros, realizados en un marco de cuatro meses, tuvieron por objeto 

caracterizar a la población víctima. A pesar de la articulación con el Ministerio Público y 

con la Alcaldía de Villanueva, la Unidad tuvo dificultades para tener un registro detallado 

de la comunidad de Zipacoa. Entre otros problemas, la Unidad tuvo el reto de encuestar a 

personas y contextualizar los motivos por los que se estaba haciendo la encuesta. Así 

mismo, las dificultades de acceso a las zonas rurales del corregimiento hicieron que desde 

 
62 Los Planes de Acción Territorial, creados en el marco de la Ley 1448 de 2011, son un instrumento de política pública 
que se enfoca en población víctima del conflicto armado, que en el nivel municipal y departamental, deben establecer 
las acciones y estrategias conjuntas para el diseño y ejecución de medidas de prevención, atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado (Departamento Nacional de Planeación, 2019). 
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el inicio existiera una ruptura entre la población víctima de la cabecera del corregimiento 

y la población ubicada en la zona rural63. 

 Con estos elementos, La Unidad inició lo que se conoce como la fase de acercamiento y 

alistamiento con la comunidad en la que se conformó el Comité de Impulso. El sentido de 

este comité es que quienes los conforman hagan parte de la comunidad, por lo tanto, 

debe ser representativo de cada uno de los intereses de los diferentes grupos o colectivos 

que la conforman. Dos semanas antes de la reunión en donde se conformaría, La Unidad 

con diferentes funcionarios de la Alcaldía de Villanueva se reunieron con líderes del 

corregimiento, con el fin de que estos pusieran en conocimiento a la comunidad de la 

importancia de conformar el comité64. El lunes 20 de mayo de 2013 en horas de la tarde 

se dieron cita en la iglesia y la plaza del pueblo alrededor de doscientas personas para 

elegir a los miembros del comité de impulso. La actividad estuvo liderada por funcionarios 

de La Unidad, acompañados por miembros de la alcaldía de Villanueva, el Inspector de 

policía de Zipacoa y varios miembros del concejo de Villanueva65. 

El encuentro fue una ocasión para medir los pulsos políticos de los diferentes líderes que 

existían en la comunidad66, al punto que el sentido del escenario, el hecho de crear un 

grupo de personas que impulsaran y gestionara el diseño, la implementación y el 

seguimiento de las medidas del plan de reparación colectiva, pasó a un segundo plano 

reviviendo los conflictos políticos que surgieron con ocasión a los procesos electorales 

realizados en octubre de 201167. Una de las personas que actualmente participan en el 

comité de impulso al referirse sobre los eventos de esa tarde sostuvo, 

(…) con la unidad para las víctimas se creó el comité de impulso a través de una 
convocatoria que se realizó aquí en la comunidad donde se le pedía a la 
organización de base que habían quedado de ese entonces y del cual yo hago 

 
63 Nota de campo, 22 de mayo de 2017. 
64 Entrevista Lideresa del Comité de Impulso de Zipacoa, 17 de septiembre de 2017. Código E-AO-170917. 
65 Entrevista con campesino de Zipacoa. 26 de noviembre de 2017. Código E-GT-171126. 
66 Conversación con lideresa del Comité de Impulso. 7 de diciembre de 2017. Código C-DM-171207.  
67 El 31 de octubre de 2011 resultó electo como alcalde de Villanueva Gregorio Camacho Cera. La jornada de elecciones 
termino con disturbios y manifestaciones violentas que terminaron causando un incendio en la sede de la registraduría 
en el municipio. Posteriormente, por vía judicial Camacho Cera fue destituido del cargo, pues declararon nulas las 
elecciones, por entre otras razones, la suplantación de jurados de votación en el corregimiento de Zipacoa (El Universal, 
2013). 
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parte de una. (…) nos reunimos aquí en la iglesia, aquí en la capilla del pueblo, y 
ahí a través de elección dentro de la comunidad fue donde nos eligieron a un 
grupo de compañeros (…) al principio todo era un caos, nadie creía en nadie. (era 
por) la política, mucha politiquería, había mucho conflicto entre el mismo grupo. 
Lo que decía el compañero, el otro se lo achacaba. Si yo pertenecía a algún grupo 
político y el compañero no se identificaba con los ideales, ahí venia el conflicto, el 
ataque y las cosas no se nos daban y como este proceso tiene mucho que ver con 
las instituciones eso lo manteníamos como estancado ahí68. 
 

Sin embargo, ese escenario de encuentro también permitió que surgieran nuevas 

organizaciones que tomaron como bandera la defensa de los intereses de los campesinos 

que han sido víctimas del conflicto “se creó la organización de ASODEAGRO SITIO NUEVO, 

la organización ASOPROASI, CORPOZIPA, en fin, varias organizaciones, fue cuando se 

comenzaron a tocar puertas, empezamos a trabajar con la unidad para las víctimas”69. 

Esto también permitió el surgimiento de nuevos liderazgos, los cuales tuvieron la 

oportunidad de formarse con enfoque de derechos y participación diferencial, pues a 

diferencias de otras experiencias en las que se conformaron comités de impulso para 

procesos de reparación colectivo (Observatorio de Reparación Colectiva, 2016), en el caso 

de Zipacoa se crearon subcomités de género, de adultos mayores, de adolescentes, e 

incluso un subcomité étnico70. 

El encuentro también permitió generar otros espacios alternativos en los que La Unidad, 

preocupada por las tensiones políticas entre miembros de la comunidad, desarrolló 

talleres de formación en participación ciudadana y cultura política. El sentido de esos 

escenarios estuvo en generar insumos para la transformación de valores y visiones que 

algunos líderes tenían sobre el ejercicio de participar en política. Posteriormente, la 

Universidad de Cartagena, de la mano de Rosita Jiménez, pudo sistematizar la experiencia 

“Emprendo Liderazgos” de Zipacoa (Olave, Campillo, & Suarez, 2015), resultados que 

evidenciaron una transformación significativa del acompañamiento de La Unidad, entre 

otras instituciones. 

 
68 Entrevista con lideresa del Comité de Impulso de Zipacoa. 18 de diciembre de 2017. Código C-GT-171218. 
69 Entrevista con miembro del Comité de Impulso de Zipacoa. 19 de noviembre de 2017. Código E-EO-171119. 
70 Conversación con miembro del Comité de Impulso de Zipacoa. 18 de febrero de 2018. Código C-AP-180218 
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Aquí empezaron a hacer presencia entidades que ya empezaron a reconstruir ese 
tejido social como lo que fue bienestar familiar, tejedoras y tejedores empezamos 
como ya a cambiar esa mentalidad conflictiva, como quien dice, “tenemos que 
reconstruirnos como grupo”, como comunidad, ya empezamos como a tener, a 
apropiar, a empoderarnos de lo que nos quedó y ese sentido de pertenencia por 
los demás71. 

Entre los meses de septiembre y noviembre de 2013, La Unidad, apoyada en la 

Corporación Escuela Galán realizaron el Diagnostico del Daño en Zipacoa. A partir de 

metodologías participativas, este ejercicio de investigación cualitativa tuvo como 

pretensión la recolección, análisis y contrastación de la información relacionada con los 

hechos violentos que ocurrieron en Zipacoa. El modelo instalado por La Unidad ha sido el 

de la metodología Diagnóstico Rápido Participativo, la cual permite elaborar 

conocimientos “en un tiempo comparativamente corto frente a otros métodos” (Visión 

Consultores, 2010, pág. 8). 

Además de los funcionarios que dirigieron y brindaron el apoyo técnico para la 

elaboración del diagnóstico72, el ejercicio contó con treinta personas divididas en tres 

grupos iguales que trabajaron en el colegio del pueblo durante el 16, 17 y 18 de octubre 

de 2013. Las técnicas de recolección de la información con las que se hizo el diagnostico 

fueron “el Mapa de la Comunidad, Mapa de las Organizaciones, Oficios y Actividades, 

Ingresos y Egresos, Círculos Concéntricos y Línea de Tiempo” (Unidad para la atención y 

reparación integral a víctimas, 2014B, pág. 10). 

Con el diagnostico, además de hacer una caracterización de los aspectos geográficos, 

poblacionales, políticos y culturales de la comunidad, dedica todo un apartado respecto a 

los hechos de las victimizaciones que sufrió la comunidad. Los testimonios, relatos y la 

forma en cómo se presentan en ese documento son claves para delimitar las medidas de 

reparación que integrarán en el plan de reparación colectiva. Es decir, aquello que no sea 

 
71 Entrevista habitante de Zipacoa. 26 de noviembre de 2017. Código E-CA-171126. 
72 En los aspectos metodológicos definidos por La Unidad, se distingue la diferencia entre facilitadores y expertos. Para 
la elaboración del diagnóstico del daño, se consideran facilitadores a quienes están coordinando y gestionando el 
proceso, los expertos son aquellos que tienen el conocimiento concreto de cómo sucedieron los hechos. En ese sentido, 
para la construcción del diagnóstico el punto de partida es la aclaración epistemológica del carácter fiduciario del 
testimonio (Ricoeur, Definición de la memoria desde un pusto de vista filosófico, 2002, pág. 24) de las personas que 
hacen parte de la comunidad y participan en la metodología (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, 2013, pág. 17). 
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diagnosticado como daño, no será reparado. Por ello, los técnicos o investigadores que se 

encargan de analizar la información recolectada deben aplicar técnicas de triangulación 

hermenéutica en el que se realice una contrastación de la información con otras fuentes. 

En el diagnóstico rápido participativo de Zipacoa si bien no explica de forma explícita que 

usaron este tipo de técnicas, en el apartado de los hechos muestra su uso con la inclusión 

de bases de datos y notas de prensa. 

Al iniciar el relato de los hechos victimizantes, el documento diagnóstico del daño parte de 

la idea en la que la violencia fracturó los lazos sociales de los zipacoeros. 

La Comunidad de Zipacoa, como Sujeto de Reparación Colectiva, se reconoce a sí 
misma como una comunidad tranquila, alegre y en paz.  Tres características que a 
partir de la violación de los derechos humanos como consecuencia del conflicto 
armado colombiano en la zona comenzaron a desaparecer (Unidad para la atención 
y reparación integral a víctimas, 2014B, pág. 19). 

Posteriormente, hace un relato de los antecedentes históricos y contextuales de los 

miembros de la Cooperativa Agropecuaria Santa Ana – Los Cocos (Coagrosalco), los cuales 

contó en su momento con desmovilizados del Frente Francisco Garnica. El sentido del 

relato es para explicar los móviles que propiciaron la masacre ocurrida el ocho de agosto 

del año 2000 en la zona rural de Zipacoa. A continuación, se muestra una línea de tiempo 

a partir de los hechos registrados en el diagnóstico del daño de la comunidad en Zipacoa. 

 Gráfica 6. Línea de tiempo hechos registrados – diagnóstico del daño Zipacoa. 

Fuente: (Unidad para la atención y reparación integral a víctimas, 2014B, págs. 19-25) 
Elaboración propia. 
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Al ser un mecanismo administrativo de justicia transicional, la reparación colectiva se 

enfoca en graves violaciones de los derechos humanos e infracciones al derecho 

internacional humanitario. De esta manera, los facilitadores del diagnóstico al aplicar las 

técnicas de recolección que registran los hechos victimizantes, posteriormente debe hacer 

una calificación de los hechos victimizantes de las mismas73. La diferencia de este ejercicio 

respecto a la calificación que se hace en la escena judicial es que el acento se realiza en 

quien sufrió o donde recayó el daño. Por lo tanto, el ejercicio analítico de la calificación 

que se hace en la reparación colectiva tiene sus bases en el análisis victimológico, pues si 

bien se preocupa por cuestiones de tipo criminológicas (que paso, quien, donde, cuando, 

como, por qué, con qué74), los fines de este mecanismo son la reparación de las 

comunidades en su dimensión política, material y simbólica. 

En todo caso, al igual que en la escena judicial el punto de partida es “que pasó”. Los 
hechos victimizantes que registró el diagnostico se pueden separar en cuatro momentos 
diferentes. 

El primer de los relatos se concentra en el proceso de desmovilización que hubo en un 
pueblo cercano a Zipacoa, y que posteriormente esos exguerrilleros, por medio de un 
programa de producción campesina, se trasladaron a la finca Santa Ana – Los Cocos, 
ubicada en la zona rural de Zipacoa. Sin embargo, el uso del relato es para explicar el 
proceso de estigmatización que tuvo este grupo humano por parte grupos paramilitares y 
la posterior masacre. 

Al inicio de los años 1990, el Frente Francisco Garnica, disidente del EPL, hace 
contacto con el Gobierno Nacional de Cesar Gaviria Trujillo, para una posible 
Desmovilización, en el año 1994 se firma el Acuerdo de Paz, en Cañaveral, 
Corregimiento del Municipio de Turbaco (Bolívar). Vecino de Zipacoa. Ya en esta en 
los 1990, la comunidad manifiesta que existía, en la zona rural del corregimiento y 
en las montañas de Zipacoa, presencia guerrillera. Aunque manifiestan que ésta 
nunca se metió con ellos, pero que si se sabía de secuestros y vacunas contra los 
terratenientes de la zona: (Unidad para la atención y reparación integral a víctimas, 
2014B, pág. 19). 

 
73 Un hecho victimizante se caracteriza por describir una situación fáctica que padeció o sufrió una víctima (fenómeno 
victimizante), haciendo acento en el daño que afectó a una persona, comunidad, organización o grupo, el cual lesiona o 
pone en peligro de manera efectiva un bien jurídico en concreto, de tal manera que esta identificación permite delimitar 
¿qué pasó? de cara a la información que comunica la víctima. 
74 Estas preguntas son conocidas como las siete preguntas de oro de la criminalística. Si bien también son preguntas que 
se hace la criminología, no debe dejarse de lado que son disciplinas o campos de saber que, si bien tienen el mismo 
objeto de conocimiento, el punto de vista con que epistemológicamente se elaboran son diferentes. Para una revisión 
crítica de los posibles puentes entre criminología y criminalística ver (Zaffaroni E. R., 2011, pág. 27). 
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El segundo momento parte de un desplazamiento que hubo en la Finca Santa Ana – Los 

Cocos en 1999 y se concentra en la masacre del ocho de agosto del año 2000. En el relato 

registrado, solo se mencionan los nombres de las víctimas, pero no se esclarece las 

circunstancias en las que ocurrieron los hechos, solo al final de esa parte, usando uno de 

los testimonios de unos de los participantes del diagnóstico, se hace una relación de las 

pérdidas que esos hechos generaron. 

En los años 1998 y 1999 la comunidad percibe la presencia de grupos Paramilitares, 
identificada como Autodefensas Unidas de Colombia, que con panfletos 
amenazante, declaraban a los desmovilizados como objetivo militar, señalándolos 
de informantes de la guerrilla y secuestradores (…) los paramilitares el siguiente 
año incursionan a la Finca y cometen una masacre el 8 de agosto del año 2000, 
donde murieron 8 campesinos de la zona(Unidad para la atención y reparación 
integral a víctimas, 2014B, pág. 20). 

El tercer momento de los hechos registrados se centra en la masacre que ocurre el ocho 

de enero del 2001. En esta parte del relato si cuenta con las circunstancias particulares 

con la que ocurrieron los hechos, se logra determinar quiénes fueron los autores de los 

hechos, así como toda una imagen de lo que sucedió ese día y el día siguiente cuando las 

Fuerzas Militares libraron un combate contra las AUC, generando miedo y zozobra en la 

población, viéndose forzada a desplazarse a diferentes lugares de la región. 

Cinco meses después de la primera masacre, el 8 de enero de 2001, el grupo 
paramilitar identificado como Autodefensas Unidas de Colombia del Bloque de los 
Montes de María, hace una incursión ahora en la cabecera corregimental de 
Zipacoa. 

Eran quizás las 10:00 de la mañana de un lunes festivo, cuando unos señores con 
brazaletes que decían AUC. Fueron casa a casa a sacar la gente, y les decían que 
había una reunión en la plaza principal frente a la iglesia y que además no sintieran 
miedo que ellos estaban en el pueblo para protegerlos. - “Yo sabía que esa gente no 
era gente buena”- Expresó una de las asistentes que narró el hecho (Unidad para la 
atención y reparación integral a víctimas, 2014B, pág. 21). 

El último momento, cierra con un párrafo en el que se explica una serie de hechos que 

califican como “asesinatos” que ocurrieron –selectivamente- posteriores a la masacre del 

2001. El uso que tiene la relación de estos hechos es para explicar la presencia de grupos 

paramilitares en la zona. 
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las autodefensas- AUC siguieron haciendo presencia en el corregimiento, se 
convirtieron en la autoridad, se paseaban tranquilos por el pueblo, llegaban a la 
tienda algunas veces compraban otras solo pedían, Manuel Castellanos Morales 
Alías el chino andaba por las calles de Zipacoa en su camioneta con el letrero “la 
última Lágrima”. A pesar de las dos masacres en el 2000 y el 2001, ni la Policía ni la 
Infantería de Marina, que tenía una base muy cerca en el municipio de Arjona, 
hacían presencia. Hasta el 2005, señalan los pobladores que se dieron un sin 
números de asesinatos selectivos, entre ellos, como los del campesino Gregorio 
Rafael Torres Pérez en el año 2003, asesinado por las AUC en el camino de Trigillo, 
otro asesinato fue el del campesino Pedro Yepes, el 2 de mayo de 2003 por Manuel 
Castellano Morales alias “El Chino”, La muerte de otro campesino, el señor 
Dagoberto Piñeres Barrios, el 16 de junio de 2003, asesinado en la parcela Bejuco. 
Otras muertes fueron las del señor Rafael Cáceres, se dedicaba a vender chances, 
es asesinado el 25 de febrero de 2003 en los predios de Roberto Mordecay en la 
finca la Barcasa. El Señor Humberto Márquez Kelys, alias “Carrandinga” era 
agricultor, o sea, campesino, asesinado el 6 de noviembre de 2004 y Alejo 
Hernández otro agricultor que es asesinado en octubre de 2001, también por las 
AUC (Unidad para la atención y reparación integral a víctimas, 2014B, pág. 24). 

El diagnóstico del daño realizado en Zipacoa, pone las dos masacres como hechos 

victimizantes centrales para sustentar el daño colectivo que sufrió la comunidad. Los 

hechos de estigmatización previos, así como los asesinatos selectivos posteriores, son 

referencias que contextualizan el proceso de escalamiento de violencia que ocurrió en el 

territorio. Los argumentos que reafirman esta idea están el aparte dedicado a los “daños 

de impacto colectivo identificados por la comunidad” (Unidad para la atención y 

reparación integral a víctimas, 2014B, pág. 25). “La Escuela”, “La Finca Viloria” y “El 

Sindicato Agrario de Zipacoa”, tienen como elemento en común que los daños a estos 

escenarios sociales tuvieron un impacto colectivo que fue fracturado por los eventos del 

2000 y el 2001. 

Así mismo, los hechos victimizantes de las masacres constituyen los hechos base con los 

que se procedió a inscribir a la comunidad de Zipacoa en el registro único de víctimas para 

la reparación colectiva. 

Que de acuerdo con los criterios de valoración de las solicitudes de inscripción de 
sujetos colectivos en el registro único de víctimas aprobados por el Comité 
Ejecutivo el día 9 de enero de 2013, los hechos victimizantes ocurridos en la 
comunidad del corregimiento de Zipacoa del municipio de Villanueva (Bolívar), 
descritos en los párrafos anteriores se pueden enmarcar en las siguientes 
situaciones que vulneran derechos colectivos y el impacto que causó sobre la vida 
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de la población civil (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Vícitimas, 
2014A, pág. 5) 

El diagnóstico del daño al registrar el impacto de los daños sufridos, tanto materiales 

como simbólicos, el acento se hace a partir del despliegue de violencia que el 

paramilitarismo produjo de manera directa e indirecta sobre la comunidad de Zipacoa. 

Este dato es clave para la formulación del Plan de Reparación Colectiva. 

A mediados de noviembre de 2013 el diagnóstico fue presentado y aprobado por la 

comunidad de Zipacoa. Hecho que permitió definir la estrategia para la formulación del 

plan de reparación. Para el diseño de las medidas, las cuales son propuestas por la 

comunidad y concertadas con los funcionarios de La Unidad, además de los conflictos por 

usar el escenario en donde se presenten medidas que priman el interés personal, la 

mayoría de los miembros del comité de impulso pertenecía a la cabecera corregimental 

de Zipacoa, dejando en minoría a las personas que estaban en la zona rural del 

corregimiento. 

El plan se diseñó en la primera semana de diciembre de 2013 y fue validado por La 

Unidad el dos de abril del 2014. En total se establecieron quince medidas de reparación 

en las que los hechos asociados al daño común a todas estas son los hechos victimizantes 

de la masacre. 

Tabla 10. Matriz Plan de Reparación Colectiva. 

 Hechos 
Victimizantes 

Asociados al Daño 

Daños Colectivos Derechos 
Vulnerados 

Tipo de Medida Medida de Reparación 

1 Masacre Afectación de la 
salud mental de 

los habitantes de 
Zipacoa. 

Derecho a la 
vida 

Rehabilitación Implementación de la 
estrategia psicosocial 

Entrelazando. 

Desplazamiento 
forzado 

Desestabilización 
emocional. 

A la paz 

Amenazas a la 
población civil 

A la 
tranquilidad 

2 Desplazamiento 
forzado 

Ruptura del 
vínculo y la 

Derecho a la 
seguridad 

Rehabilitación Implementación de un 
programa que 
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desintegración 
familiar. 

alimentaria contribuya al desarrollo 
del proyecto de vida de 

las familias que se 
encuentran en la zona 

rural de Zipacoa 
(veredas santas Ana de 
los cocos, Sitio Nuevo; 
Bejuco, Viloria, Loma 
Grande, Tigrillo, Coco 

Peligro. y cabecera 
corregimental). 

Masacre A la tierra 
Amenazas a la 
población civil 

Al trabajo 
A una 
familia 

A la libre 
asociación 

3 Desplazamiento 
forzado 

Pérdida de las 
fiestas y 

celebraciones 
tradicionales, del 
templo católico y 
del cementerio. 

Derecho a la 
vida 

Rehabilitación Estrategia 
Entrelazando- 

componente de 
prácticas sociales. 

Masacre A la paz 
Amenazas a la 
población civil 

A una 
familia 
A libre 

asociación 

4 Desplazamiento 
forzado 

Daño en el 
arraigo de la 
tierra, en las 

redes de apoyo. 

A la tierra Restitución Implementar proyectos 
productivos que 

impliquen la formación 
técnica para el trabajo y 

que contribuyan al 
fortalecimiento de la 
agricultura local y a la 
seguridad alimentaria 
en el corregimiento de 
Zipacoa y sus veredas: 

Santa Ana de los Cocos, 
Sitio Nuevo, Bejuco, 

Viloria, Loma Grande, 
Tigrillo y Coco Peligro. 

Masacre perdida 
indefectible de la 

capacidad de 
generar ingresos 

para suplir 
necesidades 

básicas. 

Al trabajo 

Amenazas a la 
población civil 

Pérdida de la 
Agricultura como 
actividad principal 
debido a que no 
hay quien preste 

tierra para 
sembrar. 

A la libre 
asociación 

Homicidio Selectivo A la tierra 

5 Desplazamiento 
forzado. 

Deterioro y 
abandono del 

Centro de Salud 

Derecho a la 
salud 

Restitución Reconstrucción y 
dotación física y 

equipamiento del 
Centro de Salud. 

Amenazas a la 
población civil. 

A una vida 
digna 

Masacre, Homicidio 
Selectivo. 

6 Desplazamiento 
forzado 

Deterioro físico y 
de calidad de la 

Escuela 

Derecho a la 
educación 

Restitución Adecuación física y de 
implementación de 

programas de 
mejoramiento del 

acceso, permanencia, 

Masacre 
Amenazas a la 
población civil 
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Homicidio Selectivo calidad y pertinencia de 
la educación. 

7 Desplazamiento 
forzado 

Deterioro de la 
Vía principal El 
Pital- Zipacoa, 

Villa Nueva Viloria 
Santa Ana de los 

Cocos. 

Al desarrollo Restitución Construcción en 
afirmado y placa huella 
de los   7 Kilometro de 

la Vía Villanueva-
Viloria-Santa Ana de los 

Cocos. 

Masacre Libre 
movilidad Amenazas a la 

población civil 
Homicidio Selectivo 

8 Desplazamiento 
forzado 

Deterioro y 
pérdida de la 

infraestructura 
eléctrica de la 

zona rural 
dispersa de 

Zipacoa 

Derecho al 
acceso de 
servicios 
públicos 

Restitución Restablecimiento de la 
infraestructura 

eléctrica. Masacre 
Amenazas a la 
población civil 

Homicidio Selectivo 

9 Detenciones 
arbitrarias 

Desaparición de 
los grupos 
culturales 

Derecho a la 
cultura 

Rehabilitación Recuperación del tejido 
social programa 
“Entrelazando”- 
Componente de 

prácticas sociales e 
identitarias 

Masacre A la libre 
asociación Amenazas a la 

población civil 
Homicidio Selectivo A una vida 

digna 

1
0 

Detenciones 
arbitrarias 

Desaparición de 
las organizaciones 
que promovían el 

deporte. 

Derecho al 
deporte 

Restitución Adecuación de 
escenarios deportivos 

(Cancha de futbol, 
Béisbol) para promover 

los procesos de 
formación deportiva y 

la realización de 
campeonatos de fútbol, 
softball y béisbol entre 

otros. 

Masacre Derecho a la 
cultura Amenazas a la 

población civil 
Homicidio Selectivo A la libre 

asociación 

1
1 

Masacre Desaparición del 
Sindicato como 
organización. 

A la libre 
asociación 

Restitución Fortalecimiento de las 
organizaciones del 
corregimiento de 

Zipacoa, su 
infraestructura física y 
capacidad operativa. 

 

Homicidio Selectivo Interrupción del 
proceso de 

construcción de la 
casa del Sindicato 

de Zipacoa. 

Al trabajo  

Amenazas a la 
población civil 
Detenciones 
arbitrarias 

1
2 

Detenciones 
arbitrarias 

Estigmatizaciones 
a los miembros 

Integridad 
personal 

Satisfacción Implementar una 
estrategia de 
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Masacre de la comunidad. comunicación pro buen 
nombre de Zipacoa y 

los zipacoeros. 
Amenazas a la 
población civil 

Libertad 
personal 

Homicidio Selectivo 
1
3 

Detenciones 
arbitrarias 

Pérdida de la 
historia y de la 
construcción 

colectiva de lo 
ocurrido. 

A la vida Satisfacción Construcción de dos (2) 
jardines de la memoria 

y placas 
conmemorativa en la 

cabecera corregimental 
y en la zona rural, como 

acto conmemorativo 
dirigido a las víctimas 

por homicidio y 
desaparición forzada. 

Amenazas a la 
población civil 

A la paz 

Masacre A la vida 
digna Homicidio Selectivo 

1
4 

Detenciones 
arbitrarias 

Masacres 
presentadas en 
los años 2000 y 

2001 

Derecho a la 
vida 

Satisfacción Realizar homenaje y 
acto simbólico a las 

víctimas de homicidios 
y desaparición forzada. 

Amenazas a la 
población civil 

Masacre Derecho a la 
Paz Homicidio Selectivo 

1
5 

Detenciones 
arbitrarias 

Desconfianza de 
la población en la 
institucionalidad 
pública: Alcaldía 
de Villanueva, 

Gobierno 
nacional, 

organismos de 
seguridad y 
militares. 

Derecho a la 
seguridad. 

Garantías de No 
Repetición 

Garantizar las 
condiciones de 

seguridad individual y 
colectiva para los 

habitantes del 
corregimiento de 

Zipacoa –zona rural y 
cabecera 

corregimental-. 

Amenazas a la 
población civil 

Masacre 
Homicidio Selectivo 

Fuente: (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2016) Elaboración 
propia. 

El plan cuenta con siete medidas de restitución, cuatro de rehabilitación, tres de 

satisfacción y medida que se enfoca en Garantías de No Repetición. Respecto a las 

primeras, de las siete medidas solo dos de ellas se refieren en concreto a intervenciones 

en la zona corregimental. Una en la que establece la implementación de proyectos 

productivos y otra que contempla la construcción de una vía con placa huella con una 

extensión de siete kilómetros desde la cabecera corregimental de Zipacoa, hasta la finca 

Santa Ana – Los Cocos. 

Respecto a las medidas de rehabilitación solo una en concreto aborda a la comunidad de 

sobrevivientes de la zona rural con la implementación de un programa que permita 
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fortalecer las relaciones familiares. Así mismo, la medida enfocada en garantías de no 

repetición se enfoca en fortalecer la seguridad tanto de la cabecera corregimental como 

de la zona rural. 

Por último, las medidas de satisfacción se enfocan en dos eventos de conmemoración y 

una estrategia de comunicación por el buen nombre de Zipacoa. La particularidad de 

estas medidas es que en estas se trabajan los procesos de memoria y esclarecimiento 

histórico del pasado violento. 

Las medidas de satisfacción son entendidas como medidas generales materiales e 
inmateriales que contribuyen al logro de una reparación más amplia que apunta a 
ejercer acciones sobre los daños irreparables. En este sentido, si bien la doctrina 
internacional reconoce la imposibilidad de restaurar las condiciones de vida de las 
víctimas y sobrevivientes antes de los hechos ocurridos, entiende que las medidas 
de carácter simbólico como el reconocimiento público de los hechos, el 
esclarecimiento histórico, el reconocimiento de las responsabilidades y las 
solicitudes de perdón público contribuyen a la dignificación de las víctimas y a la 
transformación de las interpretaciones y sentidos que tradicionalmente se le dieron 
a los hechos victimizantes, transformando su significado y posibles justificaciones 
sobre los hechos ocurridos (Unidad para la Atención y Reparación Integral de las 
Víctimas, 2016, pág. 6). 

Las medidas de satisfacción en el caso de Zipacoa se enfocan exclusivamente en 

escenarios de conmemoración, lo cual frente a las directrices de Joinet75, cumple los 

estándares mínimos, pues “la satisfacción de las victimas ha de incluir, cuando sea 

pertinente y procedente (…) las conmemoraciones y homenajes a las víctimas”. Sin 

embargo, frente al caso Zipacoa, a pesar de existir una decisión judicial en donde se 

juzgan y condenan a los máximos responsables por la masacre del 2001, no ocurre lo 

mismo con los hechos que ocurrieron en el 2000, ni mucho menos con los ocurridos entre 

2002 y 2005. 

En ese sentido, el diseño y validación de esas medidas, si bien estuvieron lideradas por el 

comité de impulso, los alcances de la reparación colectiva en un contexto como el de 

Zipacoa, persiste la necesidad de  

 
75 Las directrices Joinet hacen parte del informe final revisado acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de 
violaciones de los derechos humanos (derechos civiles y políticos) de conformidad con la resolución 1996/119 de la 
Subcomisión de Prevención de discriminaciones y protección de las minorías (Comisión de Derechos Humanos - ONU, 
1997). 
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la verificación de los hechos y la revelación publica y completa de la verdad, en la 
medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los 
intereses de las víctimas, sus familiares, los testigos o personas que con su 
intervención pueda generarle nuevas violaciones (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 2005). 

Resulta todo un desafío para la comunidad de Zipacoa y para el Estado de Colombia 

enfrentar los escenarios de transición a la paz sin tener claridad respecto a las 

condiciones que permitieron el pasado violento. Por ello, en las siguientes líneas, y a 

manera de cierre, se expondrán una serie de cuestiones respecto al esclarecimiento 

histórico como objetivo de los mecanismos administrativos de reparación que se 

diseñaron en contextos de justicia transicional respecto al caso Zipacoa. 

5.3. Problemas y retos respecto al esclarecimiento histórico en la reparación 
colectiva. 

Las medidas de reparación diseñadas para el plan de Zipacoa, tienen la fortaleza de ser 

diseñadas de manera participativa por la comunidad. Esto permitió hacer acento en 

apuestas que miran hacia el futuro del pueblo, al ser este de vocación campesina, las 

medidas enfocadas en los proyectos productivos permiten la posibilidad de que el 

Zipacoero vuelva a la tierra. Si bien hay propiedades con titulación colectiva como la 

parcela “Los Cocos”, “Coco Peligro”, o la parcela de “Sitio Nuevo”, también hay otras 

tierras que pertenecen a personas externas al pueblo, personas que desde hace mucho se 

mantienen en el pueblo, pero de los que no se habla con nombre propio. 

(A él) lo matan porque dicen que los finqueros tenían sus ganados y se los estaban 
cogiendo otros vecinos del pueblo, de un pueblo dizque Villanueva o Cañaveral 
(Sic). Entonces malas influencias creían que eran los zipacoeros, entonces dicen 
que el finquero mandó a los paramilitares a que se metieran (…) en una finca se 
reunieron finqueros para meterlos76 

Este relato también coincide con el de Manuel Castellanos, alias “El Chino”, cuando cuenta 

que a inicios del año 1999, Sergio Córdoba, alias “120”, llegó a la zona atendiendo el 

llamado de varios terratenientes de la zona. Las razones por las que llega el 

paramilitarismo y por las que ocurren las masacres del año 2000 y el 2001, se agudizan 

con la siguiente conversación: 

 
76 Conversación con habitante de Zipacoa, 18 de diciembre de 2017. Código C-CA-171218. 
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(…) esos (los paramilitares) eran unos bandidos que aparecieron por aquí de un 
momento a otro, pagos por los terratenientes más bien de esta región, porque les 
estaba robando ganado, y los que robaban ganado eran los mismos que 
administraban y los hijos de los que administraban. Entonces el caso (la masacre 
del 2001) viene más bien por ese problema77 

El presupuesto teórico para definir el contenido de las medidas de reparación, como se 

describió en párrafos anteriores, es el concepto de daño colectivo, en tanto afectación 

que sufrió un grupo humano en contextos de violencia. El reto en todo diseño de un plan 

de reparación colectiva es el enfoque con que se mirará la afectación, es decir, un ejercicio 

de indagación que permita ver los tipos de violencia que se manifiestan en tiempo y 

espacio. 

En la experiencia de Zipacoa, al indagar sobre el conflicto armado, se limitó a identificar y 

describir los hechos de violencia directa que hubo entre los años 2000 y 2005. En ese 

sentido, la forma en cómo se nominan las afectaciones está articulada a los 

perpetradores, los paramilitares que llegaron al pueblo. Dejando por fuera las preguntas 

relacionadas con el relato de las personas que permitieron su llegada. 

Por otro lado, algunos Zipacoeros al referirse al periodo de violencia que hubo en el 

pueblo, cuestionaban la responsabilidad del Estado al permitir la realización de proyectos 

productivos a reinsertados de la guerrilla, a mediados de la década de los noventa78. 

En los Cocos mataron unos reinsertados de la guerrilla que trabajaron ahí, los 
metieron en unos proyectos de tierra. Ellos fueron los que dañaron todo esto por 
aquí. ¿Por qué los matan? Porque los paracos no gustan de guerrilla. Ya desde ahí 
se echó a perder Zipacoa79. 

El diagnóstico del daño, al reconstruir el relato de los hechos de violencia, le da un acento 

particular al hecho del proceso de reinserción que hubo entre el gobierno de Cesar Gaviria 

y el Frente Francisco Garnica, estructura disidente del grupo guerrillero Ejército Popular 

de Liberación (Unidad para la atención y reparación integral a víctimas, 2014B, pág. 19). La 

narración elaborada entre ese evento y los eventos de violencia los expone en un mismo 

horizonte histórico, y si bien tanto el grupo humano que estaba en la parcela “Los Cocos”, 

 
77 Conversación con campesino de Zipacoa, 25 de febrero de 2018. Código C-VA-180225. 
78 Nota de campo, 25 de febrero de 2018. 
79 Conversación con campesino de Zipacoa, 25 de febrero de 2018. Código C-VA-180225. 
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así como los pobladores de la cabecera, pertenecen administrativamente al corregimiento 

de Zipacoa, tanto uno como otro se consideran grupos humanos diferentes. Esto se 

reafirma también en testimonios de los miembros del Comité de Impulso al desconocer lo 

que ocurría el 8 de agosto del 2000, cuando ocurrió la primera masacre. 

(…) lo mismo fue allá en el Coco, nosotros no sabíamos aquí. Cuando se oyó fue el 
bololó que habían matado a un poco de gente en El Coco, porque había venido un 
herido y fue el que vino avisando, porque dejaron muertos y él tuvo logro de salir 
avisar (Sic)80. 

En ese sentido, tanto la forma en como nominan las violencias, así como el horizonte 

histórico con el que se narran los hechos, constituyen dos problemas a la hora de 

comprender cómo llegó el conflicto armado a Zipacoa. El mecanismo administrativo de la 

reparación colectiva, al enfocarse en las afectaciones que el pueblo sufrió en esos años, 

deja en suspenso aquellos sufrimientos producidos por la ausencia de recursos y la 

negación de derechos (violencia estructural), lo cual no implica una ausencia del Estado81; 

así mismo, deja por fuera una explicación del marco legitimador (violencia cultural), que 

permitieron los repertorios de violencia82 perpetrados con ocasión al conflicto armado. 

La Unidad para las Víctimas, al priorizar los hechos que ocurrieron en la comunidad de 

Zipacoa, dejó de lado toda una serie de afectaciones que hubo en otros municipios que 

hacen parte de la misma zona, los cuales según el registro del Sistema de Información de 

Violencia Política en Línea del Centro de Investigación de Educación Popular, cuenta con 

122 casos registrados entre el periodo 2001-2005 y 768 víctimas de asesinato selectivo 

según cifras del Observatorio de Memoria y Conflicto del Centro Nacional de Memoria 

Histórica83. 

 
80 Entrevista a campesino de Zipacoa, 22 de octubre de 2017. Código E-VA-171022. 
81 El hecho de que Zipacoa, a pesar de ser parte de la despensa agrícola de Cartagena y Barranquilla, no intervengan 
programas y políticas públicas sólidas y continuadas, no significa que ahí se presente ausencia del Estado. El hecho de no 
intervenir en programas que fortalezcan al sujeto campesino ya es en sí misma una decisión de Estado. 
82 El uso del concepto “repertorios de violencia” se hace en el mismo sentido con que lo usa el Grupo de Memoria 
Histórica en su Informe Basta Ya!, entendiéndolo como manifestaciones de conminación y coerción de los actores 
armados, que en el marco de sus objetivos y estrategias político-militares, pretenden ejercer control sobre los 
territorios, y con ello afectaciones a la población civil (GMH, 2013, pág. 37) También ver: (Moreno León, 2012, pág. 87) y 
(Wood, 2009). 
83 En la presentación de estas cifras no se presentaron las registradas en la ciudad de Cartagena, pues a pesar de ser un 
municipio que hace parte de la Subregión del Dique, y que también hubo presencia de actores armados, los efectos de la 
violencia fueron diferentes, pues en los municipios relacionados se evidencian de manera sistemática y generalizada 
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Tabla 11. Casos de Violencia Política en Municipios de la Subregión del Dique, 
departamento de Bolívar (2001-2005). 

Municipio Nro. de casos registrados 
Turbaco 30 
San Estanislao 3 
Santa Rosa 12 
Turbana 5 
Villanueva 18 
Arjona 15 
Arroyohondo 2 
Calamar 11 
Clemencia 11 
Mahates 12 
San Cristóbal 1 
Soplaviento 2 
Total 122 

Fuente: (Centro de Investigación de Educación Popular, 2020) 

Gráfica 7. Asesinatos Selectivos en municipios de la Subregión del Dique, departamento de 
Bolívar (2001-2005). 

 

Fuente: (Observatorio de Memoria y Conflicto, 2020). 

En ese sentido, si bien ya se ha hecho un cierre de las medidas de reparación colectiva 

para Zipacoa, también es cierto que los repertorios de violencia que ocurrieron en el 

territorio eventualmente podrían ser competencia de los nuevos escenarios de transición 

diseñados en contextos del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No 

Repetición (Acto Legislativo 01 de 2017).  

 
repertorios de violencia caracterizados por un control territorial y una apropiación de los recursos. Para una visión de la 
violencia paramilitar en la ciudad de Cartagena ver la sentencia de Justicia y Paz: (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de 
Justicia y Paz, 2017) 
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La participación de los habitantes de Zipacoa, así como todos los territorios que hacen 

parte de la subregión del Dique, constituye una oportunidad para esclarecer la violencia 

del conflicto armado en esta parte del departamento de Bolívar. la apuesta por un foco 

más amplio respecto a Zipacoa, que pueda abordar las organizaciones armadas que 

estuvieron en el territorio, los objetivos que se plantearon, sus repertorios de violencia, 

las redes que consolidaron con actores que no pertenecían a la organización pero que 

tuvieron algún grado de responsabilidad judicial y/o política, tanto en el diseño como en la 

ejecución de planes criminales. Toda una serie de cuestionamientos que se mantienen en 

suspenso tanto en Zipacoa como en todos los municipios de la subregión del Dique. 

Limitarse a las afectaciones que sufrieron los Zipacoeros evidencian que hubo un 

despliegue de violencia sin sentido. Las narrativas que estos han construido en los 

ejercicios de esclarecimiento registrados en el diagnóstico del daño, no le dan cierre al 

proceso de duelo colectivo al que se enfrentan como grupo humano, dejando abierta la 

pregunta “¿por qué sucedieron esas cosas?”. 

Bueno, por qué la pregunta todavía está en interrogante, el porqué es un 
interrogante para nosotros, porque nosotros no tenemos respuesta del porqué 
ellos incursionaron en Zipacoa siendo un pueblo humilde, que no tiene roces ni 
con ellos, ni con los otros, ni si quiera con el ejército porque las mamás de esa 
época no aceptaban de que sus hijos prestaran servicio, aquí en Zipacoa no había 
militar, o sea, que de pronto era un objetivo militar que los muchachos prestaran 
el servicio, eso es una forma ¿verdad? Pero no, esa parte todavía está en 
interrogante84. 

  

 
84 Entrevista con miembro del Comité de Impulso, 15 de octubre de 2017. Código E-PP-171015. 
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Zipacoa desde una de sus lomas. Al fondo la iglesia de la plaza central del pueblo. Fotografía: Rafael Bossio. 
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Conclusiones y reflexiones finales 
Sobre la respuesta a la pregunta problematizadora y la hipótesis de investigación 

En este trabajo se ha tratado de evidenciar los usos del pasado que los escenarios de 

justicia transicional han registrado y reconstruido en torno a la violencia del conflicto 

armado sufrida por la comunidad de Zipacoa85. Después de haber analizado los procesos 

de criminalización que han confluido en el marco del conflicto armado colombiano, la 

decisión que se produjo en el escenario judicial del Proceso Penal Especial de Justicia y 

Paz; así como el diagnóstico del daño y las medidas de reparación del proceso de 

reconocimiento de sujeto de reparación colectiva, es posible observar que a pesar de 

elaborarse bajo el signo de hacer justicia por los crímenes del pasado, de delimitar los 

daños ocurridos en contexto del conflicto armado colombiano, y por tanto una apuesta al 

ejercicio del esclarecimiento histórico, estos fines quedan en suspenso frente a lo que 

supone un relato que responda a las preguntas en torno a los hechos victimizantes 

ocurridos en el pueblo.  

Los usos del pasado en los escenarios transicionales del caso Zipacoa no han sido por la 

reconstrucción ni la representación de los hechos. La rememoración y la sacralización del 

pasado violento traído al presente, en forma de documentos, decisiones judiciales, 

monumentos o fechas conmemorativas son los estandartes con los que ha gestionado y 

mostrado en la esfera pública el proceso de transición. La particularidad de estos relatos 

es que el lugar desde donde se enuncian -dispositivos diseñados desde el Estado y 

legitimados por leyes y políticas públicas-, mantienen un velo de verdad. 

Más allá de las rupturas que prometieron las leyes de Justicia y Paz y la ley para las 

Víctimas, de las promesas de un nuevo porvenir para los territorios golpeados por la 

violencia, los mecanismos judiciales y administrativos de reparación colectiva que se 

aplicaron en Zipacoa al limitar la mirada en unos eventos específicos de violencia directa, 

 
85 El objetivo general con el que se ha hecho esta investigación es: Analizar los usos del pasado elaborados en los 
escenarios transicionales que han registrado los hechos victimizantes ocurridos en el corregimiento de Zipacoa, 
Villanueva (Bolívar), entre los años 2000-2006. 
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dejó por fuera toda una serie de violencias que son extrañas a las retóricas legales con las 

que se nombran esos hechos, de tal manera que lo que se presenta como una fractura y 

un triunfo del Estado al tomar decisiones en nombre del derecho, supone también 

silencios que legitiman unas continuidades de violencia de larga temporalidad. 

Sobre los objetivos planteados en esta investigación 

Otra de las conclusiones de este trabajo se refiere al lugar que tuvo el testimoniar en los 

escenarios transicionales que abordaron el caso Zipacoa. Tanto en Justicia y Paz, como en 

el proceso de reparación colectiva, los testimonios de las víctimas legitimaron las 

pretensiones de acceso al pasado. Si bien los dos escenarios construyeron el relato 

contrastando y analizando información, las memorias de las víctimas tienen un lugar 

privilegiado frente a otras fuentes de información. 

Los testimonios de las víctimas y sobrevivientes de Zipacoa citados en la decisión de 

Justicia y Paz fracturaron la narración del contexto construido en el escenario judicial86, 

pues además del suspenso en que quedan las preguntas de las víctimas, la decisión dejó 

por fuera la masacre del 2000 y gran parte de la violencia selectiva que hubo entre 2002 

hasta la desmovilización del Bloque Norte. A pesar de los esfuerzos de la sentencia en 

contextualizar la violencia paramilitar que hubo en el Caribe y en Zipacoa, el sentido con el 

que explican el desborde de esta es a partir de la tesis recurrente en la que explica el 

conflicto armado a partir de la ausencia del Estado en territorios donde hubo presencia de 

grupos armados ilegales, la cual se reafirma con la voz de los victimarios en la que 

justifican la barbarie que ejecutaron en la última parte del siglo XX e inicios del XXI. Un uso 

del pasado cargado de negación implicatoria.  Eso hace que la voz de las víctimas quede 

encriptada en las retóricas de la ley, en donde la condena alternativa de los máximos 

responsables del paramilitarismo aparentemente satisface la pulsión de justicia que se 

mantiene presente en las intervenciones. 

 
86 El segundo objetivo específico de esta investigación ha sido “Describir los relatos elaborados en el proceso penal de 
Justicia y Paz que han judicializado los crímenes ocurridos en Zipacoa. 
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Respecto al escenario transicional del mecanismo administrativo de Reparación 

Colectiva87, este proceso permitió una mayor participación de las víctimas a la hora de 

construir el relato que esclarece los hechos. Desde el inicio, la comunidad tuvo la fortuna 

de contar con administraciones municipales sensibles a los retos y problemas que tenían 

como comunidad victimizada. Eso permitió la entrada de la Unidad para las Víctimas y con 

ello un relato en el que se registran toda una serie de violencias que la escena judicial de 

Justicia y Paz mantuvo invisible. Sin embargo, el relato construido en el diagnóstico del 

daño registra una violencia sin contexto. Si bien explica las tradiciones y características 

socioculturales de la comunidad, dejó de lado las dinámicas políticas y los actores que 

permitieron la llegada del conflicto al territorio. 

Los relatos de violencia registrados en el marco de la Reparación Colectiva hicieron un 

acento en las afectaciones que los hechos causaron en la comunidad, es decir una 

narración que su único contexto es la descripción del sufrimiento. Esto se reafirma con las 

medidas de satisfacción incluidas en el plan, las cuales le apuestan a la dignificación y al no 

olvido de las masacres. 

En estos dos escenarios transicionales, los testimonios de las víctimas se constituyen como 

un instrumento de legitimación para los resultados que cada uno pretende elaborar. 

Tanto en Justicia y Paz como en la Reparación Colectiva, a pesar de que las víctimas, el 

territorio, el periodo abordado y los victimarios son los mismos, los usos y el relato que 

pretende realizar un esclarecimiento de los hechos son diferentes, incluso haciendo que 

estos dos escenarios sean incompatibles uno con otro.  

En Justicia y Paz los relatos de dolor se justifican y quedan subordinados frente a la fuerza 

del contexto, el cual se refiere, en lo que respecta a Zipacoa, a la masacre del 8 de enero 

de 2001, haciendo invisible la masacre del 6 de agosto del 2000 y los más de 10 casos de 

homicidios y desapariciones que el paramilitarismo realizó después del 2001. Con este 

 
87 El tercer objetivo específico de esta investigación ha sido “Determinar las narrativas que las víctimas y sobrevivientes 
de Zipacoa han construido frente a los ejercicios de esclarecimiento histórico realizados en el proceso de Reparación 
Colectiva. 
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silencio que se impone en la fuerza de la decisión judicial los muertos fueron doblemente 

asesinados. 

En la Reparación Colectiva, los relatos de dolor registrados se muestran como algo 

ocasional, como la tormenta que llega sin previo aviso arrasando todo lo que atraviesa a 

su paso. Aquí las víctimas, a pesar de localizarlas en un territorio, al no contextualizar 

cómo sucedieron esas cosas, las víctimas quedan abstraídas de cualquier horizonte de 

sentido.  

Eso, además de desdibujar la responsabilidad que tenemos como sociedad frente a las 

condiciones como se fractura la vida en este país, también frustra la posibilidad de juzgar 

a los responsables determinantes y políticos de esos hechos.  

Los escenarios transicionales que registraron los hechos victimizantes que ocurrieron en 

Zipacoa instauraron unas modalidades para mostrar y nombrar la violencia, ya sea bajo la 

etiqueta de crímenes de lesa humanidad, masacres, hechos victimizantes o crímenes 

atroces. La localización e instalación de las violencias que sufrieron sus habitantes, 

invisibilizan las relaciones de poder que permitieron la llegada del conflicto armado al 

territorio88. Tanto en Justicia y Paz como en la Reparación Colectiva, el lugar del 

testimonio como un instrumento de verdad, legitima los mecanismos de administración 

del pasado que defiende y toma como propio la justicia transicional. 

Esta experiencia de justicia transicional diseñada desde Justicia y Paz y la Ley para las 

Víctimas, al no preguntarse por las estructuras políticas que permitieron la llegada de los 

paramilitares al territorio, que convivieron y fueron beneficiados por su presencia, las 

puertas que esas leyes quisieron cerrar frente a los hechos de Zipacoa, abren otras para 

nuevos escenarios institucionales o más allá de ellos. Los silencios encriptados en esos 

documentos con pretensiones de verdad, se mantienen en suspenso mientras pervivan las 

voces de los sobrevivientes de la violencia.  

 
88 El primer objetivo específico de este trabajo ha sido “Identificar las formas jurídicas con las que se han denominado 
hechos victimizantes en la justicia transicional colombiana”. 
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Frente a todos estos retos y problemas, no puede perderse de vista que la transición 

permitió conocer la experiencia de sufrimiento que Zipacoa vivió con la llegada del 

conflicto armado. Salcedo Ramos en su crónica sobre la masacre de El Salado sostiene que 

en este país se aprende geografía a partir del sufrimiento ajeno; en Colombia la gente 

muere, luego existe. 

 

Una reflexión final 

Zipacoa, a pesar de su cercanía a una ciudad capital como Cartagena, y de ser parte de la 

despensa agrícola de esta ciudad y de Barranquilla, a las personas que la barbarie suprimió 

y los proyectos de vida que fracturó con la llegada de la violencia guerrillera y paramilitar, 

las atrocidades que allí ocurrieron se mantuvieron por mucho tiempo en desconocimiento 

o negación para muchas personas. Una fractura en las relaciones de reciprocidad entre 

quienes trabajan y viven de la tierra respecto a quienes disfrutan los frutos de ese trabajo. 

Con los mecanismos y los escenarios que construyó la transición, los Zipacoeros pudieron 

ver y atravesar algunas de las puertas del derecho. Toda una experiencia antropológica 

con la ley, en la que han comprendido el poder de la memoria y la movilización colectiva. 

Sin embargo, su sola voz no asegura que se encuentren esas respuestas, de ahí la 

necesidad de poner los recursos del derecho, la historiografía, la sociología y la 

investigación social en general, de la mano de estas personas. Cuando conocí la 

experiencia de Zipacoa, mi formación jurídica, no me permitía ver eso. Hoy la consigna 

después de haber convivido y acompañado a algunos de sus líderes podría ser uno de los 

versos de “Entre nosotros” de Lévinas que María Victoria Uribe adapta en Antropología de 

la Inhumanidad: 

Al extender la mano para acercar una silla   
He arrugado la manga de mi chaqueta   
He rayado el suelo   
He derramado la ceniza de mi cigarrillo.  
Al hacer lo que quería hacer,  
he hecho miles de cosas no deseadas.  
El acto no ha sido puro, he dejado huellas y,  
al borrar esas huellas, he dejado otras.  
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Cuando la torpeza del acto se vuelve contra el fin 
perseguido,  
nos encontramos de lleno en la tragedia.   
Como la presa que huye en línea recta por la llanura  
cubierta de nieve al escuchar a los cazadores y deja,  
de ese modo, las huellas que serán su ruina.   
De este modo, somos responsables más 
allá de nuestras intenciones. 
 

Es necesario, entonces, repensar los alcances de los usos políticos de las medidas que 

promueven la transición a la paz, para que vuelvan a ellas las condiciones de posibilidad 

de introducir procesos que se atrevan a mirar violencias estructurales, y que su aplicación 

no sea una restricción a las acciones políticas de quienes han sufrido la violencia, sino un 

escenario de reconocimiento para estas. La apuesta ha sido cuestionar su diseño y 

mecanismos de gestión, de abrir el debate sobre las limitaciones del Estado para abordar 

situaciones de violencia de larga temporalidad, en donde este ha sido cómplice de la 

misma, y con ello, cuestionar los usos con los que se diseñan los mecanismos de transición 

para administrar el pasado violento. 
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Calle Principal de Zipacoa. Fotografía: Rafael Bossio. 
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